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SENTENCIA  155/2002 
 

AUDIENCIA  PROVINCIAL 
 

DE 
 

MADRID 
 

 
 
SECCION 5ª , ILMOS. SRES. : 
 
D. FRANCISCO JAVIER VIEIRA MORANTE  J. INS. Nº 5 
D. ARTURO BELTRAN NUÑEZ                                     D.P. 5150/94 
D. JESUS ANGEL GUIJARRO LOPEZ                         P.A. 34/00 
------------------------------------------------------   
 
 

Madrid a 21 de enero de 2002. 
 
 

VISTA y OIDA en juicio oral y publico, ante la SECCION V 

de esta AUDIENCIA PROVINCIAL  la causa D.P. nº 5150/94, 

procedente del  Juzgado de Instrucción nº 5 de Madrid, seguida por 

el trámite de Procedimiento Abreviado por presunto delito de 

malversación, contra D. JOSÉ BARRIONUEVO PEÑA,  con 

D.N.I. nº 50002799-V, nacido  el día 13 de Marzo de 1942, contra 

D. JOSÉ LUIS CORCUERA CUESTA,  con D.N.I. nº 1438691 T, , 

nacido el día 2 de Julio de 1945, contra D. RAFAEL VERA 

FERNÁNDEZ- HUIDOBRO, con D.N.I. nº 00556345-K, nacido  el 

día 7 de Febrero de 1945, contra D. JULIÁN SANCRISTÓBAL 

IGUARÁN,  con D.N.I. nº 14899617-x, nacido el día 24 de 

Noviembre de 1952, contra D. JOSÉ MARÍA RODRÍGUEZ 

COLORADO,  con D.N.I. nº 13042380-T,  nacido el día 28 de 

Marzo de 1948, contra D. JUAN IGNACIO LÓPEZ RODRÍGUEZ  
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con D.N.I. 14548776-B, nacido el día 7 de Abril de 1951, contra D. 

FRANCISCO ÁLVAREZ SÁNCHEZ,  con D.N.I. nº 34538006-x, 

nacido  el día 8 de Diciembre de 1944, sin que sea preciso facilitar 

más datos de identificación ni sus domicilios, que constan en autos, 

todos ellos en libertad provisional  por esta causa,  en la que han 

sido partes el Ministerio Fiscal; la acusación particular en la 

persona jurídica de la Administración del Estado, representada y 

asistida por el Abogado del Estado; y los ejercientes de la acción 

popular Don José María Ruiz Mateos y Jiménez de Tejada, 

representado por el procurador D. Jesús Jenaro Tejada y defendido 

por el letrado D. Marcos García Montes, y la Asociación de 

Estudios Penales, representada por la procuradora Doña Gema de 

Luis Sánchez y defendida por los letrados Doña Alicia Moreno 

Pérez y D. José Emilio Rodríguez Menéndez; y los acusados 

anteriormente citados, representados por los procuradores D. Juan 

Luis Pérez Mulet (Sr. Barrionuevo), D. Roberto Granizo Palomeque 

(Sr. Corcuera), D. Tomás Alonso Ballesteros (Sr. Vera), D. Jesús 

Iglesias Pérez (Sr. San Cristóbal), Doña Teresa Uceda Blanco (Sr. 

Rodríguez Colorado) D. Roberto Granizo Palomeque (Sr. López 

Rodríguez) y D. Antonio Rafael Rodríguez Muñoz (Sr. Alvarez) y 

defendidos, respectivamente, (se citan en igual orden) por los 

letrados D. Pablo Arturo Jiménez de Parga Maseda, D. Leopoldo 

Torres Bousault, D. Manuel Cobo del Rosal, D. José María Stampa 

Braun, D. José María Tejerina Rodríguez, D. Juan Pedro Medina 

López y D. Manuel Murillo Carrasco;  siendo Ponente el 

Magistrado Ilmo. Sr. D. Arturo Beltrán Núñez. 
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I. ANTECEDENTES DE  HECHO 
 
 

PRIMERO.- Al iniciarse las sesiones del Juicio Oral, las 

defensas de los acusados formularon diversas cuestiones previas 

que fueron rechazadas por auto de 28 de Septiembre de 2.001 en el 

que se expresaba que contra dicha resolución  no cabía recurso 

autónomo alguno, si bien podría ser objeto de recurso de casación 

en igual plazo y condiciones que la presente sentencia y 

conjuntamente con ella.  

 

SEGUNDO.- En el acto  de la vista el Ministerio Fiscal 

acusó a  D. José Barrionuevo Peña de ser autor de un delito 

continuado de malversación de caudales públicos  del art. 432-1 y 2 

del Código Penal  -en su modalidad de consentir que un tercero los 

sustraiga- y solicitó las penas de 7 años de prisión e inhabilitación 

absoluta por 16 años. 

Acusó a D. José  Luis Corcuera Cuesta de ser autor de un 

delito continuado de malversación de caudales públicos del art. 

432-2 del Código Penal, en su doble modalidad de sustraer los 

caudales y consentir que un tercero los sustraiga y solicitó para el 

mismo la pena de seis años y un mes de prisión e inhabilitación 

absoluta por quince años. 

Acusó a D. Rafael  Vera Fernández-Huidobro  de ser autor de 

un delito continuado de malversación de caudales públicos del 

artículo 432-1 y 2 del Código Penal en su modalidad de sustraer 

dichos caudales y solicitó para el mismo la pena de ocho años de 

prisión e inhabilitación durante 20 años; así como el comiso de las 

fincas adquiridas como efectos del delito. 
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Acusó a D. Julián Sancristóbal  Iguarán de ser autor de delito 

de malversación de caudales públicos del art. 432-1 y 2 del Código 

Penal con la atenuante muy cualificada de reparación del daño y 

solicitó la pena de tres años de prisión e inhabilitación absoluta 

durante cuatro años. 

Acusó a D. José María Rodríguez Colorado de ser autor de 

un delito de malversación de caudales públicos del art.432-1 y 2 del 

Código Penal y solicitó para él la pena de ocho años de prisión e 

inhabilitación durante veinte años. 

Acusó a Don José Ignacio López Rodríguez de ser autor de 

un delito de malversación del art. 432-1 del Código Penal con la 

atenuante muy cualificada de reparación del daño y solicitó para el 

mismo la pena de diez meses de prisión e inhabilitación absoluta 

durante dos años. 

Acusó a Don Francisco Álvarez Sánchez de un delito de 

malversación de caudales públicos del artículo 432-1 del Código 

Penal con igual atenuante que el anterior y solicitó para el mismo la 

pena de 11 meses de prisión e inhabilitación absoluta durante dos 

años. 

Interesó además que los acusados fueron condenados al pago 

al Estado de las siguientes cantidades: 

1.-Rafael Vera Fernández-Huidobro, José Luis Corcuera 

Cuesta y José Barrionuevo Peña, conjunta y solidariamente por las 

cantidades entregadas a Luis Roldán Ibáñez durante el período en 

que  ocupó el cargo de Director General de la Guardia Civil: el 

primero responderá hasta la cuantía de 408.000.000 pesetas; el 

segundo hasta la cuantía de 374.000.000 pesetas y el tercero hasta 

la cuantía de 34.000.000 pesetas. 
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2.-José Luis Corcuera Cuesta,  en 7.385.860 pesetas por  la 

sustracción de caudales públicos en esa cuantía de los que estaban a 

su cargo con la aplicación presupuestaria denominada “Habilitación 

de material” 

3.-Rafael Vera Fernández-Huidobro, en 219.560.479 pesetas, 

respondiendo conjunta y solidariamente con él José Barrionuevo 

Peña hasta la cantidad de 28.000.000 pesetas y José Luis Corcuera 

Cuesta hasta el límite de 191.560.479 pesetas. 

4.- Julián Sancristóbal Iguarán, en 66.000.000 pesetas, 

cantidad que ya ha consignado a disposición del Tribunal. 

5.-José María Rodríguez Colorado, en 89.000.000 pesetas, 

respondiendo conjunta y solidariamente con él Rafael Vera 

Fernández-Huidobro, por ese importe; José Barrionuevo Peña, hasta 

10.000.000 pesetas, y José Luis Corcuera Cuesta, hasta 79.000.000 

pesetas. 

6.-Juan Ignacio López Rodríguez, en 7.000.000 pesetas 

cantidad que ya  consignada a disposición del Tribunal. 

7.-Francisco Álvarez Sánchez, en 15.000.000 pesetas, 

cantidad que ya ha consignado a disposición del Tribunal. 

 

TERCERO.-  En igual trámite, el Abogado del Estado del 

Estado acusó a D. José Barrionuevo Peña de ser autor de un delito 

continuado de malversación del artículo 432-1 y 2 del Código Penal 

y solicitó para él la pena de seis años de prisión e inhabilitación 

absoluta durante 15 años. 

Acusó a D. José Luis Corcuera de ser autor de dos delitos 

continuados de malversación de los artículos 432-1 y 2 del Código 

Penal por sustraer y consentir la sustracción por otros y solicitó por 

el primero la pena de cuatro años y seis meses de prisión e 
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inhabilitación durante ocho años y por el segundo la de seis años de 

prisión e inhabilitación absoluta durante 15 años. 

Acusó a D. Rafael Vera Fernández-Huidobro de ser autor de 

delito continuado de malversación de caudales públicos del art. 

432-1 y 2 del Código Penal solicitó para él la pena de siete años de 

Prisión e inhabilitación absoluta durante 15 años y el comiso de los 

inmuebles efectos del delito. 

Acusó a D. Julián Sancristóbal Iguarán de ser autor de un 

delito de malversación de caudales públicos del art. 432-1 y 2 del 

Código Penal y solicitó para el mismo la pena de siete años de 

prisión e inhabilitación absoluta durante 15 años. 

Acusó a D. José María Rodríguez Colorado de ser autor de 

un delito continuado de malversación de caudales públicos del art. 

432-1 y 2 del Código Penal y solicitó para él la pena de siete años 

de prisión y la de inhabilitación absoluta durante 15 años. 

Acusó a D. Juan Ignacio López Rodríguez de ser autor de un 

delito de malversación del art. 432-1 y 2 del Código Penal y solicitó 

para el mismo la pena de cuatro años de prisión e inhabilitación 

absoluta durante seis años. 

Acusó a D. Francisco Álvarez Sánchez de ser autor de un 

delito igual al del anterior y solicitó para el también las mismas 

penas. 

Asimismo solicitó la condena al pago por los acusados de las 

siguientes cantidades : 

1.-Rafael Vera Fernández-Huidobro, José Luis Corcuera 

Cuesta y José Barrionuevo Peña, conjunta y solidariamente por las 

cantidades entregadas a Luis Roldán Ibáñez durante el período en 

que ocupó el cargo de Director General de la Guardia Civil: el 

primero responderá hasta la cuantía de 408.000.000 de pesetas; el 
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segundo hasta la cuantía de 374.000.000 de pesetas y el tercero 

hasta la cuantía de 34.000.000 pesetas. 

2.-José Luis Corcuera Cuesta, en 7.385.860 de pesetas por la 

sustracción de caudales públicos a su cargo en esa cuantía. 

3.-Rafael Vera Fernández-Huidobro, en 219.560.479 pesetas 

respondiendo conjunta y solidariamente con él José Barrionuevo 

Peña hasta la cantidad de 28.000.000 pesetas y José Luis Corcuera 

Cuesta hasta el límite de 191.560.479. 

4.-Julián Sancristóbal Iguarán, en 154.440.646 pesetas, por 

las cantidades que sustrajo en beneficio propio, de las cuales ya han 

sido consignadas 66.000.000 pesetas. 

5.-José María Rodríguez Colorado, en 89.000.000 de pesetas 

respondiendo conjunta y solidariamente con el Rafael Vera 

Fernández-Huidobro, por ese importe, José Barrionuevo Peña, hasta 

10.000.000 de pesetas y José Luis Corcuera Cuesta, hasta 

79.000.000 pesetas. 

6.-Juan Ignacio López Rodríguez, en 7.000.000 pesetas, 

cantidad por la que responderán también conjunta y solidariamente 

Rafael Vera Fernández-Huidobro y José Barrionuevo Peña. 

7.-Francisco Álvarez Sánchez, en 15.000.000 pesetas, 

cantidad por la que responderán también conjunta y solidariamente 

Rafael Vera Fernández-Huidobro y José Barrionuevo Peña. 

 

CUARTO.- La acción popular, en representación de D. José 

María Ruiz Mateos y Jiménez Tejada, coincidió en todas sus 

pretensiones con las del Ministerio Fiscal, excepto en el punto de 

solicitar para D. Julián Sancristóbal Iguarán la pena de dos años de 

prisión e inhabilitación absoluta durante 4 años. Igualmente solicitó 

se dedujera testimonio contra D. José Antonio Saenz de Santamaría, 
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Doña Pilar Navarro Ortega, D. Felipe González Márquez y D. 

Enrique Esquiva González. 
 
 QUINTO.- La acción popular, en representación de la 

Asociación de Estudios Penales, acusó a D. Julián Sancristóbal de 

ser autor de dos delitos continuados de malversación uno del art. 

432-1 y 2 del Código Penal y otro del art. 432-1 del Código Penal y 

solicitó para el mismo la pena de seis años y un mes de prisión e 

inhabilitación durante 16 años, por el primer delito, y la de cuatro 

años y siete meses de prisión e inhabilitación absoluta durante ocho 

años y un mes por el segundo e indemnizar al Estado en 130 

millones de pesetas. 

 Acusó a D. Francisco Álvarez Sánchez del delito de 

malversación del artículo 432-1 del Código Penal y solicitó para el 

mismo las penas de cuatro años de prisión e inhabilitación absoluta 

durante seis años así como la indemnización de 15.000.000 de 

pesetas a favor del Estado. 

 

 SEXTO.- La defensa del Sr. Barrionuevo Peña reprodujo las 

alegaciones planteadas como cuestiones previas y, en cuanto al 

fondo del asunto, por entender que su patrocinado no era autor de 

delito alguno solicitó su libre absolución. 

 

 SÉPTIMO.- La defensa de D. José Luis Corcuera alegó, en 

primer lugar, las siguientes causas de nulidad de actuaciones: 

 A) Investigación ilícita por falta de la condición de 

procedibilidad de desclasificación del carácter secreto de los fondos 

reservados del Ministerio del Interior. 
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 B) Imputación tardía de Don José Luis Corcuera, generadora 

de indefensión. 

 C) Carácter inquisitorial del proceso respecto de su 

representado. 

 En segundo lugar, por entender que la conducta de su 

patrocinado no era constitutiva de delito, solicitó la libre absolución 

del mismo. 

 

OCTAVO.- La defensa de D. Rafael Vera Fernández- 

Huidobro planteó la necesidad de que el Tribunal se pronunciara en 

primer lugar sobre las siguientes cuestiones: 

 A) Cosa Juzgada, en virtud del archivo dictado por el 

Juzgado de Instrucción nº 20 de Madrid, confirmado por la Sección 

Primera de la Audiencia Provincial. 

 B) Excepción de cosa juzgada, porque los hechos ya habían 

sido enjuiciados en la causa especial 2530/95 el llamado caso 

Marey; y en el sumario 15/95 del Juzgado nº 5  de la Audiencia 

Nacional –  el denominado caso Lasa-Zabala - 

 C) Nulidad de actuaciones, por la investigación de hechos 

secretos sin la condición objetiva de procedibilidad de 

desclasificación previa de tales materias. 

D) Nulidad de actuaciones, por quiebra de la condición 

objetiva de procedibilidad de previo enjuiciamiento de los hechos 

por el Tribunal de Cuentas. 

 E) Nulidad de actuaciones, por haberse desarrollado la 

instrucción sumarial a espaldas del Sr. Vera lo que ha originado 

indefensión. 

 F) Nulidad de actuaciones, por la indefensión generada por el 

extemporáneo escrito del Ministerio Fiscal formulado antes del 
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juicio y que ha podido generar en el acusado Sr. Sancristóbal  

desmedidos entusiasmos acusatorios, distorsionadores de la verdad, 

con postración procesal de la defensa del Sr. Vera. 

 En todo caso entendió que no se había probado imputación 

alguna contra su defendido que por tal hecho debería ser absuelto. 

 En última instancia, y para caso de condena, solicitó se 

apreciara la atenuante analógica muy cualificada  de dilaciones 

procesales indebidas. 

 

 NOVENO.- La defensa de D. Julián Sancristóbal Iguarán 

negó la tipicidad de los hechos imputados a su defendido y aún la 

posibilidad misma de tipificarlos y solicitó su absolución y 

alternativamente la aplicación de la atenuante muy cualificada de 

reparación del daño con la consiguiente y relevante consecuencia 

penal. 

 

 DÉCIMO.- La defensa de D. José María Rodríguez 

Colorado alegó discriminación procesal respecto de otros acusados 

–los Sres. Vera, Sancristóbal y Corcuera- por no haberse dictado 

auto de imputación contra su patrocinado. Igualmente negó la 

legalidad de la investigación sobre fondos reservados sin previa 

desclasificación de la materia. 

 En fin, por entender que no habían probado en absoluto las 

imputaciones contra su defendido, solicitó su libre absolución. 

 

 UNDÉCIMO.- La defensa de D. Juan Ignacio López negó el 

ánimo de lucro de su patrocinado y la tipicidad de su conducta y 

solicitó su absolución. Además hizo  suyas las excepciones y causas 

de nulidad alegadas por las defensas de los otros procesados. 
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 DUODÉCIMO.- La defensa de D. Francisco Álvarez negó 

que este se hubiera apropiado de dinero y solicitó la libre 

absolución. 

  

    

II.- HECHOS PROBADOS 
 
 
 

PRIMERO.- Los acusados en esta causa son: 

Don José Barrionuevo Peña, nacido el 13 de Marzo de 1942. 

Fue Ministro del Interior desde el día 2 de Diciembre de 1982 al día 

11 de Julio de 1988. 

D. José Luis Corcuera Cuesta, nacido el 2 de Julio de 1945. 

Fue Ministro del Interior desde el 12 de Julio de 1988 al 24 de 

Noviembre de 1993. 

D. Rafael Vera Fernández-Huidobro, nacido el día 7 de 

Febrero de 1945. Fue Director de la Seguridad del Estado desde el 8 

de Diciembre de 1982 hasta el 9 de Febrero de 1984, Subsecretario 

de Ministerio del Interior desde  esa fecha al 26 de Octubre de 1986 

y Secretario del Estado para la Seguridad desde el 27 de Octubre de 

1986 al 29 de Enero de 1994. 

D. Julián Sancristóbal Iguarán, nacido el 24 de Noviembre de 

1952. Fue Gobernador Civil de Vizcaya desde el 16 de Diciembre 

de 1982 al 9 de Febrero de 1984 y Director de la Seguridad del 

Estado desde esa fecha hasta el 27 de Octubre de 1986. 

D. José María Rodríguez Colorado, nacido el 28 de Marzo de 

1948. Fue Director General de la Policía desde el 27 de Octubre de 

1986 hasta el 27 de Julio de 1991. 
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D. Juan Ignacio López Rodríguez, nacido el 7 de Abril de 

1951. Fue Gobernador Civil de Vizcaya desde el 24 de Febrero de 

1984 al 2 de Septiembre de 1988. 

D. Francisco Álvarez Sánchez, nacido el 8 de Diciembre de 

1944. Fue Director del Gabinete de Información de la Dirección de 

la Seguridad del Estado desde el 20 de Febrero de 1984 al 30 de 

Octubre de 1986. 

Todo ellos carecían de antecedentes penales en las fechas en 

que tuvieron lugar los hechos que ahora se enjuician, si bien los 

Sres. Barrionuevo, Vera, Sancristóbal y Álvarez fueron condenados 

en sentencia firme de 29 de Julio de 1998 (Sala Segunda del 

Tribunal Supremo) como autores de delito de detención ilegal, en 

concurso ideal medial con otro de malversación de caudales 

públicos, a las penas de 10 años de prisión los primeros y de 9 años 

y seis meses de prisión el último (además de a penas de 

inhabilitación absoluta). 

 

SEGUNDO.- Entre 1982 y 1993 el Ministerio del Interior 

disponía de tres cuentas corrientes en el Banco de España, donde se 

ingresaban las cantidades presupuestadas anualmente para gastos 

reservados, correspondiéndose cada cuenta con una aplicación 

presupuestaria. La primera cuenta con aplicación presupuestaria 

número 16-07-22-A226.08 se destinaba a atender las necesidades 

de la Dirección General de la Guardia Civil. De ella, sólo interesa 

ahora conocer su existencia y la directa vinculación de una pequeña 

partida presupuestaria a la Dirección General de la Guardia Civil, 

pues, por contraste, la Dirección General de Policía no tenía 

asignada cantidad alguna por este concepto, lo que probablemente 

era debido a que, anteriormente,  recibía dinero para gastos 
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reservados la Dirección General de Seguridad de la que dependían 

los cuerpos de la Policía, pero no la Guardia Civil. Otra cuenta era 

la que tenía asignada la Dirección de Seguridad del Estado, que 

sucedió a la Dirección General de Seguridad con rango de 

Subsecretaría y que, posteriormente, con nivel de Secretaría de 

Estado pasó precisamente a denominarse, desde Octubre de 1986, 

Secretaria de Estado para la Seguridad. En ella, numerada como 25-

012128-6 se ingresaba y hacía efectivo el importe de la aplicación 

presupuestaria 16-05-221A, la más importante de todas las partidas 

de gastos reservados. El Director de la Seguridad del Estado, luego 

Secretario para la Seguridad  era quien administraba y disponía de 

los fondos depositados en esta cuenta de la que se retiraban 

mediante cheques, librados con dos firmas, de las tres que estaban 

autorizadas y reconocidas ante el Banco de España una de las 

cuales  era del propio Director de Seguridad (o Secretario de Estado 

para la Seguridad) y las otras dos de distintas personas destinadas 

sucesivamente en ese organismo. Como excepción, entre el 9 de 

Febrero  de 1984 y 27 de Octubre de 1986, hubo una firma más 

pues D. Rafael Vera conservó la suya en esa cuenta mientras ocupó 

el cargo de Subsecretario del Ministerio del Interior. La tercera 

cuenta, con numeración 24-000164-1, era administrada 

directamente por el Ministro y su aplicación presupuestaria era 

denominada “Habilitación de Material”. 

 

TERCERO.- La cantidad específicamente asignada a gastos 

reservados de la Dirección General de la Guardia Civil  

experimentó pocas variaciones en el tiempo y alcanzó la cantidad 

máxima de 58.382.000 millones de pesetas anuales en cuatro  pagos 

trimestrales de 14.500.000 aproximadamente. 
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La partida que se ingresaba en la cuenta de gastos reservados 

número 24-000164-1, denominada  Habilitación de Material, 

tampoco varió a lo largo del periodo que ahora interesa. La cantidad 

asignada fue siempre de 190.000.000 de pesetas anuales, salvo en 

1993, en que fue de 163. 350.000 pesetas. 

 Estas dos partidas presupuestarias  no fueron objeto de 

modificación ni de incremento en ninguno de los años del periodo 

que se enjuicia. 

 

 CUARTO.- Por el contrario las cantidades inicialmente 

presupuestadas para ingresar en la cuenta 25-012128-6 del Banco 

de España (gastos reservados a disposición de la Dirección de la 

Seguridad del Estado, luego Secretaria de Estado para la Seguridad) 

se incrementaron todos los años desde 1983 a 1993. Para ello, el 

Ministro del Interior, a propuesta del Director de la Seguridad del 

Estado, solicitaba del Ministerio de Hacienda la oportuna 

modificación presupuestaria, aduciendo la necesidad de atender a 

gastos destinados a la lucha antiterrorista. El Ministerio de 

Hacienda, atendiendo a la  causa de solicitud, autorizaba el 

correspondiente incremento, que se compensaba con disminución 

de otras aplicaciones presupuestarias. 

Las cantidades inicialmente presupuestadas fueron: 

-519.035.520 pesetas en 1983. 

-549.759.000 pesetas en 1984. 

-591.866.000 pesetas en 1985. 

-579.418.000 pesetas en 1986, 1987, 1988, 1989, 1990, 1991 

y 1992. 

-573.624.000 pesetas en 1993. 
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Los incrementos fueron de 500.000.000 pesetas en 1983 y 

1984, de 800.000.000 de pesetas en 1985, de mil millones de 

pesetas en 1986, 1987, 1988 y 1989, de 800.000.000 de pesetas en 

1990, de 1200 millones de pesetas en 1991, de 1.500.000.000 de 

pesetas en 1992 y 715 millones de pesetas en 1993. 

 La necesidad de modificar sistemáticamente las aplicaciones 

presupuestarias para incrementar la partida de gastos  reservados 

asignados a la Dirección de la Seguridad del Estado, - Secretaria de 

Estado para la Seguridad-  respondía a múltiples razones: 

Unas eran estrictamente políticas, es decir, se partía de una 

cuantía que se presumía ya insuficiente. Era una técnica de 

maquillaje presupuestario, se contaba con la ampliación del crédito 

casi desde el primer momento, pero se prefería cuadrar inicialmente 

los presupuestos sin elevaciones sustanciales. 

Otras se debían a inexistencia o insuficiencia de partidas 

correspondientes a gastos necesarios pero no presupuestados o a la 

mayor comodidad de hacer frente a esos gastos desde la partida de 

fondos reservados, aunque pudieran incluirse en otros conceptos 

presupuestarios. Por citar algunos ejemplos, con cargo a los fondos 

del Ministerio del Interior asignados a gastos reservados, hubo que 

pagar algunos gastos generados  por la creación de la Fiscalía 

Especial para la represión del Tráfico de Drogas, o por la Comisión 

Nacional de Coordinación de Policía Judicial, - órganos que se 

crearon sin dotación presupuestaria o con dotación insuficiente-  o 

para retribuciones de fiscales de la Audiencia Nacional, que 

participaban en cursos de formación de mandos y agentes de 

Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 

Otras respondían a razones estrictas de seguridad y derivaban 

de la necesidad de proteger más y mejor  a cada vez más personas, 
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entre otras, también jueces y fiscales de la Audiencia Nacional 

(como ha sido recordado con insistencia); o que podrían tener 

relación con la seguridad, como determinadas cantidades que se 

derivaban hacia la Secretaría particular de la Presidencia de 

Gobierno. 

También se utilizaba el dinero para pagar gratificaciones o 

retribuciones, fuera de nómina, a una pluralidad de funcionarios 

destinados en la Dirección de la Seguridad del Estado o en alguno 

de sus gabinetes u órganos dependientes. 

En fin, se sustraía  dinero para el enriquecimiento personal de 

altos cargos del Ministerio del Interior. 

 

QUINTO.- En efecto, sobre las partidas destinadas a gastos 

reservados no existía control real externo por parte de órganos 

fiscalizadores o interventores y no se daba, por lo común, otra 

justificación del gasto que la afirmación de su necesidad por quien 

lo interesaba (si su petición era atendida) o lo realizaba (si no 

dependía de otros para ello). Se llevaba, sí, un libro donde se 

apuntaban genéricamente y sin excesivos datos, fuera de la 

cantidad, los conceptos a que se destinaba el dinero, pero de ese 

libro solo tenían noticia cierta quienes tenían la disposición de los 

fondos (y aquellos a los que daban cuenta, en su caso) y, por 

razones de seguridad, ese libro se destruía periódicamente. Con ello 

el control desde fuera no existía y, en el control desde dentro, bien 

controlador y controlado coincidían, bien aquel dependía de la 

información de éste. 

Este sistema posibilitaba sustraer los fondos asignados a 

gastos reservados y en efecto, como se ha dicho, se sustrajeron de la 

forma siguiente: 
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1. Julián Sancristóbal Iguarán recibió para sí, en fechas que 

no constan y a partir de 1983,  de Rafael Vera Fernández-Huidobro 

tres entregas de 7 millones de pesetas cada una correspondientes a 

gratificaciones por los 15 días que fue Gobernador Civil de Vizcaya 

en 1982, el año 1983 y los 40 días del año 1984 que siguió en ese 

cargo:  total 21 millones de pesetas, que hizo suyos Sancristóbal, 

procedentes de la cuenta 25-012128-6 del Banco de España   

2. Nombrado en Febrero de 1984 Director de la Seguridad del 

Estado, Julián Sancristóbal hizo, al menos, dos pagos de 7 millones 

de pesetas en Noviembre de 1984 y Noviembre de 1985 a Luis 

Roldán Ibáñez (entonces Delegado del Gobierno en Navarra, y ya 

condenado por delito continuado de malversación en sentencia de 

24 de Febrero de 1988, confirmada, en este punto, por la del 

Tribunal Supremo de 21 de Diciembre de 1999, por lo que no es 

enjuiciado en esta Causa). La segunda entrega se hizo mediante un 

cheque del Banco de Financiación Industrial (INDUBAN), sucursal 

de Jerez, que  formaba parte de un total de cuatro cheques de igual 

cuantía, entregados por dicho Banco a cambio de 28 millones de 

pesetas, ingresados en metálico en el banco y procedentes de la 

cuenta 25-012128-6 del Banco de España, sin que conste el destino 

de los otros tres cheques. En total,  pues, entregó  Sancristóbal a 

Roldán 14 millones de pesetas. 

3. Durante su permanencia como Director de la Seguridad del 

Estado, Julián Sancristóbal se apropió de dinero, sin que conste que 

para ello tuviera autorización de Vera ni de Barrionuevo. Afirma  

haber recibido, luego de su cese, de los Sres. Vera y Barrionuevo la 

cantidad de 25 millones de pesetas. Este hecho no se ha probado 

pero sí que el Director  de la sucursal de INDUBAN en Jerez –Sr. 

Parra Molina- recibió de Sancristóbal, el día antes de cesar éste en 
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el cargo, 70 millones de pesetas en metálico que ingresó en una 

cuenta de dicho Banco. En total y antes de adquirir la Sociedad 

Marconi, lo que le fue facilitado al dejar el Ministerio, ni de 

dedicarse a los negocios tras su salida de Interior, Sancristóbal tuvo 

poder de disposición sobre al menos 154.440.646 pesetas cuyo 

origen no consta, sin que pueda afirmarse que el total de esa 

cantidad sea fruto de sustracciones de dinero  de la cuenta a su 

cargo como Director de Seguridad, pero si que la cantidad mínima 

de que se apoderó, en total, no fue inferior a los 130 millones de 

pesetas. 

4. Rafael Vera Fernández-Huidobro entregó el día 10 de 

Marzo de 1986, a Luis Roldán, cuando éste era delegado del 

Gobierno de Navarra, cheque nominativo por importe de 7 millones 

de pesetas con cargo a la cuenta de la Secretaria de Estado de 

Interior en el Banco de España. 

5. Nombrado Luis Roldán el día 3 de Noviembre de 1986 

Director General de la Guardia Civil, recibió de Rafael Vera con 

fecha 17 de Diciembre de 1987 y 4 de Julio de 1988 sendos cheques 

por importe de 7 y 17 millones de pesetas con cargo siempre a la 

cuenta 25-012128-6 del Banco de España que Roldán ingresó en 

sus cuentas corrientes particulares en el Banco  Bilbao-Vizcaya. No 

consta que el segundo cheque se entregara a Roldán para su 

enriquecimiento. 

6. Puesto de acuerdo Rafael Vera  con Luis Roldán y José 

María Rodríguez Colorado, decidieron hacerse con determinadas 

cantidades de dinero destinado a gastos reservados ante el cese del 

Sr. Barrionuevo y la llegada del Sr.  Corcuera. Así, Rafael Vera 

entregó el día 11 de Julio de 1988  a cada uno de ellos, contra la 

cuenta de la Secretaria de Estado de Interior en el Banco de España, 
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los cheques con numeración 3934760 y 4479331, respectivamente, 

por importe de 10.000.000 de pesetas cada uno. 

 Meses más tarde, el 12 de Diciembre de 1988, Vera entregó 

los cheques  números 4750894 (Roldán) y 4750892 (Rodríguez 

Colorado), ambos por importe de 7 millones de pesetas. Roldán  

ingresó este cheque y el anterior  en sus cuentas particulares y 

Rodríguez Colorado los entregó a su amigo Mariano Jaquotot Saenz 

de Miera, que los ingresó en una cuenta que tenía abierta a su 

nombre en la sucursal nº 1 en Madrid de Bankinter. 

Igualmente, el día 9 de Enero de 1990 Rafael Vera entregó 

otros dos cheques del Banco de España por importe cada uno de 

7.000.000  de pesetas a Rodríguez Colorado y Roldán, numerados 

respectivamente como 6043817 y 6043820, que siguieron el mismo 

camino de los anteriores. 

7. Preocupados por su porvenir económico al abandonar el 

Ministerio, Roldán y Rodríguez Colorado celebraron otras 

reuniones con Rafael Vera, de las que son conocidas las que 

tuvieron lugar en el “Cenador de Salvador”  de la localidad 

madrileña de Moralzarzal y en el restaurante “El Molino” de 

Algete. En esta última,  Roldán y Rodríguez Colorado llegaron al 

acuerdo con Vera  de recibir mensualmente cinco millones de 

pesetas a modo de gratificación o sobresueldo. Consta igualmente 

que el acuerdo se alcanzó en ausencia del Sr. Corcuera que se 

incorporó más tarde a la reunión por tener otras obligaciones. No 

consta que Corcuera impulsara o aprobara ese acuerdo. 

La Dirección General de la Guardia Civil recibía 

tradicionalmente dinero para gastos reservados en cifra que en 

aquellas fechas ascendía a 58.362.000 pesetas anuales en pagos 

trimestrales. Además de ello, recibía con cargo a la cuenta de la 
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Secretaria de Estado para la Seguridad una cantidad que empezó 

siendo de 9.500.000 pesetas al mes y llegó a ser de 12.500.000 

pesetas pues se incrementaba aproximadamente en un millón al año 

en aquellas fechas. 

La Dirección General de la Policía no tenía  fondos propios 

asignados a gastos reservados, por lo que se surtía exclusivamente 

del dinero que, para esos fines, recibía de la Dirección de la 

Seguridad del Estado. Recibía por ello  una cifra, también 

progresivamente incrementada, y más elevada que la de la Guardia 

Civil – 15 millones en las fechas que nos ocupan -, de suerte que 

ambas Direcciones Generales recibieran en total una cantidad igual 

o muy aproximada, lo que se hacía para evitar cualquier agravio 

comparativo. 

En ejecución de lo acordado, a partir del mes del Febrero de 

1990 la Secretaria de Estado para la Seguridad remitía a cada una 

de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil dos 

cheques en lugar de uno. El primero –con la explicada diferencia 

entre una y otra Dirección General- era destinado a gastos 

reservados; el segundo se destinaba a enriquecimiento personal de 

los Sres. Rodríguez Colorado y Roldán, quienes, en este concepto y 

como mínimo, recibieron los cheques que seguidamente se 

relacionan, todos ellos por un importe de cinco millones de pesetas: 

1. En Febrero de 1990, los cheques nº 6452575 

(Rodríguez Colorado) y 6452576 (Roldán),  librados el 16 de 

Febrero de 1990. 

2. En Marzo de 1990, los cheques 6452585 (Sr. 

Rodríguez Colorado) y 6452586 (Sr. Roldán), librados el 8 de 

Marzo de 1990. 
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3. En Abril de 1990, los cheques 6452594 (Roldán) y 

6452599 (Rodríguez Colorado), librados respectivamente los 

días 5 y 14 de Abril de 1990. 

4. En Mayo de 1990, los cheques 6452605 (Rodríguez 

Colorado) y 6452607 (Roldán), librados con fecha 11 de 

Mayo de 1990 

5. En Junio de 1990, cheques nº 6931274 (Rodríguez 

Colorado) y 6931276 (Roldán), librados ambos el 6 de Junio 

de 1990. 

6. En Julio de 1990, cheques nº 6931283 (Roldán) y 

6931284 (Rodríguez Colorado), librados ambos el 2 de Julio 

de 1990. 

7. De nuevo en Julio de 1990, (tal vez porque no hubo 

pagos en Agosto), cheques nº 6931298 (Rodríguez Colorado) 

y 6931299 (Roldán), librados ambos el 31 de Julio de 1990. 

No hubo, como se ha dicho, entrega de cheques en 

Agosto de  1990.       

8. En Septiembre de 1990, cheques nº 6931306 

(Rodríguez Colorado) y 6931307 (Roldán), librados ambos el 

7 de Septiembre de 1990. 

9. En Octubre de 1990, cheques nº 7287971 

(Rodríguez Colorado) y 7287972 (Roldán),  librados ambos 

el día 8 de Octubre de 1990. 

10. En Noviembre de 1990, los cheques nº 7287976 

(Roldán) y 7287977 (Rodríguez Colorado), librados los días 

5 y 6 de Noviembre respectivamente. 

11. En Diciembre de 1990, los cheques 7287986 

(Rodríguez Colorado) y 7287989 (Roldán), librados los días 

10 y 17 de Diciembre de 1990 respectivamente. 
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12.  En Enero de 1991 los cheques nº 7287996 

(Rodríguez Colorado) y  7288000 (Roldán), librados 

respectivamente los días 9 y 14 de Enero de 1991. 

13. En Febrero de 1991, los cheques 7583647 (Roldán) 

y 7583648 (Rodríguez Colorado), librados ambos el 7 de 

febrero. 

 

Todos los cheques que recibió Roldán los ingresó en las 

cuentas que, a nombre propio o de terceras personas, reales o 

imaginarias, tenía en distintos bancos. En muchas ocasiones, para 

disimular, canjeaba los cheques por otros  de menor cuantía. 

Por su parte, Rodríguez Colorado entregaba los cheques a su 

amigo Mariano Jaquotot que los ingresaba en la cuenta citada de 

Bankinter. 

Además de los cheques reseñados anteriormente, Roldán 

recibió otro más por importe de cinco millones de pesetas librado el 

día 16 de Febrero de 1990 de cuyo importe  se apropió, sin que 

conste que le fuera entregado con tal finalidad. 

Después de Febrero de 1991, no aparecen más ingresos en la 

cuenta de Mariano Jaquotot en Bankinter. Sin embargo el segundo 

cheque por importe de cinco millones de pesetas seguía llegando a 

las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil. No 

consta lo que hizo con ese dinero el Sr. Rodríguez Colorado, pero si 

que Roldán siguió ingresando esos cheques, a veces canjeados por 

otros, o su importe en distintas cuentas a su nombre. Consta 

igualmente que, a partir de Diciembre de 1991, las cantidades 

entregadas a Roldán para su enriquecimiento pasaron a ser de diez 

millones de pesetas (en dos cheques de cinco) y eso hasta 

Diciembre de 1993. 
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Las cantidades recibidas de Rafael Vera, después del mes de 

Enero de 1990, fueron de, al menos, 65 millones por Rodríguez 

Colorado y 355  millones por Roldán. A ellas hay que sumar las 

recibidas previamente a Febrero del año 1990, que fueron de 24 

millones por Rodríguez Colorado y 38 millones por  Roldán (siete 

de ellos como delegado del Gobierno de Navarra). En total, y como 

mínimo, 393 millones por Roldán y 89 millones por Rodríguez 

Colorado. 

8.- Rafael Vera, al cese del acusado Francisco Álvarez 

Sánchez como Director del Gabinete  de Información de la 

Dirección de la Seguridad del Estado (cargo que ocupó desde el 20 

de Febrero de 1984 al 30 de Octubre de 1986), le entregó, para su 

enriquecimiento personal, el cheque del Banco de España nº 

1532806, por importe de 15.000.000 pesetas, librado contra la 

cuenta 25-012128-6,   el 6 de Noviembre de 1986, que Álvarez 

ingresó en la Sucursal de Jerez del Banco de Financiación Industrial 

en cuenta gestionada por el mismo banquero de Sancristóbal –Sr. 

Parra Molina-. Los cheques se invirtieron en pagarés del Tesoro a 

nombre de la esposa de Álvarez, se reinvirtieron, primero en la 

misma sucursal, y luego en otra del mismo Banco en Murcia y se 

cobraron, en unión de otras inversiones, el 21 de Septiembre de 

1987, mediante cheque al portador hecho efectivo en la Sucursal de 

dicho Banco sita en el Paseo de la Castellana de Madrid nº 108. 

9.- Rafael Vera entregó el cheque nº 29232447, librado el 23 

de Diciembre de 1987 contra la referida cuenta del Banco de 

España, a Juan Ignacio López Rodríguez, entonces Gobernador 

Civil de Vizcaya, a modo de gratificación y  para que lo hiciera 

suyo. Lo que hizo López Rodríguez, ingresándolo en Enero de 1988 

en su cuenta corriente de la oficina en Bilbao del Barclays Bank. 
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10.- En fechas no determinadas de su paso por el Ministerio 

del Interior, Rafael Vera Fernández-Huidobro se apropió de, al 

menos 141 millones de pesetas que invirtió en la compra, reforma y 

mejora de los siguientes bienes inmuebles, valiéndose, como mero 

testaferro, de su suegro D. Enrique Esquiva González: 

Finca urbana nº 2.686 sita en la Berzosilla, término municipal 

de Torrelodones, con una extensión de 4.977 m2, y un edificio 

compuesto de tres viviendas contiguas entre sí de 375,70 m2. 

Figura adquirida por Enrique Esquiva González, casado con María 

de los Ángeles Muñoz Díaz, para su sociedad de gananciales a 

Emiliano García-Suárez y Guadalupe y a María Concepción Cibrán 

Junquera en escritura pública de 20 de Diciembre de 1985 e inscrita 

el 14 de Febrero de 1986 en el Registro de la Propiedad de San 

Lorenzo de El Escorial. Se hizo constar como precio de la venta 

10.000.000 pesetas, pero el precio satisfecho fue de, al menos, 

27.000.000 pesetas. 

A esta finca, que constituye el domicilio habitual de Rafael 

Vera Fernández-Huidobro, se agregaron, en los años sucesivos, las 

dos fincas colindantes que figuran igualmente adquiridas por 

Enrique Esquiva González para su sociedad de gananciales: la nº 

2.553, con una extensión de 2.000  m2, comprada a Antonio Ruiz-

Jarabo Baquero, en escritura pública de 10 de Abril de 1986, e 

inscrita el 8 de Julio de 1986 en el Registro, respecto a la que se 

hizo constar como precio de la venta 1.000.000 pesetas; y la nº 

7.073, con una extensión de 2.300 m2, adquirida a Consolación 

Iglesias Sánchez, Ana-Victoria, Joaquín Antonio, Ramón e Ignacio 

Revuelta Iglesias, en escritura pública de 6 de Julio de 1989, e 

inscrita el 12 de Agosto de 1991, figurando como precio de la 
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compraventa 8.000.000 pesetas, aunque el precio real pagado fue de 

15.000.000 pesetas. 

El precio total pagado por Rafael Vera Fernández–Huidobro 

por la compra de estas propiedades fue, por tanto, de, al menos, 

43.000.000 pesetas, que satisfizo con fondos procedentes de la 

cuenta 25-012128-6 del Banco de España. 

Finca rústica nº 18.332 (formada por la agrupación de las 

números 18.330 y 18332, sitas en el término municipal de Alpera y 

la 8.136, en el término municipal de Higueruela) de terreno 

dedicado a secano, labor, monte, viña y almendros en el sitio de “El 

Relumbrar”, con una extensión total de 627 hectáreas y 60 áreas. 

Figura adquirida en escritura pública de 4 de Octubre de 1989, una 

vez más por Enrique Esquiva González para su sociedad de 

gananciales, a la sociedad “Edificación, Promociones Inmobiliarias 

y Chalets Adosados, S.A.” (Epicasa), de la que era administrador 

único Juan Luis Vera Fernández-Huidobro, hermano de Rafael, e 

inscrita en el Registro de la Propiedad de Almansa el 29 de Enero 

de 1990, haciendo constar como precio de la venta el de 25.000.000 

pesetas, aunque el precio fue superior.  

En los años 90 a 93 las aportaciones a la finca “El 

Relumbrar” mediante ingresos en efectivo en la caja de esa finca 

rústica fueron: 

-14.500.000 pesetas, en 1990 (2.500.000 en Enero y 

12.000.000 en Mayo). 

-36.000.000 pesetas, en 1991 (2.500.000 pesetas en Enero, 

10.000.000 pesetas en Febrero, 12 millones en Mayo, 3,5 millones 

en Julio, 2 millones en Septiembre, 4 en Octubre y 2 en Diciembre). 

-11 millones de pesetas, en 1992 (dos millones en Enero, uno 

en Febrero, uno en Abril, cuatro en Junio, tres en Diciembre). 
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-9,5 millones, en 1993 (un millón en Enero, 3 en Abril, 2,5 en 

Julio, 1,5 en Septiembre, 1,5 en Octubre). 

 

SEXTO.- Como se ha dicho, el Sr. Corcuera tuvo a su 

disposición las cantidades presupuestadas para gastos reservados 

que se ingresaban en la cuenta 24-000164-1, denominada 

“habilitación de material”, en el Banco de España, y que fueron de 

190.000.000 pesetas anuales desde 1988 a 1992 y 163.500.000 

pesetas en 1993 (total 1.143.500.000 pesetas). 

Durante las Navidades de los años 90, 91 y 92 Corcuera 

reunió a algunos altos cargos y funcionarios del Ministerio del 

Interior, y les invitó a una cena, que tenía lugar en el propio 

Ministerio, y a la que asistían cuarenta, cincuenta personas, o más. 

En el curso de esa cena, obsequiaba con una joya a las esposas de 

dichas autoridades o funcionarios. Dispuso para ello, con cargo a la 

referida cuenta de gastos reservados, de las siguientes cantidades: 

- 1.761.000 pesetas, con las que pagó, el 19 de Diciembre de 

1990,  18 sortijas de oro y piedras preciosas y  un encendedor. 

-2.849.860 pesetas, con las que pagó, el 4 de Enero de 1992, 

veintiséis pulseras. 

-2.775.000 pesetas, con las que pagó, el 13 de Enero de 1993, 

veinticinco collares. 

Todas las compras las realizó pagando contra factura, que 

incluía en las cantidades antedichas el impuesto sobre valor 

añadido, en la Joyería “Vargas”, sita en la calle Nuñez de Balboa nº 

37 de Madrid. 

 

SÉPTIMO.- Sancristóbal devolvió en Julio del año 2.001 

sesenta y seis millones de pesetas. En Septiembre de 2.001, y antes 



27 

de iniciarse el juicio, los acusados Juan Ignacio López Rodríguez y 

Francisco Álvarez Sánchez restituyeron respectivamente 7 millones 

y 15 millones de pesetas, cantidades que están ingresadas a 

disposición del Tribunal. 
 
 
  
 

III.-  FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
 

PRIMERO.- Aunque los vicios de nulidad denunciados y las 

excepciones alegadas ya fueron estudiadas por el Tribunal en el 

auto de 28 de Septiembre de 2.001, es lo cierto que la reproducción 

de buena parte de los mismos por las defensas, con nuevos 

argumentos, obligan al Tribunal a algún pronunciamiento al 

respecto, sin perjuicio de dar por reproducida la fundamentación de 

aquel auto en este momento. 

 Por razones lógicas se examinarán primero las excepciones o 

vicios de nulidad que puedan afectar a todos los acusados y 

seguidamente las que se refieren a alguno de ellos en particular. 

 

 SEGUNDO.- La excepción de cosa juzgada más genérica, 

aunque invocada con especial énfasis por la defensa del Sr. Vera, se 

basa en el auto de archivo del Juzgado de Instrucción nº 20 de fecha 

29 de Junio de 1994 a raíz de una denuncia del Sr. Ruiz Mateos. Se 

denuncia por éste que ciertas personas, y en concreto los Sres. 

Conde Duque, Roldán, Aguiriano, Milano, Gurruchaga, Vega y 

Rodríguez Galindo, pueden estar recibiendo dinero de una cuenta 

en la que tienen firma los Sres. Vera, Mínguez  y Seivane (folio 

146). 
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 Tras esa denuncia: 

 a) No se practica ninguna diligencia de investigación, el 

procedimiento sale del Juzgado y vuelve a él tras un intento de 

inhibición. 

 b) Se archiva el procedimiento, exponiendo para ello, como 

“hechos”, que el denunciante no es perjudicado; como fundamento 

jurídico que de las actuaciones practicadas –ninguna- no resulta la 

existencia de hechos delictivos, y, conforme a ese mismo 

razonamiento, se afirma en la parte dispositiva del auto que se 

acuerda el archivo por no ser los hechos constitutivos de delito 

(folios 195 y siguientes). 

En el procedimiento ordinario –el más atinente al espíritu de 

la Ley- el sobreseimiento es un acto de enjuiciamiento  y como tal 

reservado al Tribunal sentenciador (art. 634 L.E.Crim.). El 

sobreseimiento, como acto de enjuiciamiento del órgano que 

instruye, aparece, tras las reformas sucesivas de la Ley  Procesal  en 

el llamado “procedimiento abreviado” pero, precisamente por su 

carácter absolutamente excepcional, sólo puede ser definitivo, y 

tener por tanto carácter de cosa juzgada, cuando se acuerda a 

solicitud de todas las acusaciones (art. 790.3º), o cuando, tras 

producir estas partes su escrito de acusación, resulte que los hechos 

narrados no sean constitutivos de delito (art. 790-6 en relación con 

el 637.2) 

 No se trata pues sólo de que estemos ante una  resolución 

técnicamente inaceptable o intolerable, es que no cabe el 

enjuiciamiento con fuerza de cosa juzgada por el instructor antes de 

la investigación y sin fijar los hechos, pues para que exista cosa 

juzgada es preciso saber que se juzga y para que exista decisión con 

valor de cosa juzgada es preciso concretar el “thema decidendi”. La 
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necesidad de una noticia clara de los hechos enjuiciables es 

condición imprescindible para un acto de enjuiciamiento y esos 

hechos enjuiciables han de estar fijados: judicialmente, en el auto 

que acuerda la continuación de las diligencias previas en el marco 

del procedimiento abreviado; y por las acusaciones, en sus escritos 

posteriores a dicho auto. Por ello es impensable que antes de dichos 

trámites quepa el sobreseimiento definitivo. Y como no cabe por 

razón de sistema, y no por razón de firmeza de la resolución, tanto 

da que el auto de archivo no se impugne, cuanto que, impugnado, se 

confirme por la Audiencia, pues esta resolución de la Audiencia no 

muda el carácter de provisionalidad que, por su propia esencia de 

resolución incompatible con el enjuiciamiento definitivo, tiene el 

auto de archivo. Por tanto el auto de la Audiencia Provincial de 28 

de Febrero de 1995 podrá confirmar el auto de archivo pero no 

puede alterar su naturaleza de resolución provisional (Sentencia del 

T.S. 16 de Febrero de 1995). 

 

 TERCERO.- La competencia del Tribunal de Cuentas se 

planteó inicialmente como declinatoria de jurisdicción. Ya se dijo 

en el auto de 28 de Septiembre de 2001 de este Tribunal que, de 

aceptarse el argumento, la consecuencia absurda sería remitir las 

actuaciones al Tribunal de Cuentas conforme al art. 674 del la L.E. 

Crim. 

 Ahora lo que se dice es que el pronunciamiento del Tribunal 

de Cuentas es una condición objetiva de procedibilidad pues sólo 

ese Tribunal es competente para fijar si se han desviado fondos 

públicos de sus legítimos fines, los posibles responsables y, en su 

caso, la cuantía de lo sustraído. 
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 A ello hay que contestar que tal condición de procedibilidad 

es un puro invento sin base en norma alguna. El artículo 18-3 de la 

Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas establece que, “cuando los 

hechos fueren constitutivos de delito la responsabilidad civil será 

determinada por la jurisdicción contable en el ámbito de su 

competencia”. Y cual sea esa competencia lo dicen los artículos 16 

y 17 de esa misma ley (al menos en forma negativa). El primero 

afirma que no corresponde “ a la jurisdicción contable el 

enjuiciamiento de hechos constitutivos de delito o falta ni las 

cuestiones  de índole civil encomendadas al conocimiento de los 

órganos del poder judicial”; y el segundo establece que la 

jurisdicción contable se extenderá a los solos efectos del ejercicio 

de su función al conocimiento y decisión en las cuestiones 

prejudiciales incidentales salvo las de carácter penal, por lo que 

invocar un pronunciamiento  previo de la Jurisdicción contable 

anterior  al de la Jurisdicción penal, precisamente en supuestos 

delictivos, es mantener una pretensión abiertamente contraria al 

mandato legal. 

Otra cosa puede ser la competencia del Tribunal de Cuentas 

en todos aquellos supuestos de ilegalidad no constitutivos de delito. 

El Derecho penal se rige por el principio de intervención mínima y 

por ello caben múltiples irregularidades y negligencias, fuera de su 

ámbito, susceptibles de estudio por la jurisdicción contable. 

 En fin, se decía en el auto de 28 de Septiembre de 2001 que 

no era posible declinar en un órgano no jurisdiccional la fijación 

vinculante de elementos esenciales del juicio de tipicidad y el juicio 

de culpabilidad. Nada se ha argumentado que permita retirar estas 

palabras que se sustentan en muy valiosos argumentos del Tribunal 

Supremo (Sentencia de 5 de Mayo de 1997). 
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 CUARTO.-  En cuanto al carácter secreto de los llamados 

“fondos reservados” ha de decirse, en primer lugar, que los fondos 

como tales no pueden ser secretos. El carácter fungible del dinero 

hace inidentificable a este (salvo extraños supuestos) por razón de 

su origen o afectación inicial. Lo que puede ser reservado es el 

gasto o destino final o el uso en general de ese dinero para 

determinadas actividades en las que es necesario preservar la 

seguridad del Estado y la vida, la libertad y, en general, también la 

seguridad de los destinatarios de los pagos (confidentes, agentes 

infiltrados, colaboradores nacionales o extranjeros de toda clase 

etc.). El carácter secreto de esas muy concretas actividades se 

comunica a su forma de financiación porque a través de esa forma 

de financiación puede descubrirse la actividad misma y al autor de 

ella. Por eso las leyes no se refieren a fondos reservados sino a 

gastos reservados y así  el texto refundido de la Ley General 

Presupuestaria se refiere a los créditos destinados a gastos 

reservados y la resolución de 6 de Abril de 1989  (B.O.E. de 14 de 

Abril de 1989) que establece los códigos de clasificación 

económica de los ingresos y de los gastos del presupuesto del 

Estado y sus organismos autónomos, incluye- dentro del capítulo 2, 

art. 22, concepto 226, subconcepto 08, - los gastos reservados que 

considera que son los gastos necesarios para la defensa y seguridad 

del Estado y cuya diferencia fundamental, respecto al resto de los 

gastos públicos, es la relativa a su publicidad y justificación. (Por 

cierto esta resolución deroga la de 15 de Marzo de 1985 que 

introduce y sistematiza estos códigos y a partir de la cual aparece el 

concepto 226 y el subconcepto 08 inexistentes antes de ese año). Se 

insinúa ya en  esas normas lo que luego ratifica la Ley de Secretos 
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Oficiales (ley 9/68 de 5 de Abril modificada por la ley 48/78 de 27 

de Octubre), esto es, que, como regla general, “los órganos del 

Estado estarán sometidos en su actividad al principio de 

publicidad... salvo los casos en que por la naturaleza de la materia 

sea esta declarada expresamente clasificada cuyo secreto o limitado 

conocimiento queda amparado por la presente ley” (art. 1). Por 

tanto,  la regla general de publicidad y la excepción de secreto se 

predican de las actividades, y  ese secreto exige la declaración de 

materia clasificada, en razón de su naturaleza. 

 El artículo 2º de la ley establece la posibilidad de declarar 

“materia clasificada” los asuntos, actos, documentos, información, 

datos, objetos, cuyo conocimiento... pueda poner en riesgo la 

seguridad del estado o comprometer intereses fundamentales de la 

nación. Este artículo segundo no  niega ni contraviene el primero y 

meramente describe el posible contenido de la materia clasificada, y 

añade un dato más, y es que, para clasificarlas como tales, es 

preciso que su conocimiento pueda poner en riesgo la seguridad del 

Estado o comprometer intereses fundamentales de la Nación. 

 En fin, el art. 13 de la Ley establece que “las actividades 

reservadas por declaración de ley y las materias clasificadas no 

podrán ser comunicadas, difundidas, ni publicadas ni utilizado su 

contenido. El incumplimiento de esta limitación será sancionado 

conforme a las leyes penales si procediere, por vía disciplinaria  en 

su caso...” 

 A partir de aquí, puede analizarse la actuación de los órganos 

jurisdiccionales instructores (folios 615,616,682 y siguientes). La 

Juez de Instrucción, por providencia de 16 de Marzo de 1995, 

acuerda dirigirse al Excmo. Sr. Ministro de la Presidencia en 
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solicitud de información sobre materias clasificadas y así lo hace en 

oficio de igual fecha. 

 El Excmo. Sr. Ministro de la Presidencia responde con un 

oficio en el que remite los plurales acuerdo del Consejo de 

Ministros sobre clasificación de materias y, dentro de ellos, el que 

ahora importa es el de 28 de Noviembre de 1986 en cuyo punto 1-4 

se declara materia clasificada la “Estructura, organización, medios y 

procedimientos operativos específicos de los servicios de 

información así como sus fuentes y cuantas informaciones o datos 

pueden revelarlas”. 

  Aquí surge un problema de interpretación que es si ese 

acuerdo relativo a la clasificación de organización, medios, 

procedimientos y fuentes de los servicios de información se 

extiende a la forma en que se emplean los fondos públicos 

destinados en un principio a gastos reservados cuando no son el 

medio de pago de actividades reservadas sino, presuntamente, el 

objeto material de un delito de malversación. Pues bien, en este 

caso ha de pensarse que la Administración actúa dentro de la 

legalidad y que no ha declarado incluido en materia clasificada 

aquello que, por su naturaleza, (art. 1º de la ley) no debe serlo, y 

que no lo ha hecho porque el conocimiento de los hechos no pone 

en riesgo la Seguridad del Estado ni compromete intereses 

fundamentales de la nación (y, más bien al contrario, lo que 

perjudica a la Seguridad del Estado y compromete los intereses 

nacionales es la corrupción de las Autoridades y funcionarios 

públicos, sobre todo si cifra su impunidad en un pretendido 

secreto). 

 Esta interpretación en la que el Derecho no se niega a sí 

mismo, amparando el delito, fue la de la Juez Instructora que, 
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además, accedió a la información bajo secreto reforzado del 

sumario, y es la de este Tribunal, pero no es caprichosa, sino que 

viene reforzada por datos objetivos: 

 1) Pese al deber de secreto de los funcionarios públicos (art. 

13 de la ley de secretos oficiales, art. 367 del Código Penal 

entonces vigente) y la posibilidad de alegarlo ante los Tribunales 

(art. 417 de la L.E.Crim), la Administración ha colaborado en la 

investigación. Ejemplar puede ser el escrito del Jefe de los 

Servicios jurídicos del Banco de España de 21 de Marzo de 1995 

dando todo tipo de facilidades (folio 624). 

 2) También el parlamento ofreció su cooperación y remitió 

los documentos (folio 672) relativos a la investigación 

parlamentaria  del “ caso Roldán”. 

 3) Ninguno de los tres sucesivos Gobiernos de distinto signo 

que se han sucedido desde 1995 ha planteado conflicto alguno de 

jurisdicción en este caso lo que no deja de ser significativo porque 

en otros si lo han hecho como es público y notorio. 

 4) Personado como parte el abogado del Estado desde Abril 

de 1995 (folio 2375) para defender los intereses del Estado, más de 

un año antes del primer relevo gubernamental, nada ha objetado a la 

investigación. Es más: es parte acusadora. 

 5) Terminado el juicio no podrá decirse seriamente que,  a 

resultas del mismo, se ha comprometido la Seguridad del Estado, 

los intereses de la nación ni aun que se ha revelado secreto alguno 

digno de tal nombre. Ningún servicio de Información deja rastro 

nominativo en las cuentas del Banco de España y nada tiene que ver 

la investigación patrimonial de los acusados con los Servicios de 

Información. 
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 QUINTO.- El escrito de calificación del Fiscal presentado al 

principio del juicio oral tiene, en efecto, un débil apoyo en la letra 

de la ley aunque podría ampararse  en la vocación, a modo de oferta 

pública inicial, de lograr la conformidad de algunos acusados que 

no fue posible, en buena parte, por la existencia de otras 

acusaciones. La ley prevé la posibilidad de presentar un nuevo 

escrito de acusación en caso de conformidad (art. 793-3). Que esa 

conformidad, en vez de buscarse fuera de los estrados, se intente en 

ellos no parece causa suficiente para descalificar al Ministerio 

Fiscal; que  el escrito sólo debe presentarse o unirse a los autos en 

caso de lograrse el resultado de conformidad y no cuando queda en 

mero intento podrá ser una interpretación de la norma pero no es 

indiscutible y, de ser la única correcta, como mucho, supondrá 

privar de valor a ese  escrito y no a todo el juicio posterior. Afirmar 

que ese escrito responde a un pacto del Fiscal con algunos acusados 

para obtener pruebas contra otros a cambio de determinadas 

ventajas penales o procesales es una pura alegación gratuita: 

porque, puesto a hacer tal cosa, dice la lógica que se hace con 

reserva y no presentando las “ventajas” en audiencia pública; 

porque el Fiscal modificó  la calificación y rebajó la petición  de las 

penas para cuatro de los siete acusados –los Sres. Corcuera, 

Sancristóbal, López y Álvarez- cada uno de los cuatro con distintas 

estrategias  defensivas, como ha sido palmario en juicio; y porque 

tenía razones serias para hacerlo, en garantía de la seguridad 

jurídica y de la economía del proceso, pues, de un lado, se habían 

producido hechos nuevos: la consignación de dinero poco antes del 

juicio por los Sres. Sancristóbal, López y Álvarez,  y, de otro, 

encontraba justo imputar al Sr. Corcuera un solo delito continuado 

de malversación y no dos, lo que simplificaba, aunque fuera en 
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poco, la defensa de este acusado. En todo caso, además de alegar 

indefensión, la defensa del Sr. Vera no dice cual sea la razón de la 

misma, ni la causa por la que ese escrito del Fiscal provoca la 

nulidad entera del juicio. No hay tal, a  criterio de esta Sala.  

 

 SEXTO.-  En cuanto a la cosa juzgada alegada por la defensa 

del Sr. Vera porque ya había sido juzgado por delito de 

malversación  en las dos causas que invoca, es claro que pretende 

confundirse el “ nomen iuris” del delito con el “thema decidendi” 

en cada causa. Lo que en ésta se imputa al Sr. Vera es haber 

sustraído dinero público en su favor y a favor de los Sres.  

Sancristóbal, Roldán, Rodríguez Colorado, López y Álvarez. Y 

sobre eso se  va a pronunciar este Tribunal y es público y notorio 

que en ninguna de las otras dos causas se han enjuiciado tales 

hechos. 

 

 SÉPTIMO.- La instrucción inquisitiva que denuncia la 

defensa del Sr. Corcuera se refiere esencialmente a la investigación 

del patrimonio de este acusado. Es fácil censurar a las jueces de 

instrucción. Mucho más difícil  y digno de elogio es instruir –sin 

errores invocables seriamente- una Causa de estas características  e 

investigar a los poderosos con los limitados medios de la justicia 

ordinaria. Investigación que, en parte, tiene que ser reservada por la 

posibilidad, al menos, de que sea entorpecida en caso contrario, y 

cuyos resultados, que no perjudican al Sr. Corcuera, se han traído a 

las actuaciones como ordena el artículo 2º de la L.E. criminal. Ya se 

dijo en el auto de 28 de Septiembre que la nulidad de las 

actuaciones de la pieza de investigación patrimonial no beneficia al 

Sr. Corcuera. La insistencia de la defensa en que se anule lo que no 
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causa indefensión carece de sentido y si lo que pretende es recordar 

las molestias causadas a su defendido por  denuncias mendaces tal 

pretensión está más que lograda. 

 

OCTAVO.- Al folio 7.333 consta que el Sr. Corcuera fue 

informado de sus derechos. Pretender que no lo fue en esta 

declaración porque el formato impreso de otra posterior (folio 

14.860) relaciona expresamente esos derechos y aquella no, es 

absolutamente excesivo. Interpretar que donde se lee “informado de 

sus derechos” quiere decir que no fue informado de sus derechos, 

pese a tomarse declaración a presencia del Juez, el Secretario, el 

Fiscal, el abogado del Sr. Corcuera, el del Sr. Vera, y varios 

letrados más, es una interpretación que supone que se actuó 

ilegalmente y se hizo constar lo contrario  sin protestas y con el 

beneplácito o la desidia de todos los intervinientes. Inadmisible en 

términos de lógica. En todo caso la declaración del Sr. Corcuera no 

le inculpa. No hay indefensión ni quiebra de derecho alguno. 

 

 NOVENO.- El retraso en la imputación de los acusados 

puede significar la dificultad o imposibilidad de valorar como 

prueba el material de instrucción obtenido sin contradicción aunque 

se pretenda aportarlo al juicio. Pero no puede hablarse de 

investigación al margen de los imputados: el Sr. Barrionuevo 

declaró como imputado el 19 de Octubre de 1998 (folio 18.507) un 

año antes de dictarse, con fecha 18 de Octubre de 1999, el auto de 

transformación de las diligencias previas en procedimiento 

abreviado (folio 19.971). Los demás imputados lo hicieron entre 

tres y cuatro años antes de la acomodación del proceso al marco del 

procedimiento abreviado: el 21 de Diciembre de 1995 los Sres. 
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Sancristóbal, Vera y Corcuera (folios 7.324 y siguientes); el 22 de 

Mayo de 1996 el Sr. Álvarez (folio 7.901); y el 18 de Junio de 1996 

el Sr. Rodríguez Colorado (folio 8.344) y el 28 de Octubre de 1996 

el Sr. López Rodríguez (folio 10.091). Es un tiempo 

excepcionalmente largo en todos los casos para proponer 

diligencias, formular alegaciones y tomar contacto con lo 

anteriormente actuado. No hay indefensión alguna. 

 

 DÉCIMO.- En cuanto al Derecho al Juez Ordinario del Sr. 

Barrionuevo, como quiera que es una alegación meramente 

reproducida sin nuevos argumentos, el Tribunal da también por 

reproducido el noveno fundamento de Derecho de su auto de 28 de 

Septiembre de 2001. 

 

 UNDÉCIMO.- La desigualdad que alega la defensa del Sr. 

Rodríguez Colorado porque se dictó auto de imputación judicial 

respecto de los Sres. Vera, Corcuera, y Sancristóbal,  que pudo ser 

recurrido, y no se dictó ese auto respecto de su patrocinado, no es 

desigualdad ante la Ley porque ese auto de imputación de 20 de 

Octubre de 1995, que efectivamente obra al folio 6.429,  es un lujo 

procesal innecesario y no contemplado en nuestra ley rituaria. Citar 

como imputado requiere una mera providencia (impugnable). La 

auténtica imputación judicial –no la citación como imputado- se 

hace al terminar la instrucción y dictar el auto de continuación de 

las actuaciones en el marco de procedimiento abreviado; auto 

recurrible en el que  figura el Sr. Rodríguez Colorado. La hipotética 

desigualdad es al margen de la ley. En la ley hubo igualdad y no 

aparece por parte alguna la indefensión del Sr. Rodríguez Colorado.  
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 DUODÉCIMO.- Ha podido hacerse el relato de hechos 

probados porque el Tribunal había resuelto, luego de deliberar, el 

rechazo  por infundadas de todas las excepciones alegadas y vicios 

de nulidad denunciados, como luego ha expuesto en los 

fundamentos jurídicos anteriores. Pero es preciso analizar ahora de 

donde nace ese relato, de suerte que la sentencia esté 

razonablemente motivada en cuanto a la valoración de la prueba.  

 

 DECIMOTERCERO.-  Sobre la credibilidad de Luís 

Roldán:  

 Luís Roldán está condenado a treinta años de prisión como 

autor de múltiples delitos. La lectura de la sentencia que le 

condenó, confirmada en lo esencial y aún endurecida por el 

Tribunal Supremo tras los recursos de casación contra aquella, y 

que ha sido aportada a las actuaciones, impresiona porque es un 

recorrido casi completo por los delitos socioeconómicos y de los 

funcionarios públicos. No es exagerada por tanto la crítica que 

presenta a esta persona como paradigma de la corrupción, porque, 

en verdad, es un ejemplo de casi todo lo que no  debe hacerse desde 

el Poder. Sin embargo resulta mucho más discutible, y desde luego 

claramente interesado, atribuirle, por un lado, una suerte de 

exclusiva  o monopolio de la corrupción, de manera que todo lo 

tocado por él y sólo lo tocado por él se ensucia mientras lo demás 

permanece resplandeciente, y, por otro, una especie de 

incompatibilidad absoluta con la verdad, de forma que, por 

definición, lo que dice es mentira. Parece que lo prudente es 

desconfiar de una persona de estas características y por ello sólo 

prestar oído a sus declaraciones  cuando vienen de algún modo 

reforzadas por datos objetivos o por otras declaraciones pero que es 
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absurdo afirmar “a priori” que el sólo hecho de proceder de Roldán 

es condición suficiente para tachar de falsa cualquier afirmación. 

 Roldán ha dicho muchas verdades en tono al destino del 

dinero destinado a gastos reservados. Como pequeña muestra de 

que no es persona de nula fiabilidad podemos fijarnos en datos 

menores tomados de sus declaraciones el 8/3/95 ante el Juzgado de 

Instrucción Central nº 5, cuando aún no podía cotejar su declaración 

con los listados de cheques del Banco de España que estaban en el 

Juzgado de Instrucción nº 16 y bajo secreto reforzado del sumario. 

Datos sobre hechos que ni siquiera se enjuician ahora tales como: 

 1º) Dijo Roldán que con ocasión del atentado de Hipercor el 

Ministro Barrionuevo pensó en dimitir y que en vista de ello el día 

24 de Junio de 1987, (onomástica de Su Majestad) estaban reunidos 

los altos cargos en el Ministerio del Interior y no asistieron o lo 

hicieron con retraso a la recepción en Palacio, y que ese día se 

repartió dinero entre ellos. La acusación ha sido rechazada por Vera 

y Rodríguez Colorado  con indignación y como propia de persona 

sin principio alguno capaz de hablar de dinero cuando casi seguían 

calientes los cadáveres. Pero lo cierto es que el atentado fue unos 

días antes –19 de Junio- que el Ministro Barrionuevo ha reconocido 

que pensó en dimitir y lo comunicó a sus subordinados (lo declaró 

en juicio) y que de los 150 millones que, en cantidades exactamente 

millonarias, se extraen de la cuenta de la Secretaria de Estado en 

Junio de 1987, según el extracto de dicha cuenta (folios 1.102 y 

siguientes), la mitad exactamente –75 millones- se extrae en un solo 

día: 24 de Junio. 

 2º) Dijo Roldán que se hacían gratificaciones a gobernadores 

y a altos cargos coincidiendo con las Navidades y fijó la cifra que 

era usual entregar en dinero o en un cheque: 7 millones de pesetas. 
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Pues bien, examinadas las cantidades extraídas por cheque en cifras 

exactamente millonarias – hay además transferencias y pagos 

menores fácilmente detectables- de la referida cuenta del Banco de 

España en los 10 años comprendidos entre 1983 y 1993, resulta que 

la media de cantidades extraídas durante cada mes es la siguiente: 

Media de los meses de: 

                                 Enero- 119,6 millones de pesetas. 

Febrero- 91,9 millones de pesetas. 

Marzo- 89,6 millones de pesetas. 

Abril- 95,9 millones de pesetas. 

Mayo- 106,4 millones de pesetas. 

Junio-128 millones de pesetas. 

Julio- 113,2 millones de pesetas. 

Agosto-68,5 millones de pesetas. 

Septiembre- 127,2 millones de pesetas. 

Octubre- 104,2 millones de pesetas. 

Noviembre- 85 millones de pesetas. 

    Diciembre- 143,4 millones de pesetas. 

       Como puede verse, Diciembre es, con diferencia, el mes en que 

más dinero sale (y sería mayor la diferencia respecto de Junio de no 

ser por lo sucedido en 1987 y 1993, que luego se estudiará, y 

respecto de Septiembre, de no producirse en octubre de 1986 el cese 

de Sancristóbal y ese descenso en los pagos en Agosto que tenía su 

correlativo incremento en Septiembre). Al estudiar los listados de 

cheques y las fechas de extracciones (folios 1102 y siguientes y 

9394 y siguientes) se observa que las cifras de 7 millones de pesetas 

en cheques no aparecen nunca salvo precisamente en los meses de 

Diciembre y Enero (8 cheques en las Navidades 87/88; tres en las 
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Navidades 88- 89, cuatro en las Navidades 89-90; y nunca más en 

todo el listado de cientos de cheques). 

 3º) Dijo  Roldán que se repartió dinero entre los cargos de 

Interior ante el inminente cese del Ministro Barrionuevo. Si vuelven 

a examinarse los instructivos listados de extracciones de cheques 

exactamente millonarios se observa que la media durante el mes de 

Julio de los 10 años antes citados fue, como se ha dicho, de 113,2 

millones. Pero, si se prescinde del año 88, en el que cesa 

Barrionuevo, la media desciende a 95,89 millones. Esta diferencia 

se explica porque en Julio de 1988 se extraen cantidades 

exactamente millonarias en cheques por importe de 269 millones –

la cifra más alta extraída en un solo mes- (de ellas, 80 millones, el 

día 11 de Julio de 1988 en que en que cesa Barrionuevo y 20, el día 

12 de Julio en que toma posesión Corcuera)  

 4º) No Roldán, sino su esposa –que cuenta lo que ha oído a 

su marido- se  refiere a otra ocasión de posible relevo en el 

Ministerio y a la entrega de gratificaciones. Lo hace en Junio de 

1994, es decir sin tener ni idea de lo que reflejan las cuentas del 

Banco de España (folios 204 y siguientes de la causa). Y relata 

Blanca Rodríguez Porto que hubo  gratificaciones con entrega  de 

cantidades millonarias como “finiquito” ante las elecciones de 1993 

(no especifica si por el riesgo de perderlas el partido socialista, o 

meramente por el riesgo de un cambio de Gobierno, frecuente tras 

las elecciones, aún victoriosas). Las elecciones tuvieron lugar el 

seis de Junio de 1993. Pues bien el listado de cheques y 

extracciones  millonarias durante los meses de Mayo y Junio arroja 

que, por término medio, fue de 106,4 millones en Mayo y de 128 

millones en Junio. Si se prescinde del año 93, la media baja hasta 

90,49 millones en Mayo y hasta 121,67 en Junio. Ello se debe a que 
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las cantidades extraídas en Mayo de 1993 fueron de 250 millones 

de pesetas y, en Junio, de 185 millones de pesetas (la cifra de Mayo 

es la segunda más alta  en extracciones de todo el período 1983-

1993 después de la de Julio de 1988, ya citada y la de 435 millones  

entre Mayo y Junio es la más alta en cualquier conjunto de dos 

meses consecutivos que se contemple a lo largo del período 

investigado). Por cierto, en 1986 las dos cifras más altas de 

extracciones se producen en Septiembre, mes anterior al cese de 

Sancristóbal –152 millones- y en junio, coincidiendo con las 

Elecciones Generales, -130 millones. También en 1989 la cifra más 

alta de extracciones se produce en octubre coincidiendo con las 

Elecciones -170 millones de pesetas. 

 En cuanto a la enemistad de Roldán, no está claro que sea 

anterior a sus declaraciones sumariales. De Roldán el Bueno habló 

Vera en juicio; de la amistad con Vera habló la primera esposa de 

Roldán. La fuga de éste no es la de una persona contemplada con 

desconfianza por todos. Después de sus declaraciones, después de 

que se negó a tener la exclusiva de la corrupción, si acaso 

compartida con Sancristóbal,  hay enemistad y por eso han de 

medirse con cuidado sus declaraciones en juicio precedidas de 

declaraciones de aviso a sus antiguos compañeros, en las que latía 

la amenaza. 

 Y  por eso el Tribunal insiste en que Roldán tal vez merezca 

poco crédito con su sola palabra. Pero no pueden despreciarse sus 

declaraciones cuando van acompañadas de datos objetivos. Por 

ejemplo, es creíble Roldán cuando dice que muchos de los datos de 

su declaración ante el Juez Garzón ya estaban en la carta que dirigió 

al Presidente del Gobierno, pues buena parte de ellos aparecen, 

antes de la investigación, en la carta al Juez y declaraciones de su 
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esposa (a los folios 204 y siguientes, de difícil lectura y mal 

foliados por cierto), o al menos es más creíble que el ex-Ministro 

que reconoce haber tenido en sus manos esa carta del huido más 

famoso e importante, que fue Director General de su Departamento, 

y haberla roto sin  entrega a su Presidente y destinatario, y sin 

conocimiento de su contenido. 

 

 DECIMOCUARTO.- Sobre la credibilidad de Sancristóbal 

hay también serias dudas. Prácticamente en ningún momento puede 

cotejarse su declaración con datos objetivos. Solo reconoce el cobro 

de dinero después de declarar Roldán y cuando ya las 

investigaciones sobre él van a demostrar el manejo de cantidades 

inmensas de dinero. Lo que reconoce como cobrado o sustraído de 

los fondos destinados a gastos reservados le perjudica sólo en la 

medida en que ratifica lo que se podría descubrir igual sin ese 

reconocimiento y le beneficia en cuanto que reconoce a duras penas 

la mitad de lo sustraído. Debe ser creído cuando dice que recibió 7 

millones cada año que estuvo de Gobernador Civil de Vizcaya 

porque cuenta en esto con el refrendo, en cuanto a la cifra, de lo 

recibido por Roldán, (en cheque a su nombre), de lo recibido por 

López y de lo recibido por Rodríguez Colorado; con el dato de los 

pagos de siete millones por Navidad que resulta de las 

declaraciones de Roldán y de los extractos de cuenta del Banco de 

España; y , en cuanto a la entrega para su lucro, con la dificultad de 

encajar tres cifras iguales con destinos a fines precisos en tres años 

consecutivos (que en realidad fueron un año y dos pequeños picos) 

pues, como han declarado prácticamente de forma unánime los 

testigos Gobernadores Civiles y el propio Rafael Vera, a los 

Gobernadores no se les daba dinero para gastos reservados en 
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cantidad fija sino en cantidades variables acomodados a cada gasto 

necesario en concreto, lo que excluye que los pagos fueran 

destinados a esos gastos y Sancristóbal se aprovechara de ellos por 

su cuenta y permite afirmar el pago por Vera: para enriquecimiento 

de Sancristóbal. 

 El cobro de 10 millones anuales en 1985 y 1986 a modo de 

autoliquidación –son palabras del acusado- y como indemnización 

por el desplazamiento a Madrid y las molestias ocasionadas es, en 

pequeña medida, cierto. Es cierto que sustrajo 20 millones pero no 

sólo 20 millones. Las cantidades que se ingresaron en la cuenta de 

INDUBAN de Jerez, donde contaba con su “banquero de 

confianza”- el Sr. Para Molina al que se le entregaban en mano y 

sin recibo 70 millones de pesetas en metálico- en el año 1986 (antes 

de la compra de la empresa Marconi), superaban los 154 millones 

de pesetas (según dictamen pericial al folio 5.708 y siguientes 

ratificado en juicio). Supuesta cierta rentabilidad de los pagarés del 

tesoro que vencen en Junio de 1986 por importe de 83.474.194 

pesetas y asumiendo alguna capacidad de ahorro lícito por parte de 

Sancristóbal ( no mucha pues dice que necesitaba ser compensado 

al llegar a Madrid por sus dificultades personales y la pérdida de 

empleo de su esposa), la cantidad mínima que puede entenderse 

sustraída es la de 130 millones de pesetas que  dice haber recibido 

del matrimonio formado por Lucía Aldalur y Ángel Ibarlucea  , los 

carniceros de Ermua, para ser invertido por él como persona más 

preparada y con  posibilidades de hacerlo fuera del país Vasco. 

 En efecto no puede tenerse por cierto que el matrimonio 

integrado por Lucía Aldalur y Angel Ibarlucea entregara al acusado 

Sancristóbal entre 130 y 140 millones de pesetas a partir del año 

1983 para que este lo invirtiera pues: 
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- No hay constancia de la forma de ahorro previo y 

ocultación de ese dinero 

- No consta ningún recibo de entrega 

- No se ha dicho la forma de entrega 

- El acta de manifestaciones ante notario de Miranda de 

Ebro en que se afirma esa entrega es de 8/6/95 cuando 

Sancristóbal está preso 

- Tan pronto como Aldalur e Ibarlucea tienen que ratificar 

ante el Juez el acta de manifestaciones, se desdicen 

rotundamente, aclaran que el acta la redactó el cuñado de 

Sancristóbal y afirman que lo manifestado respondía el 

deseo de que Sancristóbal fuera puesto en libertad (folios 

4.079 y siguientes 12.186 y siguientes 4.077 y siguientes, 

13.111 y siguientes 13.113 y siguientes) 

Preguntada en plenario y por exhorto a su residencia en La 

Rioja – pues estaba impedida de moverse- sobre estos hechos; Sofía 

Aldalur, ya viuda, contestó a todos las preguntas que pudo cediendo 

el protagonismo a su difunto esposo, pero, con todo, hay dos 

respuestas que no pueden ignorarse: Sancristóbal había afirmado 

que en años posteriores había devuelto a este matrimonio hasta 185 

millones de pesetas –principal e intereses- y que los 70 millones 

que entregó a Parra Molina en Octubre de 1986 eran parte de los 

130 o 140 millones recibidos de ellos. Pues bien a la pregunta nº 10 

de la defensa del Sr. Vera sobre si le habían sido devueltos 185 

millones de pesetas la Sra. Aldalur responde que “que ella sepa no”, 

y a la pregunta nº 2, y única declarada pertinente, de la defensa del 

Sr. Barrionuevo sobre si habían entregado, en fechas próximas a 

Octubre de 1986, 70 millones de pesetas al Sr. Vera responde: “ no 

me acuerdo, no lo sé, el dinero lo manejaba mi marido” 
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 Conforme a reglas de experiencia es imposible que se olvide 

o ignore haber entregado 70 millones de pesetas e impensable, por 

mucha que sea la sumisión de la esposa, que no sepa si al 

matrimonio le han sido devueltos 185 millones de pesetas. 

 Por tanto lo único creíble de Sancristóbal es que recibió 21 

millones de Vera mientras era Gobernador Civil. El resto de lo 

sustraído – los diez millones anuales que dice de compensación, 

más las otras cifras de que se apropió, hasta un total mínimo de 130 

millones de pesetas, mínimo que resulta de las pruebas periciales 

(folio 5.716) y de su propia y destruida coartada-  pudo hacerlo, 

contando con el beneplácito de Vera y Barrionuevo y sin  contar 

con él, pues disponía de los fondos sin necesidad de aquellos. Pero, 

en persona no muy fiable, la implicación de otros, la idea de que no 

lo cogió sino que se lo dieron o le autorizaron no puede ser tomada 

como prueba suficiente de cargo. 

Esa fiabilidad disminuye todavía si se piensa en su narración 

sobre los 25 millones recibidos de “finiquito” a su marcha. En 

primer lugar no hay nada que permita afirmar que esa fue la 

cantidad recibida, en su caso, y no otra mayor o menor. 

Simplemente 21+20+25 cuadran con 66 – que son los devueltos- 

aunque los veinte (y los veinticinco) están difuminados dentro de 

cifras mucho mayores. Son 66 millones que Sancristóbal 

memoriza, quizá sea  mejor decir construye, entre la declaración 

ante el juez el 18 de Julio de 1995 –en que no recuerda nada- y la 

de 20 de Julio de 1995, dos días después, en que lo recuerda todo. 

Pero lo misterioso es que en esa declaración (incompatible en 

parte con la anterior sobre recepción de 130 millones) Sancristóbal 

tiene claro que los 25 millones se los entregó Vera poco antes de 

su cese y en una sola entrega. Luego, en juicio, sostiene que no fue 
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así, que Vera le prometió 25 millones y le pago 12 ó 13, que él se 

molestó pero no dijo nada ni protestó y que, sin embargo, días 

después, le llamó Barrionuevo y le entregó la diferencia –trece o 

doce- hasta 25 millones. Es extraña esa mala memoria inicial de 

un dato tan relevante- no se cobran 25 millones en billetes todos 

los días –es extraño olvidar la participación del Ministro, y es 

extraño que, sin protesta del “perjudicado”, los que han decidido 

pagar menos rectifiquen por propia iniciativa. Esa declaración en 

la que aparece un hecho importante, nuevo, poco lógico, revelado 

por primera vez en plenario y perjudicial para el Ministro, con el 

que la relación actual es mala, hasta el punto de que entre ambos 

hubo un enfrentamiento verbal  al terminar una de las sesiones del 

juicio, y antes de declarar Sancristóbal, no puede generar certeza 

en el Tribunal contra  Barrionuevo. 

En resumen el hecho de que  Sancristóbal se apropió de al 

menos 130 millones de pesetas está acreditado por prueba pericial y 

por su propia alegación defensiva al presentar una coartada 

increíble que sin embargo fija, paradójicamente, la cuantía mínima 

que explicaba su fortuna; y está probado  que, de ellos, Vera le 

entregó 21 millones porque es la única acusación reforzada por 

datos e indicios externos ya enumerados. 

 También está probado que Sancristóbal hizo como Director 

de la Seguridad del Estado dos pagos de 7 millones de pesetas a 

Roldán en 1989 y 1985. Lo dice Roldán, creíble en este punto –

recibió otro cheque nominativo de Vera- y lo refuerza la insólita 

forma de pago en uno de los casos –cheque de INDUBAN de Jerez- 

comprado, entre otros, con cargo al ingreso de 28 millones que 

salen de la cuenta de la Secretaría de Estado en el Banco de España, 
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según han acreditado los peritos y lo han ratificado en juicio oral. 

(sesión de 27 de Noviembre de 2001). 

 

 DECIMOQUINTO.-  Sobre las cantidades entregadas por 

Vera a Roldán. 

Roldán recibe de Vera el 10/3/86 un cheque nominativo a su 

nombre con cargo a la cuenta de fondos reservados. Vera acepta el 

hecho pero dice que se destinaba el dinero al uso propio de dichos 

fondos. La cifra es absolutamente sospechosa y ni cuadra con el 

destino a gastos reservados que el cheque fuera nominativo, ni que, 

si el destino era ese, se obligara a ir al Banco al Delegado del 

Gobierno y no a cualquier funcionario más discreto. La explicación 

de que no se podían cobrar cheques al portador no es cierta. López 

los ingresó en su cuenta sin ningún problema. Roldán recibe de 

Vera en Diciembre del 87 siete millones de pesetas. Son esas las 

Navidades que más cheques se libran por esa cifra, entre otros 

también el que cobra Juan Ignacio López:  es creíble la versión de 

Roldán. Hay otra entrega de 17 millones de pesetas que Roldán 

hace suyas mediante el cheque 3934756 librado el 4 de Julio de 

1988, una semana antes del cese de Barrionuevo, pero fuera de ese 

dato sospechoso y del hecho de que Roldán se queda con el dinero, 

no hay otro alguno adicional que permita afirmar que le fue 

entregado con ese fin. Lo cierto es que Roldán se quedó con dinero 

que le fue prometido y entregado para ello, con dinero que no le fue 

entregado para ello y con todo el dinero que pudo, con acuerdo 

previo o sin él, por lo que tal acuerdo no puede presumirse ni 

tenerse por probado con la sola palabra de Roldán, ni inferirse del 

hecho de que Roldán se lo apropiara.  
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 Pero en las reuniones de Roldán con Rodríguez Colorado y 

Vera si hubo acuerdo. Roldán dice la verdad en esto. Que las 

reuniones tuvieron lugar lo anticipa, aunque con un error de fechas 

(año 91 en vez de año 90), la esposa de Roldán antes de conocer los 

extractos bancarios y lo dicen todos: Roldán, Rodríguez Colorado, 

Vera (aunque con reticencias) y Corcuera ( aunque llegó tarde y 

afirma que ante él no se hablo de dinero ni se acordó nada). Que 

hubo acuerdo lo dicen los hechos. Las reuniones son en Enero y a 

partir de Febrero empiezan a llegar los cheques adicionales de cinco 

millones de pesetas a la Dirección General de la Guardia Civil. Ya 

es raro que no llegue  un solo cheque incrementado en 5 millones 

sino dos pero es que, además, todos los testigos que han declarado 

afirman que llegaban los dos cheques, que el dinero correspondiente 

al de mayor importe se ingresaba en una caja y se entregaba el 

dinero, o directamente el cheque restante al Director General, que 

ese dinero era conocido como “dinero de Su Excelencia” y que 

cuando “Su Excelencia” tardaba en recibirlo les hacía llamar a la 

Secretaría de Estado y preguntar por él, que Roldán hablaba con 

absoluta naturalidad de “su” dinero refiriéndose al importe del 

segundo cheque y que, desde la Secretaria de Estado, el entonces 

coronel Seivane o Juan de Justo les decían “te mando el dinero para 

tu Director General” (véase sobre todo las declaraciones en juicio 

del hoy General Fuentes y del Capital Fabián, acta correspondiente 

a la sesión de 5 de Noviembre) 

Igualmente afirma Roldán que, tras una discusión con Vera 

por razones de política de seguridad, en vez de cinco millones de 

pesetas empezó a recibir diez –en dos cheques de cinco- desde 

Diciembre de 1991. Puede que más que discusión hubiera otra cosa. 

Pero lo cierto es que llegan los diez millones y que, cuando desde la 
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Secretaría de Roldán se preguntó a la Secretaría de Estado, les 

confirmaron que el Secretario de Estado (Vera) “ ordenó que en 

lugar de cinco millones fueran 10 millones” ( declaración en juicio 

del hoy General Fuentes) y “en lugar de los cinco”  sólo puede 

querer decir que con igual destino que aquellos, esto es, para el 

lucro de Roldán. 

En cuanto a las cantidades percibidas antes de ese acuerdo 

por Roldán cuando ya era Director General de la Guardia Civil los 

días 11 y 12 de Julio de 1988 son cifras – 10 millones y 7 millones- 

exactamente coincidentes con las ingresadas en la cuenta de 

Jaquotot. Y se hacen al cese del Ministro Barrionuevo y en días de 

especial intensidad de libramiento de cheques y extracciones 

bancarias. Es absolutamente creíble Roldán en este punto. 

Igualmente ha de decirse del cheque correspondiente en las 

Navidades 89-90 y librado el 9/1/90 en la misma fecha en el que 

acaba ingresado en la cuenta de Jaquotot y por la tradicional cifra 

navideña de 7 millones.  

 En cambio, el segundo de los cheques recibido el 16 de 

Febrero de 1990 es ajeno al pacto de enriquecimiento y de su sola 

apropiación por Roldán no nace prueba suficiente contra Vera. 

Pueden aquí reproducirse los razonamientos a propósito del cheque 

de 17 millones librado el 4 de Julio de 1988. 

 

 DECIMOSEXTO.- Sobre las cantidades que Vera entregó a 

Rodríguez Colorado y de las que éste dispuso. 

 La coincidencia absoluta entre las reuniones de Vera, Roldán 

y Rodríguez Colorado y el comienzo de los pagos a Roldán 

demuestra la existencia de un pacto en ese sentido como antes se ha 

dicho. 
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 Los cheques de cinco millones que mensualmente se entregan 

a Roldán tienen su paralelo en 13 ocasiones, de Febrero de 1990 a 

Febrero de 1991, con cheques por igual importe, librados en igual 

fecha o en fecha muy próxima (de las 13 veces, nunca hay más de 9 

días entre un cheque y otro y coinciden exactamente las fechas en 

nueve ocasiones), e ingresados por Jaquotot. También los números 

de los cheques son consecutivos en ocho ocasiones y casi 

consecutivos, separados por cinco unidades o menos, en las 

restantes. 

 Estos cheques iban a la Dirección General de la Policía como 

ha declarado en juicio el  General Seivane y como  ha declarado el 

propio Vera (aunque su versión es que quizá se mandaba a las 

Direcciones Generales para gastos de seguridad del Personal de las 

propias direcciones). Seivane, Director del Gabinete de 

Coordinación y Planificación de la Secretaria de Estado entre 1987 

y 1993, y que durante mucho tiempo tuvo autorizada su firma par 

librar cheques contra la cuenta de esa Secretaria en el Banco de 

España, dice que no recuerda la fecha en que se inició la entrega a 

las dos Direcciones Generales de un segundo cheque por importe de 

5 millones pero si recuerda que hubo un momento en que las 

Direcciones Generales recibían un solo cheque, en cantidad más 

elevada el de la Policía (en esto concuerda con todos) y que, en un 

momento determinado, por instrucción expresa del Secretario de 

Estado (Vera), se les dijo que complementaran esas cantidades con 

otro cheque para cada una de las Direcciones Generales y que este 

cheque complementario y el cheque complementado, por lo común, 

se extendían en la misma fecha. (Acta de la sesión del juicio oral de 

22 de Octubre de 2001). 
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 Pues bien, así como Roldán niega que su dinero fuera para 

Seguridad de los Directores Generales, cuando en nada le beneficia 

afirmarlo, y dice que se lo entregaron para su enriquecimiento, lo 

que se ha demostrado que es verdad, Rodríguez Colorado niega 

simplemente que se recibieran esos cheques en la Dirección 

General de la Policía. Lo hace en todas las declaraciones y por 

supuesto en el acto del juicio oral. Sin embargo afirma que se ha 

enterado durante el proceso de que Jaquotot ingresaba dinero de 

cheques de la cuenta de la Secretaria de Estado, explica que esos 

cheques se remitían desde la propia Secretaria de Estado y los 

justifica por los suministros facilitados por Jaquotot de material 

muy especial y por los servicios prestados por su cualidad de 

hombre de negocios con contactos en diversas repúblicas 

hispanoamericanas, en Rusia y en Israel (insinuando relación con la 

lucha contra el terrorismo, seguimiento y control de miembros de 

E.T.A.). Todas estas afirmaciones de Rodríguez Colorado son 

falsas. 

 En primer lugar, los cheques llegaban a la Dirección General 

de Policía. Lo dice Vera y lo dice el, ahora, General Seivane. 

   Y en segundo lugar, los únicos cheques que, según el extracto 

de la cuenta del Banco de España y el informe de los peritos de 

Hacienda, coinciden con los cobrados por Roldán en cantidad, 

consecución numérica y ritmo de pago son los ingresados en su 

cuenta por Jaquotot. Y es absurdo que desde la Secretaria de Estado 

para la Seguridad se pague a Jaquotot al ritmo y en las cuantías que 

a Roldán y, además, en ese caso, y teniendo en cuenta  que otro 

cheque de igual cuantía y periodicidad llegaba a la Dirección 

General de la Policía, no existirían agrupaciones de dos cheques 

gemelos sino agrupaciones de tres cheques gemelos. Y se 
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comprueba en los extractos del Banco de España y en los informes 

de los peritos que no es así. Es más que prácticamente no hay otros 

cheques por importe de 5 millones de pesetas a lo largo de 1990.

 Por tanto la única forma de que ingresaran los cheques en la 

cuenta de Jaquotot era por conducto de la Dirección General de la 

Policía, el administrador de esos cheques y el único en esa 

Dirección General que era íntimo amigo de Jaquotot era Rodríguez 

Colorado (todos los demás testigos  como mucho dicen que lo han 

visto por la Dirección alguna vez y siempre con Rodríguez 

Colorado), luego tuvo que ser Rodríguez Colorado o alguien  por 

indicación suya quien los entregó a Jaquotot. 

 En cuanto a los cheques ingresados en la cuenta de Jaquotot 

antes del acuerdo principal con Vera (10 millones el librado el 11 

de Julio de 1988; 7 millones el librado 12 de Diciembre de igual 

año, otros 7 el librado el 9 de Enero de 1990). La coincidencia en 

fechas y cantidades con los cheques recibidos por Roldán hace 

igualmente impensable que sean plazos de pagos a Jaquotot, y 

además el contraindicio de las falsas explicaciones de Rodríguez 

Colorado es extensible a estos cheques. 

 A ello hay que añadir otros hechos especialmente relevantes. 

 El primero que de esa cuenta salió al menos en una ocasión 

dinero para Rodríguez Colorado mediante un cheque al portador 

con el que éste pagó el colegio de sus hijos –con la prima que 

suponía el pago en una sola vez-. En efecto a los folios 1.339 y 

siguientes consta carta del Sr. Jaquotot al Director o empleado de 

Bankinter Sr. Sanz donde le ruega le facilite talón al portador por 

importe de 843.744 pesetas (y el resto hasta un millón en metálico). 

Con ese cheque se pagó el colegio de los hijos de Rodríguez 

Colorado(folios 1.341 a 1.343). Por cierto, que en la misma carta de 
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Jaquotot en que se solicita el talón nominativo se anuncia la 

remisión de dos talones del Banco de España por importe de 10 

millones de pesetas lo que parece algo más que una asociación de 

ideas (folio 1.339). 

 Jaquotot realizó algunos suministros a Interior. Eso es cierto. 

Pero los cobró con factura que se ha unido a las actuaciones y los 

cobró de una sola vez (véanse los folios 5.658 y siguientes, en 

especial 5.674 y 5.679). No constan pagos aplazados ni dilatados a 

lo largo de los años. Otros suministros de material especialmente 

secreto no constan por  ningún lado. En sus declaraciones 

sumariales Vera informa que la documentación sobre Jaquotot se 

destruyó. Podrá destruirse el libro en el que se apuntan los pagos 

con fondos reservados y las personas perceptoras, pero los 

documentos acreditativos de contratos, los informes, las notas sobre 

gestiones con relación a confinados de E.T.A. o la obtención de 

material tan sensible no se destruyen nunca. Se guardarán, se 

clasificarán de secretos pero no se destruyen. 

 Tampoco hay prueba alguna testifical de esa condición de 

agente secreto de Jaquotot. Solo Vera y Rodríguez Colorado la 

conocen es decir solo aquellos a quienes compromete el dinero 

ingresado en las cuentas de Jaquotot. Corcuera habla de referencias 

y dice que dedujo de alguna conversación con Vera que Jaquotot 

podía trabajar para el Ministerio. Conocimiento por mera referencia 

extraño, si los servicios de Jaquotot eran tan interesantes. 

 El Comisario Ballesteros, que dirigía el Gabinete de 

Información de la Secretaria de Estado para la Seguridad entre 1987 

y 1993 y era experto en contraterrorismo y dedicado a la lucha 

contra E.T.A., no conocía a Jaquotot y hasta creía que había muerto 
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antes de llegar él al cargo. (Véanse sus declaraciones en el acta 

correspondiente a la sesión de 18 de Octubre de 2001). 

 El Subdirector de la Policía Sr. Linares, dice que conocía a 

Jaquotot de vista (acta de la sesión de 14 de Noviembre). 

 Jesús Martínez Torres, Comisario General de Información es 

más ambiguo pero dice que no sabe si el Sr. Jaquotot era o no 

colaborador de interior y que si lo era él no tenía por qué saberlo, 

manifestaciones estas que no ratifican las de Vera y Rodríguez 

Colorado. (Acta del Juicio del día 15 de Noviembre). 

 Conde Duque, sucesor de Rodríguez Colorado, y antes 

colaborador suyo en la Dirección General de Policía, dice que 

durante ese tiempo no supo que Jaquotot trabajara para el 

Ministerio de Interior (acta de 10 de Octubre de 2001). 

 En fin ni el padre de Jaquotot (en sus declaraciones 

sumariales –folio 5.312-) ni la esposa de Jaquotot sabían que su hijo 

y esposo trabajara para el Ministerio del Interior (Acta del juicio 

oral, de 24 de Octubre). 

 En definitiva: 

- Nadie más que Vera y Rodríguez Colorado dicen que Jaquotot 

trabajara para Interior. Pese a la singular transcendencia y 

delicadeza de sus funciones, los Ministros no las conocen. 

- No se ha acreditado ningún servicio ni suministro de clase alguna, 

fuera de los suministros que están pagados, por parte de Jaquotot. 

- Se afirma que la información sobre sus servicios se ha destruido, 

lo que es impensable 

- Se afirma que por sus servicios y suministros cobraba a plazos al 

mismo ritmo, en fechas y cantidades, que Roldán, siempre la misma 

cantidad -5.000.000- a partir de Febrero de 1990 y en números 

redondamente millonarios. 
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- Se niega por Rodríguez Colorado que los cheques ingresados por 

Jaquotot procedieran de la Dirección General de Policía cuando no 

podían proceder de otro lado, una vez llegados a ella, como 

llegaron. 

 Todo esto es absurdo. En cambio la manifestación de Roldán 

tiene la estructura sencilla de la verdad: se acordó el pago y se pagó. 

Y eso es todo. Por eso coinciden fechas y cuantías. 

 El hecho de que a partir de Febrero de 1991 no se ingresaran 

más cheques en la cuenta de Jaquotot no significa nada. Puede ser 

que Rodríguez Colorado se conformara con lo recibido, puede ser 

que  cobrara por ventanilla los cheques, y guardara el dinero, puede 

ser que utilizara otro mediador. En la duda nadie le acusa de recibir 

más dinero, pero esa duda no es un argumento de que no  hubo 

pacto porque Roldán cobro más. Roldán cobró más que nadie 

porque cobró lo pactado y lo no pactado y se apoderó del dinero 

destinado en verdad a gastos reservados y de todo lo que pudo. Pero 

que Roldán sustraiga mucho no permite, conforme a las reglas 

lógicas, afirmar que Rodríguez Colorado no sustrae nada. Es verdad 

que no siempre que cobra Roldán (o que se lleva dinero Roldán) 

cobra “Jaquotot” pero si al revés: lo que significaría que Vera 

decidió, cada vez que hacía un pago a Jaquotot, dar una cantidad 

igual a Roldán y eso no tiene sentido alguno. 

 En fin, la defensa de Rodríguez Colorado, con gran 

inteligencia, ha puesto el acento en que de la cuenta de Bankinter 

no se ha acreditado que haya vuelto a salir dinero para Rodríguez  

Colorado. No es del todo así como se ha visto, pero es que además 

hay que decir que no ha podido seguirse la pista de todos los 

cheques al portador ni de las extracciones en metálico de dicha 

cuenta; que, en juicio altísimo de probabilidad, Jaquotot tiene más 
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de una cuenta corriente como muchísimas personas y como la 

totalidad de los comerciantes y hombres de negocios importantes, 

que por sus negocios de importación y exportación tenía que tener 

cuentas en bancos extranjeros y que es muy fácil  devolver el dinero 

para una persona de esas características. Pero, en último extremo, 

acreditado que no existe causa alguna para que Jaquotot cobrara, si 

Rodríguez Colorado le regaló el dinero o no pudo recuperarlo 

después de depositarlo en su poder, el delito está igualmente 

consumado  desde que se dispone del dinero. El enriquecimiento 

propio pertenecería a la fase de agotamiento delictiva, con lo que la 

forma en que se produjo esa recuperación, y aún si se produjo, es 

irrelevante. 

 

 DECIMOSÉPTIMO.- Sobre el dinero entregado por Rafael 

Vera a Francisco Álvarez y su apropiación por este. 

 Francisco Álvarez reconoce haber recibido de Vera un 

cheque por importe de 15 millones el seis de Noviembre de 1986 

poco después de cesar en su cargo, lo que hizo voluntariamente y 

por razones familiares (mencionó poco antes a sus hijas). 

 Dice que quedaban flecos pendientes de la “operación 

Sokoa” y, entre ellas, el pago a un confidente suyo. Por eso recibió 

el dinero con el que, tiempo más tarde pago al confidente. 

Naturalmente, según sus explicaciones, nadie más que él conoce al 

confidente ni es posible dar dato alguno de su identificación. La 

forma de pago tenía que ser esa porque no se sabía cuando podía 

volver el confidente, que lo haría con disimulo porque, si E.T.A. 

descubría algo,  corría un gran peligro,  y se dirigiría a él y no a 

otro, y por eso él  recibió el dinero. Lo cierto es que el cheque fue 

ingresado en la sucursal de Induban en Jerez a nombre de la esposa 
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de Álvarez, que se encargó de gestionar el dinero el Sr. Parra 

Molina, amigo de Sancristóbal, que se invirtió y se reinvirtió 

sucesivas veces y que fue finalmente en unión de otras inversiones, 

tras las vicisitudes ya descritas sale de la sucursal de Madrid el 21 

de Septiembre de 1987. Y lo cierto es también que no hay dato 

alguno –ni siquiera una extracción bancaria- que justifique el pago 

al confidente, por lo que Álvarez tiene que afirmar que realizó el 

pago en tres veces y con dinero oculto que tenía en su casa 

procedente de otros negocios. 

 No es creíble: 

 - Ni la figura del confidente al fiado que ya cobrará, si, luego 

de utilizado, tienen a bien pagarle sus servicios (esenciales, se dice). 

 - Ni que, si se ha de pagar al confidente y no se sabe cuando, 

se invierta el dinero en títulos liquidables pero que no sean dinero 

líquido, pues el confidente quiere lógicamente el pago inmediato en 

dinero. 

 - Ni que se pongan los títulos a nombre de la esposa de la que 

Álvarez (casado y con hijos) no es heredero a título de dueño sino 

de usufructuario y en modesta cantidad. 

 - Ni que se ingrese en una sucursal de Jerez, una de las 

ciudades más lejanas de Barcelona, ciudad la segunda donde 

Álvarez fija su domicilio. 

 - Ni que la persona en peligro prefiera reunirse tres veces con 

un conocido jefe de policía, por mucho  que las citas sean 

disimuladas, y no sólo una. 

 Y tampoco es fácil de creer que nadie tenga  millones en su 

casa. 

 Conclusión: Álvarez recibió el cheque para si y fue uno más 

de los que se enriqueció injustamente con  dinero público.  
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 DECIMOCTAVO.- Sobre el dinero entregado por Vera a 

José Ignacio López Rodríguez, las razones para hacerlo y el 

apoderamiento por López Rodríguez del dinero. 

 Con habilidad evidente y espectacularidad cierta el abogado 

de López Rodríguez remarcó la hora exacta al comienzo de su 

informe en que quedaría patente que su defendido recibió el dinero 

para su seguridad. Y expresó que, al igual que Agustín Linares, que 

no ha sido juzgado y que empleó el dinero en adquirir un piso 

distinto de aquel en que vivía tras ser amenazado, también su 

defendido empleó el dinero en la compra de un piso a poco de cesar 

como Gobernador Civil, y por ello utilizó el dinero para su 

seguridad, como Linares. Para eso le había sido entregado al igual 

que a Linares. También  comparó el caso con el de Manuel Fraga 

Iribarne, que recibió, siendo funcionario público, dinero para 

reconstruir su chalet y aludió (como otros defensores) a más 

funcionarios que cobraban de fondos reservados. 

  La comparación con Linares no es muy afortunada. Linares 

fue inculpado porque recibió dinero y exculpado luego porque pudo 

demostrar que estaba localizado por un comando  del “G.R.A.P.O”  

y presentó justificantes que permitían razonablemente  pensar, o no 

descartar del todo, que dedicó el dinero recibido a los gastos de 

compra de un piso en otro lugar. 

 Lo de otros funcionarios que cobraban, con alusión directa a 

Manuel Fraga Iribarne y a fiscales de la Audiencia Nacional, es 

absolutamente inaceptable. 

 Los Fiscales cobraban por dar conferencias. Es decir, hacían 

una prestación que redundaba en la mejor formación de mandos y 

agentes de los Cuerpos de Seguridad. Tenían derecho a cobrar esa 
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prestación y la Administración la obligación de retribuirla mediante 

una contraprestación. No corresponde a los Fiscales sino a la 

Administración conocer y decidir con cargo  a que concepto 

presupuestario se realiza el pago. 

 Y, en cuanto a Manuel Fraga, es cierto que en la fecha  que 

recibió una indemnización, después de que su chalet fuera destruido 

por un grupo terrorista, no se habían promulgado las leyes 13/96 de 

30 de Diciembre y 66/97 de 30 de Diciembre sobre ayudas a los 

damnificados por delitos de terrorismo. Pero, aunque quizá no esté 

tan presente como debiera  en el ánimo de alguno, es lo cierto que 

en un Estado democrático que proclama el pluralismo político como 

valor superior del Ordenamiento Jurídico (art. 1 de la Constitución) 

y que atribuye a los partidos políticos la principal expresión de ese 

pluralismo definiéndolos como instrumento fundamental para la 

participación política (art. 8 de la Constitución) y en el que las 

Cortes Generales representan al Pueblo Español, (Art. 66), la 

seguridad de un diputado que lidera el principal partido de la 

oposición es obligación principalísima del Gobierno y cuando esa 

seguridad se pone en entredicho de forma tan violenta y grosera 

como la destrucción con explosivos del chalet familiar no hay 

problema serio en afirmar que ha existido un anormal 

funcionamiento de los servicios públicos (“algo hemos hecho mal” 

dijo Barrionuevo),  del que nacería la obligación de indemnizar 

conforme al artículo 40 de la entonces  vigente Ley de Régimen 

Jurídico de la Administración del Estado y, también en este caso, es 

a la Administración y no al perjudicado a quien corresponde cuidar 

de la legalidad del expediente indemnizatorio. Y en fin en lo que 

afecta directamente a López Rodríguez: 
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 Declaró en sumario que el cheque se le entregó para 

compensar pagos anteriores anticipados por él para gastos 

reservados (folios 6.145 y sig.) 

 También Vera declaró que el cheque se había entregado para 

gastos reservados del Gobierno Civil. 

 Como la primera explicación de López Rodríguez no tiene 

sentido y no puede acreditar esos anticipos, cambia su versión y 

dice que se le entregó para su seguridad (Acta del juicio de 9 de 

Octubre). 

 También Vera se da cuenta de que los pagos para gastos 

reservados no solían ser de cantidades tan redondas y se apresura a 

decir que lo entregó para la seguridad (Acta del juicio de 3 de 

Octubre). 

 Pero las versiones son contradictorias pues mientras que Vera 

dice que no sabe en que gastó el dinero López Rodríguez, aunque 

cree que para su seguridad, López Rodríguez dice que lo empleó 

para su seguridad a lo largo del tiempo y que le ha ido comentando 

a Vera lo que hizo con ese dinero, aunque no con detalle. 

 Así las cosas: 

 Si lo comentó con Vera, no tiene sentido que Vera no tenga 

conciencia cierta al menos de lo dicho por López Rodríguez. 

 Si lo empleó a lo largo del tiempo, no lo empleó para pago 

parcial de un piso (que por cierto se compró y se vendió en pocos 

meses) 

 Si su  seguridad estaba en cambiar de domicilio, no se 

entiende que el cheque se libre en Diciembre de 1987, cuando era 

imposible saber que iba a cesar como Gobernador Civil nueve 

meses después. 
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 En fin, Roldán hablaba de cheques de siete millones de 

pesetas  y, en la Navidad de 1987, el de López Rodríguez es uno 

más de una larga serie. No es comparable a Roldán pero, en este 

caso, López Rodríguez hizo lo que Roldán. Recibió el dinero para 

él y se lo quedó. 

  

 DECIMONOVENO.- Sobre el pago de sobresueldos y 

gratificaciones con carácter general en la Secretaria de Estado de 

Interior. 

 Aunque sobre este hecho no se formula acusación contra 

nadie, tiene interés para comprender lo ocurrido, y ello no es solo 

opinión del Tribunal sino del Ministerio Fiscal, el Abogado del 

Estado y las defensas sobre todo de alguna de esta  últimas a juzgar 

por el apasionamiento que ha puesto en negarlo. 

 Este hecho fue negado por una Mayoría de funcionarios y 

testigos y reconocido por una minoría. El Tribunal ha creído a esta 

minoría pero no por capricho. En primer lugar, ha creído a estos 

últimos porque en la valoración de su testimonio, captado con 

inmediación, han puesto un poder de convicción, una firmeza y 

reiteración en sus contestaciones de la que carecían los demás. En 

segundo lugar, por la coherencia de su actuación pese a la evidente 

impopularidad de la misma. Así la Doctora Doña Inmaculada 

Sánchez Bejo llegó a la demanda laboral de reclamación de 

reconocimiento de ese sobresueldo. Perdió, porque, en el proceso 

civil, la alegación de una parte que reclama el cumplimiento de una 

obligación ha de someterse a prueba. Pero en este proceso su 

declaración como testigo hace prueba, si es creíble, y lo es. La 

Doctora Sánchez Bejo ha dicho la verdad, como la ha dicho Doña 

Juliana Herrero, que ratificó que entregó dinero a aquella tras 



64 

recogerlo en un sobre de la Secretaria de Estado. También la ha 

dicho D. Francisco Garrido Sotelo, que incluso denunció los hechos  

arriesgando la incomodidad de la inculpación pues él cobraba esas 

gratificaciones. Y lo ha dicho Doña Aurora Lobo Díaz (las 

declaraciones de estos testigos, la firmeza de sus respuestas, los 

datos que aportan y la longitud de los interrogatorios a que fueron 

sometidos puede contrastarse con la lectura de las actas del juicio 

de los días 16, 22 y 30 de Octubre). Y se comprobará que incluso 

coinciden en la cantidad recibida como gratificación “fuera de 

nómina” y como no es posible hablar de conspiración pues ya en 

sumario habían dado esa cifra (40.000 pesetas), aunque entre otras, 

 Pero es que, además, las declaraciones de estos funcionarios 

vienen avaladas por las de: 

 Roldán, que en este caso está refrendado por terceros. 

Sancristóbal, que hizo estas manifestaciones en fase sumarial 

y cuando la imputación podía volverse contra él, que fue uno de los 

responsables de los fondos usados en gratificaciones (véanse sus 

declaraciones ya citadas en Julio de 1985). 

 Álvarez que ha reconocido que cobraba una indemnización 

mensual de 100.000 pesetas por molestias y gastos de su traslado de 

Barcelona a Madrid. 

 El propio Rafael Vera, en una declaración un tanto oscura en 

el acto del juicio, donde habló del sobreesfuerzo de los funcionarios 

de la Secretaria de Estado, de su mayor vulnerabilidad y de la 

necesidad de dar a algunos de ellos una cantidad de dinero para que 

se desplazaran en taxi para incrementar su seguridad. 

 Más funcionarios han dicho que no se cobraba, es cierto. Pero 

es claro que la sensibilidad social ante la corrupción es hoy mayor 

que antes, que quizá muchos, como ocurrió con la Doctora Sánchez 
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Bejo, creían entonces tener derecho a cobrar y ahora temen 

enfrentarse a la condena social cuando no a la penal. 

Probablemente, aunque testigos, no tenían obligación de decir una 

verdad tan perjudicial potencialmente para ellos. Es comprensible 

su conducta, pero no ha contribuido nada a aclarar los hechos, e 

incluso, en alguna ocasión, el resto de sus declaraciones -lleno de 

imprecisiones y olvidos- daba la vehemente impresión de estar 

condicionada por su propio pasado. Es comprensible su conducta, 

pero la que ha de destacarse en la de quienes han tenido el valor de 

decir la verdad como Inmaculada Sánchez Bejo, Juliana Herrero, 

Francisco Garrido Sotelo y Aurora Lobo Díaz. 

 

 VIGÉSIMO - Sobre el enriquecimiento de Rafael Vera y la 

sustracción de caudales públicos que tenía a su cargo en beneficio 

propio: 

 Es preciso decir que no existe prueba directa de que Rafael 

Vera sustrajera en su propio beneficio dinero de la cuenta del Banco 

de España que tenía a su cargo. 

 Las investigaciones se hacen, en buena parte, luego de 

declaración y denuncia de Roldán, ya citada varias veces, en la que 

el denunciante asegura no ser la única persona que se ha 

enriquecido, señala expresamente a Rafael Vera y pide que se 

investiguen los patrimonios de Vera y de su suegro. 

Sin embargo tanto Roldán como Sancristóbal, aunque dicen 

lo que suponen o sospechan de Rafael Vera y el primero dé una 

pista para investigar, no afirman saber que Vera sustrajo dinero sino 

sólo creerlo. 

 La investigación sobre el patrimonio de Rafael Vera no ha 

arrojado resultado alguno. Es verdad que  en 1992 hay un 
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importante incremento patrimonial que no se corresponde con 

rentas declaradas, pero ha de tenerse en cuenta que ese año o el 

anterior recibió una importante indemnización por la muerte de su 

hijo. Ciertamente que una parte de ese dinero se destinó a pagar el 

chalet que Vera tiene en Miami, según dijo su esposa, pero esos 

chalets no fueron demasiado caros según algún testigo (García 

Juarranz) y, adquirido en 1990, tenía que estar pagado en parte dos 

años después, por lo que pudo sobrar una importante cantidad. De 

otra parte, no todo aumento en las cifras finales de la base 

imponible del impuesto sobre el patrimonio supone un incremento 

patrimonial real, pues puede ser meramente contable (revisión 

catastral) o coyuntural (subida de las cotizaciones de bolsa). Los 

peritos que declararon el día 21 de Noviembre de 2.001 dicen que 

las cuentas del Sr. Vera son ordenadas, que los ingresos son los 

correspondientes a sus sueldos y retribuciones, que las salidas son 

normales y para gastos adecuados, y no consta que la inspección de 

Hacienda haya encontrado irregularidad alguna en las declaraciones 

de Rafael Vera que formalmente aparecen como correctas. 

 Es un hecho claramente probado que Vera dio dinero a todo 

el mundo. A Roldán, a Sancristóbal, a Álvarez, a López, a 

Rodríguez Colorado, a funcionarios y que disponía de enormes 

cantidades de dinero en metálico. Vera no iba a cobrar los cheques 

al Banco de España: su cuñado (Bernaldo de Quirós)  dice que se le 

entregaba el  dinero luego de cobrarlo, lo ratifica su amigo Juan de 

Justo y lo avalan el General Seivane y el Comisario Mínguez  

ninguno de los cuales sabe que destino se daba a ese dinero. 

Ciertamente una persona cuya ética le impide sustraer fondos que 

tiene a su cargo, no lo hará. Más difícil es pensar en alguien que no 

tiene problemas en sustraer dinero en beneficio de todos (como ha 
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hecho Vera) pero encuentra insuperables escrúpulos en hacerlo para 

él. Ahora bien, nunca puede condenarse a una persona porque 

parezca razonable pensar que ha sustraído dinero. La sospecha 

razonable sigue siendo sospecha. Quede, eso si, el dato cierto de 

que Vera disponía de sumas muy importante de dinero sin control 

externo. 

 La demostración de que Rafael Vera desvió una 

importantísima cantidad de dinero de fondos reservados a la 

adquisición y mejora de inmuebles va a girar en torno a los 

siguientes ejes. 

A. La forma de adquisición de las fincas.  

B. El disfrute de las fincas. 

C. El dinero invertido en la adquisición y mejora de las 

fincas. 

D. La economía del aparente comprador. 

 

A) Sobre la forma de adquirir las fincas de “La Berzosilla” y 

la finca “ El Relumbrar”. 

 1. -La finca de “La Berzosilla” surge de la agregación de 

otras tres que vendieron respectivamente D. Emilio García Suárez, 

D. Antonio Ruiz Jarabo y Doña Consolación Iglesias y sus hijos. 

 En la primera compra, María Ángeles Esquiva Muñoz, 

esposa de Rafael Vera, intervino en las negociaciones previas 

aunque dice que lo hacía en nombre de su padre. 

 En la segunda, no hay otros datos que los de la escritura 

pública y no consta quien intervino en la negociación. 

 En la tercera, María Ángeles  Esquiva recuerda que llevó las 

negociaciones previas, junto a su hermana, según dice, y en nombre 

de su padre, pero afirma que pagó su padre y que ella no estaba 
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presente en el pago (todo esto consta en el acta de la sesión de 

juicio de 7 de Noviembre de 2001). 

 Por su parte Enrique Esquiva Muñoz dice, en igual sesión del 

Juicio, que nadie intervenía en los negocios de su padre ya que éste 

tenía por costumbre hacer exactamente lo que quería. 

 En igual sesión del juicio, Consolación Iglesias afirmó que 

negoció la compra con el padre y con la hija y que la hija fue la que 

le pagó (lo que revela que estuvo presente en el acto de pagar, 

hecho negado por María Ángeles). 

 D. Emiliano García Suárez no pudo asistir al juicio por su 

enfermedad y edad avanzada: 84 años, pues nació el 6 de Mayo de 

1917. Pero en su declaración sumarial, prestada a presencia de las 

acusaciones y las defensas el día 20 de Junio de 1997 (folios 15.884 

y 15.885), manifiesta que las negociaciones las llevó con la hija y 

que no tuvo trato con el Sr. Esquiva hasta la firma del contrato, 

siempre con su hija. 

 2.-La finca “El Relumbrar” la compra inicialmente EPICASA 

(Edificación, Promociones inmobiliarias y Chalets adosados 

Sociedad Anónima) compañía constituida el 31 de Diciembre  de 

1984 y de la que es administrador único Juan Luis Vera, hermano 

de Rafael. La compra se produce  el día 31 de Julio de 1987, el 

vendedor es la Sociedad Agraria de Transformación “Gira 

Valencia” y el precio escriturado de 20 millones de pesetas. La 

venta a Esquiva tuvo lugar, como se ha dicho, el 4 de Octubre de 

1989. 

 No se sabe para que compra un sociedad dedicada a chalets y 

promociones inmobiliarias tan enorme finca rústica y no ha sido 

posible averiguarlo en juicio. Según Juan Luis Vera, en su 

declaración el día 12 de Noviembre de 2001, porque era una buena 
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oportunidad de invertir. Eso se explica si luego se vende por su 

valor real, muy superior a los 100 millones de pesetas. Pudo Juan 

Luis Vera ganar más de ochenta millones de pesetas y se contentó 

con siete (en perjuicio suyo y de sus descendientes y en beneficio 

del suegro de su hermano y de los descendientes de aquél y de éste 

en su caso). Inexplicable, y más cuando acaba de separarse tras un 

proceso, que, según el dice, duró varios años, con los gastos que 

suelen originar este tipo de procesos. 

 Las circunstancias de la compra tampoco están claras. Según 

Juan Luis Vera surgió  en una reunión familiar la conversación de 

que quería desprenderse de la finca, estaban en esa reunión el 

suegro de su hermano y el cuñado de su hermano, dijeron que les 

podía interesar y así fue. No hubo regateos,  según él, y no recuerda 

si el Sr. Esquiva y su hijo habían estado en la finca y en concreto si 

Esquiva vio la finca o no antes de comprarla, aunque está seguro de 

que quien no la vio fue su hermano Rafael. 

 Enrique Esquiva Muñoz dice en juicio que Juan Luis Vera en 

un reunión dijo que iba a vender la finca porque se había separado 

de su esposa y tenía problemas; que él, Esquiva  Muñoz, se lo 

planteó a su padre y que tanto él, como su padre, como Rafael Vera 

conocían la finca, porque habían estado allí cazando con Juan Luis 

Vera, y su padre, que es cazador empedernido, compró la finca. 

 En cuanto a la forma de pago, Juan Luis Vera duda de si se 

pago con un talón o fue un pago mixto con parte en metálico y 

Enrique Esquiva dice que se pagó en metálico y que su padre tenía 

esa cantidad y más en “dinero negro”. 

 En definitiva, el hermano de Vera, que compra para invertir, 

que tiene problemas  y puede ganar dinero, vende la finca por un 

precio ínfimo al suegro de Vera, que, a sus setenta y tres años, 
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compra una enorme finca rústica a cientos de kilómetros de su 

domicilio, sin que conste claramente si la vio antes de hacerlo, y la 

paga en forma que se ignora. 

 B. Sobre el disfrute de las fincas. 

 1. La finca de la Berzosilla está ocupada desde el momento 

de su adquisición por Rafael Vera y su esposa y constituye el 

domicilio habitual del matrimonio según han declarado el propio 

Vera y su cónyuge y hacen constar incluso en los contratos que 

firman (por ejemplo el de 2 de Noviembre de 1987 al folio 15.342). 

 Vera dispone de esa finca, no en el sentido de realizar actos 

de disposición pero sí mejoras y reformas que son propias de actos 

de dominio, tales como piscina, pista de frontón, zona ajardinada 

(que no figuran en el contrato de compraventa pero que encuentran 

los peritos que van a tasar la finca). El vendedor, Sr. García Suárez, 

dice a preguntas de la defensa de Vera que la construcción tenía 

muchos problemas (folios 15.885). La casa que encuentran los 

peritos Sres. Plaza, Picazo y Díaz es una casa lujosa y de alta 

calidad (por cierto, tampoco consta de donde ha salido el dinero 

para pagar esas reformas, pues de Esquiva no es posible y de las 

cuentas de Vera dicen los peritos que no ha salido). 

 Quien no vive en la finca nunca es Enrique Esquiva, ahora 

porque está enfermo y antes porque se encaprichó su hija de la casa 

(versión de Enrique Esquiva Muñoz), porque la compró pensando 

que era campo pero no le gusta ese campo sino el de Albacete y 

prefiere vivir en Madrid (versión de Vera), porque la esposa de 

Esquiva no podía ir y se tuvieron que quedar en Madrid (versión de 

María Ángeles Esquiva). 

 2.- En cuanto a la Finca de Alpera, todos dicen que Rafael 

Vera va por allí. Explican que va como los demás hijos o yernos de 
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Enrique Esquiva González o incluso menos pero que su presencia 

se nota más en el pueblo porque es muy conocido. (Declaraciones 

casi unánimes de Esquiva Muñoz, el propio Vera y su esposa). 

 La contabilidad de Esquiva González es mala y desordenada 

en su negocio de ferretería; sus declaraciones de la renta son 

sistemáticamente incorrectas. 

 La contabilidad de Vera en sus cuentas corrientes es clara y 

diáfana, y sus cuentas con el Fisco siempre han estado en orden. 

Igual ocurre con la contabilidad de la finca El Relumbrar que está 

cuidadosamente llevada según los peritos incluido el asesor fiscal 

de Esquiva. 

 En fin,  el perito Gómez Calero, cuando se dirigió a un 

empleado de la finca refiriéndose a ésta como del Sr. Esquiva, 

obtuvo la espontánea manifestación de que la finca era de Vera y 

otro tanto le ocurrió al perito Sr. Vizcaíno quien se perdió, camino 

de la Finca cuya contabilidad tenía que examinar, y, al preguntar 

por “El Relumbrar”,  también le dijeron “Ah, la finca de Vera”. 

Evidentemente estos testimonios de referencia, sin referente que los 

ratifique, no pueden pasar de un valor indiciario pero la naturalidad 

con que lo contaron los peritos permite afirmar con certeza que esos 

comentarios existen y pueden ser tenidos en cuenta por el Tribunal.   

 C.- El precio de adquisición de las fincas y de sus mejoras y 

de los gastos posteriores. 

 A los folios 15207 y siguientes aparecen las escrituras de 

compra de las Fincas de “La Berzosilla”. 

 La finca original, a la que luego se agregan las dos 

colindantes, se compró el 20 de Diciembre de 1985 por un precio 

declarado de 10.000.000 de pesetas. Pruebas periciales han 

demostrado que es absolutamente imposible que ése fuera el precio 
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de venta. La más favorable al reo de todas ellas, a cuya valoración 

se acogió con entusiasmo su defensa, sitúa el valor mínimo en 27 

millones de pesetas (de ochenta millones habló otro perito). 

 El Tribunal acepta el precio de 27 millones de pesetas porque 

lo han asumido las acusaciones pero hace constar que ese precio es 

apenas creíble, aún con la mayor candidez, toda vez que la finca: 

 - Está en Torrelodones (no en una villa desconocida) 

 - Mide 4.977 metros cuadrados. 

 - Sobre ella estaba edificado un chalet constituido por tres 

viviendas, todas ellas de una planta y un semisótano; la primera de 

99,36 metros cuadrados, más 94,42 metros cuadrados de 

semisótano; la segunda de 119,98 metros cuadrados, más 111,26 

metros de semisótano; la tercera de 156,36 metros cuadrados, más 

45 metros de semisótano. 

 Hay que hacer un singular esfuerzo de credulidad para 

aceptar que no se pagaran más de 27 millones por este inmueble. 

 La segunda finca agregada a la anterior y lindante con ella se 

compró el 10 de Abril de 1986. Es una parcela de 2000 metros 

cuadrados por la que se pagó, según escritura, un millón de pesetas. 

Se acepta este precio, como han hechos las acusaciones, pero en la 

conciencia de que no fue tal sino muy superior. 

 La tercera finca, también agregada a la primera, se compró el 

6 de Junio de 1989. Mide 2.300 metros cuadrados. Se escrituró en 

ocho millones de pesetas pero la compradora ha reconocido en 

juicio que cobro 15 millones (declaración en sesión del 7 de 

Noviembre de 2001 de la Sra. Iglesias). Precio éste, que hace dudar 

mucho de que la parcela de al lado -trescientos metros más 

pequeña- valiera 15 veces menos en 1986. 
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 En todo caso, y apurando al límite cuanto beneficia al 

acusado,  cuarenta y tres millones de pesetas fue el mínimo precio 

de compra de estas tres fincas (ahora una sola parcela) 

 2.- La finca nº 18.332 está formada por la agrupación de las 

fincas número 18.330 y 18.332 del término municipal de Alpera y 

la finca nº 8.136 del  término municipal de Higueruela (Albacete). 

Es conocida por “El Relumbrar”. 

 Figura, al igual que las anteriores, como comprador de la 

misma Enrique Esquiva González y la fecha de la escritura es de 4 

de Octubre de 1989. La finca mide 627 hectáreas y sesenta áreas 

(medida de superficie aplicada a las fincas rústicas que traducida a 

metros cuadrados significa seis millones doscientos setenta mil 

seiscientos metros cuadrados). 

 Además, según consta en la documentación de los peritos de 

Hacienda y en la resoluciones del Tribunal Económico 

Administrativo Central (folios 13.528 y 13.174 y siguientes), pese a 

que en la escritura no se hizo constar nada, la finca tiene 

construcciones y en concreto: 

 - Una vivienda principal. 

 - Dos viviendas para trabajadores. 

 - Dos almacenes. 

 - Un aprisco 

 - Una sala de ordeño. 

 - Una cuadra. 

 - Tres silos. 

 - Dos transformadores. 

 Se escrituró el precio de compra de 25 millones de pesetas 

pero el vendedor (Juan Luis Vera, hermano de Rafael) dice que fue 

algo más y el hijo del comprador (Enrique Esquiva Muñoz) dice 
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que el precio fueron 27 millones de pesetas (declaración en juicio 

de ambos, actas de 12 y 7 de Noviembre de 2001). 

 Este precio es absolutamente irrisorio. Resulta el precio del 

terreno  a 43.000 pesetas la hectárea (4,3 pesetas el metro cuadrado, 

incluso el edificado). 

 La valoración de la finca, a efectos fiscales, hecha a la baja 

por el perito D. Valeriano Gómez Calero y ratificada en juicio, 

donde expuso que su valoración era siempre en  torno a un veinte 

por ciento inferior al precio de mercado, fue de 105.560.479 

millones de pesetas (tasación confirmada por el Tribunal 

Económico Administrativo Central). 

 El valor catastral de la finca es según la documentación 

antedicha (folio 13.174) de 44.469.450 pesetas y es sabido de todos 

que el valor catastral es varia veces inferior  al valor real. 

 Naturalmente ni la valoración del perito ni la del catastro 

incluyen los tractores y demás maquinaria ni los vehículos 

existentes en la finca (que tampoco constan en la escritura como no 

constan las edificaciones). 

 Pues bien, a pesar de todo, se va a dar por buena inicialmente, 

y a los efectos de este razonamiento en motivación de la prueba, la 

cantidad de 27 millones de pesetas, porque no siempre el valor 

coincide con el precio. 

 Y en fin es un hecho incontestable que a esa finca se 

aportaron durante los años 1990 a 1993, setenta y un millones de 

pesetas en metálico, según han acreditado los peritos y han 

ratificado en su largo informe en juicio oral (Acta de la sesión  

correspondiente al 26 de Noviembre de 2001). 

 Todo ello significa que, dando por bueno el inverosímil 

precio de 27 millones, por un bien que es patente que vale bastante 
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más de 100 , las cantidades mínimas desembolsadas por el Sr. 

Esquiva serían de 98 millones de pesetas, lo que unido a los 43 de 

la finca “La Berzosilla”, suman un total de 141 millones de pesetas. 

 A estos 141 millones han de añadirse los gastos de escritura y 

registro, que en todos los casos se pactaron por cuenta del 

comprador, salvo en la primera finca de “La Berzosilla” en que se 

pactaron según ley, y los impuestos tanto de transmisiones 

patrimoniales como el arbitrio municipal de plusvalía que, según 

todos los contratos, menos el citado, eran de cuenta del comprador, 

lo que eleva esa cifra de 141 millones muy por encima de los 150. 

 D.- Sobre la economía del aparente comprador: 

 Enrique Esquiva González nació el 19 de Septiembre de 1916 

y su negocio es una tienda de ferretería y venta de menaje. 

Posiblemente sea un buen negocio dentro de sus límites. Está 

acreditado que hace treinta años el Sr. Esquiva ya tenía un 

Mercedes modelo 180 y varios testigos han declarado que vivía 

bien, que era generoso, que seguía al Real Madrid por Europa 

alojándose en hoteles caros(Declaraciones del Sr. Rodríguez de la 

Loma de 7 de Noviembre de 2001). 

 Pero buen negocio dentro de sus límites, porque no era un 

imperio comercial. Se trataba de un local en la calle Vicente Ferrer 

nº 41 de unos 90 metros cuadrados con un empleado y un 

encargado, según dice el propio Sr. Esquiva en su única declaración 

antes de quedar impedido por la enfermedad de Alzheimer que 

padece (folios 16.206 y 16.207 del sumario). 

 Los peritos que han actuado en juicio Sres. Cava Romero, 

Vizcaíno Muñoz y Placer Sánchez, este último asesor fiscal del Sr. 

Esquiva, quien le ha asistido en sus problemas con la 

Administración Tributaria, han coincidido en varias cosas: 
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 - Que la contabilidad del negocio de ferretería y menaje era 

absolutamente inadecuada. 

 - Que las declaraciones de renta en cuanto al rendimiento de 

la actividad del Sr. Esquiva son incorrectas (y por eso  fueron 

rectificadas por la Administración y sancionado el Sr. Esquiva). 

 - Que no es posible según los Sres. Cava y Vizcaíno, o que 

sólo lo es en una mínima parte, según el Sr. Placer, que las 

aportaciones a la finca “El Relumbrar” durante los años 

1990,1991,1992, 1993 procedieran de ganancias generadas en ese 

periodo de tiempo. 

 - Que la alegación que hizo el Sr. Esquiva pero que no ha 

pasado de ser tal alegación, sin soporte alguno, es que ese dinero 

venía de ahorros de otros años, guardados en cajas de seguridad y 

no declarados al Fisco. 

 También Enrique Esquiva Muñoz se refirió a que su padre 

tenía dinero guardado de otras épocas. En sumario el 20 de Octubre 

de 1997 dijo que lo guardaba en casa y en una caja de seguridad 

porque no se fiaba de las cuentas corrientes de los bancos. Y María 

Ángeles Esquiva habló de dinero guardado “en un calcetín”, es 

decir en casa, y de la venta de un chalet por parte de su padre en los 

años ochenta con cuyo producto pudo comprar cosas. (Actas de la 

sesión de 7 de Noviembre de 2.001). 

 Esta última afirmación es incorrecta. La venta de ese chalet 

en Torrelodones se produce el 23 de Noviembre de 1989, según la 

documentación aportada al sumario, se declaró como incremento de 

patrimonio y supuso para cada uno de los cónyuges -Esquiva y su 

esposa- un incremento de 8.668.000 pesetas. El dinero de la venta 

se ingresó en cuentas bancarias con resultado de aumento del 

rendimiento del capital mobiliario, pues en 1989 los rendimientos 
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del capital mobiliario del Sr. Esquiva fueron de 596.560 pesetas y 

los de su esposa de 491.680 pesetas, mientras que en 1990 fueron 

de 1.998.983 pesetas, más 197.500 pesetas de Letras del Tesoro los 

del Sr. Esquiva y de 1.899.000 pesetas, más 197.500 de Letras del 

Tesoro, los rendimientos de la esposa. 

 Y en cuanto al dinero guardado en casa y en cuentas de 

seguridad hay que decir lo siguiente. (Se toman los datos como los 

anteriores de los documentos obrantes a los folios 13.155 y 

siguientes de  las actuaciones). 

 En primer lugar Esquiva no rechaza en absoluto los intereses 

bancarios: Esquiva presentó su declaración del impuesto sobre la 

renta durante los años 1985 y siguientes y presentó igualmente en 

esos años declaración del Impuesto Especial sobre el patrimonio. 

Hizo además declaraciones complementarias en el año 1991 de las 

declaraciones de la renta de 1985 (con cuota adicional de 974.000 

pesetas) 1986 (con cuota adicional de 1.049.000 pesetas) y 1987 

(con cuota adicional de 1.129.000 pesetas). 

 Sus declaraciones de la renta entre 1986 y 1990 fueron 

revisadas en 1993 por la Administración y todas originaron 

sanciones excepto la de 1987. Pero, en todo caso quedó claro que el 

rendimiento neto del capital mobiliario fue: 

 - En 1986: 200.547 pesetas (en declaración conjunta con su 

esposa). 

 - En 1988: 555.668 pesetas (en declaración conjunta). 

 - En 1989: 596.560 pesetas Esquiva y 491.680 pesetas su 

esposa. 

 - En 1990: 1.998.983 pesetas Esquiva (más 197.500 pesetas  

de rendimientos de Letras del Tesoro) y 1.899.000 pesetas. (Más 

otras 197.500 por igual concepto) su esposa. 
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 Fuera de la inspección revisora, entre los datos aportados por 

el propio Esquiva y su esposa en sus declaraciones de renta y 

patrimonio de 1991 a 1993 aparecen los siguientes  sobre los 

rendimientos de capital mobiliario: 

 En 1991: 1.772.255 pesetas cada cónyuge. 

 En 1992: 1.552.091 pesetas cada cónyuge. 

 En 1993: 1.501.913 pesetas Esquiva y 1.386.389 pesetas su 

esposa. 

 Y en sus declaraciones del impuesto sobre el patrimonio 

aparecen como cantidades en depósitos bancarios en acciones y en 

fondos de inversión los siguientes: 

 En 1991, Enrique Esquiva tenía 17.294.201 pesetas en 

depósitos bancarios y 1.578.250 pesetas en acciones, y no consta la 

declaración de la esposa. 

 En 1992, Enrique Esquiva tenía 19.856.617 pesetas en 

depósitos bancarios y 1.321.128 pesetas en acciones, y su esposa 

tenía 19.808.507 pesetas en depósitos bancarios y 1.273.348 pesetas  

en acciones. 

 En 1993, Esquiva tenía 23.097.516 pesetas en depósitos 

bancarios, 1.786.833 pesetas en acciones y 5.524.506 pesetas en 

fondos de inversión, y su esposa 18.150.534 pesetas en depósitos, 

181.149 pesetas en acciones y los mismos 5.524.506 pesetas en 

fondos de inversión. 

 Todo lo cual no revela en absoluto a una persona 

menospreciativa de los intereses y dividendos ni que confiara más 

en calcetines y cajas de seguridad que en cuentas bancarias o 

inversiones. Más bien aparece todo lo contrario. 

 Pero es que, además, el nivel creciente de ahorro concuerda 

con los peritos en la imposibilidad de desviar fondos hacía la 
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inversión en la finca “El Relumbrar” y más si  se tienen en cuenta 

las ganancias durante periodos anteriores que se analizan a 

continuación.(Los datos se toman de los folios 13.155 y siguientes y 

en especial 13.174 y siguientes). 

 La base imponible en la declaración conjunta de la renta de 

1986 fue de 4.421.118 pesetas, de las que Esquiva había de ingresar 

como impuesto 1.057.911 pesetas pero ingresó 1.049.469 pesetas 

por lo que hubo de pagar cuota adicional y fue sancionado. 

 En 1987, no hay datos . 

 En 1988, la base imponible del matrimonio según la 

declaración conjunta fue de 4.128.137 pesetas de las que ingresó 

como impuesto 792.824 pesetas (en vez de las 860.090 que debió 

ingresar), por lo que fue multado además de pagar la cuota 

adicional. 

 En 1989, se produce el incremento patrimonial ya relatado. 

La base imponible sube por ello en declaraciones, individuales esta 

vez, de ambos cónyuges hasta 14.147.584 pesetas la de Enrique 

Esquiva y 9.669.806 pesetas la de su esposa. Sin embargo, el 

rendimiento del negocio fue bueno, si se quiere, pero no 

espectacular, pues fue de 4.372.898 pesetas. La base imponible 

sometida a tarifa general de Esquiva fue de 6.267.584 pesetas, pues 

el resto corresponde al incremento de patrimonio sometido a tipo 

medio de tarifa, y de esos  6.267.584 pesetas, 788.000 corresponden 

a la parte del incremento de patrimonio imputable a esa anualidad. 

 Esquiva ingresó por autoliquidación 2.942.157 pesetas (y 

debió haber ingresado 1.183.885 pesetas más ) lo que originó una 

cuota adicional por ese importe más la multa correspondiente. 

 La base imponible sometida a tarifa general en 1989 de la 

esposa de Esquiva alcanzó 1.789.806 pesetas de las que 788.000 
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pesetas corresponden al incremento patrimonial antedicho en la 

parte imputable a dicha anualidad. 

 En 1990, la base imponible de Enrique Esquiva es de 

18.155.785 pesetas. Esquiva declaró algo menos: 17.582.194 

pesetas. En cualquier caso, lo relevante es que los rendimientos de 

su actividad comercial fueron de 9.063.660 pesetas, los del capital 

mobiliario de 1.948.983 pesetas, más 197.500 pesetas de letras de 

cambio y que pagó impuestos por importe de 6.134.102 pesetas, 

autoliquidación incorrecta, una vez más, que originó la 

correspondiente cuota adicional y multa en la inspección citada de 

1993. 

 Ese mismo año la base imponible de su esposa fue de 

1.786.674 pesetas con cuota que resultó a devolver de 154.308 

pesetas según la autoliquidación, también mal hecha y también 

sancionada. 

  Los peritos, incluido el Sr. Placer, están conformes en que 

las aportaciones del Sr. Esquiva a la finca durante los años 1991 a 

1993 no pueden corresponderse con sus ingresos durante esos años.  

Durante los años anteriores –1986 a 1990- los rendimientos 

comprobados, tras declaraciones paralelas e inspecciones, del Sr. 

Esquiva son los equivalentes a un sueldo algo elevado (Piénsese 

que en 1986 la base imponible son 4.421.118  pesetas y los 

impuestos pagados de 1.049.469 pesetas. Y en 1988 la base 

imponible son 4.128.137 pesetas y los impuestos pagados de 

792.824 pesetas. Sería el equivalente a 14 mensualidades de un 

salario neto de 240.000 pesetas). 

 Todavía hay que añadir un dato más y es que Enrique 

Esquiva compra el 29 de Octubre de 1984 un piso en la calle Padre 

Damián nº 38, 6º B, de 90 metros cuadrados y una plaza de garaje 
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de 10 metros cuadrados por precio  declarado de 6.800.000 pesetas, 

más 374.000 pesetas de Impuesto de Tráfico de Empresas, más los 

gastos y tributos locales que corren por su cuenta (folios 5.832 y 

siguientes y 15.193 y siguientes). 

  Como el dinero gastado en las fincas de la Berzosilla y “El 

Relumbrar es –pasando el Tribunal por precios absurdamente bajos- 

de 141 millones de pesetas más gastos e impuestos, a los que hay 

que sumar los más de siete millones de pesetas más impuestos de 

este último piso, todo lo cual arroja unas cifras con certeza 

superiores a los 160 millones de pesetas, quiere decir que en años 

anteriores a 1986 el Sr. Esquiva había guardado en su casa o en 

cajas de seguridad una cantidad en pesetas que no rentaban y en 

años   en que todas las economías  eran más modestas, equivalente a 

por lo menos cincuenta veces su renta disponible en 1986 y ello 

mientras vivía sin privarse de coches caros, hoteles caros, viajes 

caros y compraba pisos y coches a sus hijos. Ni puede ser, ni el 

Tribunal puede creerlo. 

 La conclusión que ha de sacarse de todo esto surge de las 

premisas previas : 

 - Las fincas valen muchos millones de pesetas, y ha habido 

aportaciones y mejoras por muchos millones más. 

 - Esquiva no tiene esos millones, ni siquiera ha acreditado 

haber tenido ahorros mínimos no contabilizados y, cuando tiene 

dinero, le saca rendimiento. 

 - Vera tampoco tiene ese dinero procedente de sus ingresos 

regulares. No hay ninguna salida importante de sus cuentas . 

 - Vera sin embargo tiene una importante fuente de dinero a su 

disposición cuyo principal y casi único controlador es él mismo (el 

dinero destinado a gastos reservados). 
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 - Los subordinados de Vera se han lucrado, varios de ellos en 

cantidades multimillonarias, con dinero que le ha entregado Vera de 

los fondos del Ministerio del Interior. 

 - En la adquisición de las fincas intervinieron tres personas: 

la esposa de Vera, el suegro de Vera y el hermano de Vera. No hay 

que decir cual es el único punto de conexión de los tres: Rafael 

Vera. 

 - Enrique Esquiva lleva sus negocios personalmente y hace lo 

que quiere, salvo en la adquisición de las fincas en que negocia su 

hija y hace lo que le dice su hijo. 

 - Vera se comporta como dueño de las fincas particularmente 

de “La Berzosilla” mientras que el comprador –Esquiva- no lo hace. 

 - La finca “El Relumbrar” se gestiona en la forma ordenada 

que tiene Vera por costumbre y no en la forma caótica que tiene por 

costumbre su suegro. 

 - Existe la extendida idea en el lugar, si no es la fama pública,   

de que la finca “El Relumbrar” es de Vera. Idea que se sostiene con 

espontaneidad , firmeza y frecuencia estadística (dos forasteros, dos 

comentarios). 

 El Tribunal tiene que partir de la presunción de inocencia 

pero no puede admitir explicaciones absurdas e incomprensibles 

basadas en falsedades o invenciones. Rechazadas esas explicaciones 

absurdas, sólo queda una de lo ocurrido: las fincas de “ La 

Berzosilla” y “ El Relumbrar” se adquirieron y mejoraron con el 

dinero destinado a gastos reservados que previamente sustrajo 

Rafael Vera en cuantía que es, con certeza, superior en mucho a los 

141 millones de pesetas, aunque no pueda establecerse la medida 

exacta de esa diferencia en más. 
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 Frente a todo las evidencias que llevan a la única conclusión 

razonable, que existan testamentos de los suegros  de Vera 

repartiendo los bienes por partes iguales entre sus hijos no significa 

nada, por cuanto que  las disposiciones testamentarias son 

esencialmente revocables (art. 737 del Código Civil) por testamento 

posterior incluso ológrafo (artículos 688 y siguientes de igual ley). 

Por otra parte, en el testamento quien lo otorga dispone de sus 

bienes (artículo 667 Código Civil) y no de los que no son suyos, 

que pueden haberse transmitido a otro en contrato suscrito en 

documento privado, seguido de cualquier forma admisible de 

tradición y con valor total entre las partes y sus causahabientes 

(artículos 609, 1462 a 1464, 1091 y 1225 del Código Civil). Por 

cierto que Vera ha adquirido algún bien  inmueble en documento 

privado antes de elevarlo a Escritura Pública y Roldán  declaró que 

les propuso a él y a Rodríguez Colorado invertir el dinero en chalets 

de EPICASA –la compañía de Juan Luis Vera- mediante compra  

en escritura privada, manteniendo la compañía la titularidad formal. 

  

VIGESIMOPRIMERO.- Sobre el conocimiento y 

consentimiento por Barrionuevo y Corcuera de las sustracciones de 

dinero. 

 Hubiera sido mucho más fácil demostrar que los Ministros 

conocían los hechos anteriores si hubiera habido alguna prueba de 

su propio enriquecimiento. No la hay, ni siquiera indiciaria, 

suficiente para formular acusación en este sentido, salvo la mínima 

introducida a última hora por el Ministerio Fiscal sobre las joyas 

que, según sostiene, regaló Corcuera también a su propia esposa, y 

de lo que luego se hablará. 
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 También sería más fácil si se hubiera acreditado que otros 

muchos altos cargos cobraron dinero. Las sospechas sobre algunos 

de ellos a los que el Tribunal no citará porque no han sido 

enjuiciados, existen y persisten. Pero no pasa de ahí la cosa y de 

otra parte dentro de cantidades de más de mil quinientos millones, 

desviar cada año 56 para pagos de 7 millones a ocho altos cargos 

(por poner un ejemplo) o desviar 48 para entregar sobresueldos  

mensuales de cuarenta mil pesetas a cien funcionarios (por poner 

otro) no es algo notorio –conste además que por pago de 

sobresueldos no hay acusación–; es menos perceptible  aún cuando 

no puede afirmarse ni negarse la existencia de una información 

importante para la Seguridad del Estado ni hay tablas para valorar 

el precio de la misma, ni forma clara de justificación de los pagos 

necesarios, con lo que no es difícil encubrir en estos las 

sustracciones  injustificables . 

  La imputación del conocimiento y consentimiento por parte 

de los ministros surge de tres fuentes:  

 La primera , la lógica: Eran los responsables del Ministerio y 

por tanto debían saber lo que pasaba. 

 La segunda, las imputaciones directas de Sancristóbal 

respecto de Barrionuevo y de Roldán respecto de Corcuera y de 

Barrionuevo. 

La tercera, ciertos indicios y en particular la actuación de 

Barrionuevo con Fraga y Jáuregui y la de Corcuera con Rodríguez 

Colorado. 

 A) En cuanto a la lógica, ya se ha dicho que, de ser muchos 

los altos cargos beneficiados hubiera sido más difícil de creer el 

secreto, por la creciente probabilidad de que alguno  hubiera hecho 

un comentario al máximo responsable del Departamento. Como no 
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es así, el secreto, la discreción interesada de unos pocos, es algo 

posible. 

De otra parte, la lógica del deber ser es errónea cuando 

pretende concluir que las cosas son lo que deben ser, porque existe 

la alternativa de que se incumpla el deber y lo que debe ser no sea: 

afirmar que se sabe algo porque se tiene obligación de saberlo, no 

es una inferencia que se acomode a reglas de experiencia . 

 Quizá el propio juicio, al centrar su mirada en los gastos 

reservados, prive de perspectiva para comprender que el destino de 

esos fondos tal vez no sea, ni deba ser, la principal preocupación de 

un Ministro del Interior. 

 El Tribunal no sabe con exactitud cual es la complejidad de la 

tarea de un Ministro del Interior ni su orden de prioridades. Pero lo 

cierto es que, además de a la compra de información y a la lucha no 

revelada contra el delito, el Ministerio del Interior se ocupa de 

muchas cosas: su presupuesto global es varios cientos de veces el 

asignado a gastos reservados; en el Ministerio se integran más de 

cien mil profesionales armados ( y no sólo con una pistola) y varias 

decenas de miles de funcionarios administrativos; del Ministerio 

dependían además de las Direcciones Generales de la Policía y de la 

Guardia civil –que no están solo para casos excepcionales en que se 

emplean fondos reservados sino para conseguir la seguridad y la 

libertad de los ciudadanos- otras Direcciones Generales tan 

relevantes como la de Protección Civil, Política Interior y Tráfico. 

Es verdad que Asunción puso especial énfasis en controlar los 

gastos reservados. Pero Asunción estaba avisado por los escándalos 

y, aunque lo niegue, por Roldán. El único Ministro anterior que ha 

declarado, que es el Sr. Fraga Iribarne, no tiene precisamente fama 

de político negligente, vago o especialmente partidario de dejar en 
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manos de otros sus obligaciones. Pues bien el Sr. Fraga en su 

declaración de 27 de Noviembre de 2001, hizo dos claras 

afirmaciones : 

A. Que en siete meses en el Ministerio del Interior tuvo más 

trabajo que en todos los años en que fue Ministro de 

Turismo. 

B. Que no se ocupaba de los fondos reservados porque ya lo 

hacían dos Generales del Ejército de toda confianza al 

mando de la Dirección General de Seguridad (predecesora 

de la Dirección de la Seguridad del Estado, no de la 

Dirección General de Policía) y de la Dirección General 

de la Guardia Civil. 

El incremento anual del presupuesto inicial tampoco es un 

dato para sospechar. Téngase en cuenta que las cantidades 

sustraídas apenas alcanzan al cinco por ciento de las presupuestadas 

en total para gastos reservados en la Secretaría de Estado, que el 

hecho de que no se incrementaran en 1994 no es significativo pues 

el Ministro Asunción suprimió esa Secretaría, y que, en años 

posteriores, se presupuestaron mejor los gastos, incrementando 

desde el momento inicial la partida de gastos reservados y 

desplazando otros pagos a partidas diferentes (declaraciones de los 

Sres. Asunción el 17 de Octubre y la Subdirectora de presupuestos 

del Ministerio, Doña Ángeles Peña en igual fecha). 

 Las afirmaciones de Sancristóbal  de que Barrionuevo sabía y 

consentía los pagos valdrían en boca de quien dice la verdad. 

Cuando todas sus afirmaciones tienen un sentido claramente 

exculpatorio aunque sea a veces, más que en términos jurídicos,  en 

términos morales (me dieron y no sustraje, me autorizaron ...), y 

algunas de ellas se revelan falsas, es posible que otras sean 
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verdaderas pero el Tribunal no puede correr el riesgo de tomar las 

unas por las  otras. 

 Y en cuanto al episodio del cobro de los 25 millones ya se ha 

dicho lo suficiente al razonar sobre la fiabilidad de este coimputado. 

 Otro tanto hay que decir de dos afirmaciones de Roldán: la 

primera  es  la relativa a que Barrionuevo le remitió a Sancristóbal 

con las palabras de “tiene algo para ti”. Ese dato no aparece en las 

primeras declaraciones de Roldán (folios 1.587 y 1.588), donde dice 

que le pagó Sancristóbal  sin mencionar no ya la indicación del 

Ministro sino ni aún la entrevista con él. 

 Es verdad que Roldán manifestó en juicio que sabía que ese 

era el momento más importante para decir la verdad (alegación que 

también hizo Sancristóbal y con igual fin de salvar sus 

contradicciones) pero el conocimiento de la significación jurídica 

del plenario no priva de la memoria en el sumario –seis años y 

medio antes en el tiempo, por cierto- y menos cuando la declaración 

sumarial reviste forma de denuncia esto es de puesta en 

conocimiento de hechos. 

 Que los Sres. Fraga y Jáuregui fueran recibidos por 

Barrionuevo, incluso que el segundo se dirigiera directamente a 

Barrionuevo para pedirle dinero de los fondos reservados en un 

asunto es que estaba en juego una vida, y Barrionuevo los remitiera 

a Vera no significa que el Ministro controlara los fondos 

reservados. Es un dato equívoco que tanto puede significar eso 

como exactamente lo contrario: El Ministro recibe por deferencia a 

estos altos cargos pero luego los remite a quién está encargado de 

administrar esos fondos.  

 En fin que Vera diga que Barrionuevo conocía  la entrega de 

dinero a Álvarez no significa nada porque ni dice desde cuando lo 
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conocía, ni dice que conociera que esa entrega se hacía para su 

enriquecimiento. 

 En cuando a Corcuera, la principal imputación de Roldán es 

que se puso de acuerdo con Vera para pagarles sobresueldos. Y se 

demuestra porque, aunque llegó tarde a la comida donde 

definitivamente se quedó en la forma y el ritmo de entrega de 

dinero a Rodríguez Colorado y a él, preguntó inmediatamente si 

Rafael (Vera) les había informado de lo acordado; y porque, ya en 

Enero de 1994, en una reunión en el hotel Miguel Angel, le 

confirmó que Rodríguez Colorado había cobrado todo lo que se 

acordó. De la segunda reunión no hay más prueba que estas 

manifestaciones, recogidas también por la esposa de Roldán en su 

carta al Juez, a pesar de que la presencia de estas dos personas –y 

sus escoltas- en un hotel llama la atención y más cuando acaban de 

cesar en sus cargos, uno de ellos con gran escándalo, por lo que, al 

menos, el hecho mismo de la reunión hubiera podido probarse y no 

se ha hecho. Y del interés de Corcuera por el pacto a favor de 

Roldán y Rodríguez Colorado no dice nada la esposa de Roldán, ni 

en su carta al Juez ni en sus declaraciones sumariales (folios 204 y 

siguientes), donde el acuerdo con el Ministro lo pone en boca de 

Vera exclusivamente. Ciertamente que Blanca Rodríguez Porto 

habla de lo que recuerda que le ha contado Roldán pero es raro que 

no recuerde este dato comprometedor para Corcuera al que ataca 

fieramente (véase lo que dice sobre chalet, dinero en Miami, regalos 

en caballos, saqueo de la caja etc. a los folios 208 y 213, nada de lo 

cual, por cierto, se ha podido demostrar). 

 En fin, el indicio aportado por el Fiscal de que Corcuera 

conocía los pagos y por ello declaró que Jaquotot trabajaba para 

interior no es exacto. Lo que Corcuera dice es que, si Jaquotot ha 
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cobrado en tiempos de Barrionuevo, será porque ha hecho algo en 

tiempos de Barrionuevo, mera demostración de fe en su predecesor 

y en Vera y no conocimiento de colaboración; y de su propia etapa 

como Ministro, lo que dice es que, de las manifestaciones que hizo 

Vera en una conversación, dedujo que Jaquotot colaboraba de 

alguna forma, lo que no es sino una referencia a lo dicho por otro y 

no una manifestación de ciencia propia. 

 En definitiva, sospechas hay, posibilidad hay, pero certeza de 

que los Ministros conocían y consentían las sustracciones no hay. 

Téngase en cuenta que estas sustracciones no eran posibles contra la 

voluntad del Ministro, pero sí tanto con su voluntad como sin ella. 

Del hecho de que no conste una expresa voluntad contraria no 

puede pasarse a deducir que hubo consentimiento, pues tal  

consentimiento no era preciso para disponer de los fondos 

asignados a la Secretaría de Estado. En un supuesto en que la ley 

incorpora al tipo penal lo que no sería sino una comisión por 

omisión, equiparando a la sustracción el consentimiento de que otro 

sustraiga, y ese consentimiento no es preciso para que la sustracción 

se produzca, la prueba del conocimiento cabal de los hechos y la 

posterior inacción toleradora debe ser exigida con especial rigor. 

Esa prueba no existe y, en consecuencia, no podrá declararse que 

los Ministros Sres. Barrionuevo y Corcuera consintieron la 

sustracción de caudales públicos, por lo que, en lo que respecta a 

esta imputación, única para el Sr. Barrionuevo, deberán ser 

absueltos. La invocación de su condición de garantes como 

responsables del Ministerio no puede hacer referencia sino a una 

condición de garante político y tiene su traducción en la 

responsabilidad política una vez que el Código Penal vigente ha 

hecho desaparecer la figura de la malversación por imprudencia. La 
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posición jurídica, no la política, de garante, con exigencia reforzada 

del deber de actuar y omisión consciente de ese deber no se produce 

en este caso, como se ha dicho. Ya se analizará más tarde la 

imputación al Sr. Corcuera de sustraer fondos para regalos de joyas 

respecto de la cual imputación no hay que motivar el relato de 

hechos porque se aceptan por el acusado salvo en el sólo punto que 

se estudia a continuación. 

 

 VIGESIMOSEGUNDO.-  Sobre que el Ministro Sr. 

Corcuera regalara joyas a su propia esposa. 

No es creíble porque: 

- Es un dato nuevo que revelan Roldán y su esposa en juicio sin 

refrendo alguno de ningún orden y que no ha aparecido nunca en 

sus declaraciones y denuncias en sumario. El Tribunal ya ha 

razonado su total desconfianza en estos casos. 

- Ha sido negado en el acto de juicio por los testigos que acudían 

a estas cenas. 

- Indirectamente, el joyero Vargas en el acto del juicio desmiente 

estos hechos cuando afirma que intentó hacer, en privado, un 

regalo a Corcuera y éste lo rechazó (declaración en juicio el 29 

de Octubre de 2.001). 

 

VIGESIMOTERCERO.- José Luis Corcuera reúne cada 

año a cuarenta o cincuenta personas y obsequia a las esposas de 

altos cargos del Ministerio. El encargo que transmitió a José Miguel 

Vargas, propietario de la joyería del mismo nombre, era que no 

rebasaran el precio de 100.000 pesetas y así fue, si se  prescinde del 

I.V.A. El total gastado fue 1.761.000 pesetas en 1990, 2.849.860 en 

1992 (Navidades de 1991) y 2.775.000 pesetas en 1993 (Navidades 
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de 1992). Total 7.385.860 pesetas, que descontado el impuesto 

sobre el valor añadido –que retornó al Estado- quedarían reducidas 

a 6.507.364 pesetas. 

A juicio del Tribunal ello no constituye delito de 

malversación por las razones que pasa a exponer: 

- Se sostiene por las acusaciones que no eran susceptibles de 

cargarse estos gastos en la aplicación presupuestaria 

correspondiente a gastos sociales y de protocolo. Se esgrime para 

ello que el código presupuestario 226-01, antes mencionado, no 

incluye entre estos gastos las retribuciones en especie al personal 

funcionario. Es dudoso que un regalo, si no modesto tampoco de 

fábula, con ocasión de la cena anual por Navidades a modo de 

atención a las esposas de los funcionarios, y no a estos, tenga la 

consideración de retribución en especie. Es dudoso que una 

atención de ese orden no pueda inscribirse dentro de una política 

que busca mantener la cohesión del equipo ministerial, en un 

departamento delicado, y en el que la eficacia reclama la 

continuidad en el ejercicio de muchos cargos. A partir de esas 

dudas, que la Intervención del Estado hubiera considerado  

incorrecto el gasto o no justificable es una mera posibilidad que las 

acusaciones presentan como certeza . Por otra parte, la frase 

“regalar joyas”, contiene una carga afectiva que enlaza el 

pensamiento, o el subconsciente, con figuras o arquetipos 

negativos: el pródigo fanfarrón, el nuevo rico, el conquistador 

profesional, el tirano corruptor ... Al juzgar, es preciso desprenderse 

de esa carga. Posiblemente no se hubiera  hablado siquiera del 

asunto, si, con igual gasto, y con cargo a la cuenta de “Habilitación 

de Material” incluso, Corcuera hubiera regalado en vez de una 

sortija o una pulsera una edición cara de un buen libro, un grabado, 
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o aún dentro del campo de la joyería- y se dice con el más absoluto 

respeto a los sentimientos religiosos- una cadena de oro con la 

medalla del Angel de la Guarda o de la Virgen del Pilar, patrones de 

la Policía y la Guardia Civil. El regalo de joyas podrá decir del 

refinamiento o discutible gusto del Sr. Corcuera pero no de la 

tipicidad de su acción. 

- Corcuera actuó en la creencia de que su actuación era 

correcta. El estudio de los código presupuestarios,  la distinción 

entre el subconcepto correspondiente al código presupuestario 226-

01 (protocolo y atención social) y el 226-08 (gastos reservados) no 

ha sido fácil para el Tribunal ni es fácil para cualquiera. La 

disposición de la circular 3/66 de la Intervención General del 

Estado había sido derogada tácitamente por las leyes 

presupuestarias en cuanto a los “gastos de solemnidades, atenciones 

y otros de carácter social” pero, como primera y casi única norma 

específica sobre gastos reservados, aquella circular era todavía  la 

guía usual de Autoridades y funcionarios y tampoco la derogación 

tácita es precisamente fuente de seguridad jurídica, ni fácil de 

conocer en ocasiones. 

Además de ello, Corcuera, como Diputado, había recibido 

regalos por Navidad con cargo al presupuesto. Con la precisión de 

gran jurista que le caracteriza,  el Excmo. Sr. Ministro de defensa 

D. Federico Trillo-Figueroa ha puesto de relieve las garantías de 

procedimiento que hay detrás de esos regalos –preparación del 

anteproyecto de presupuesto por los Servicios de la Cámara y la 

Mesa del Congreso, aprobación por la Mesa representativa de una 

mayoría abrumadora de parlamentarios, remisión al Gobierno, 

inclusión por éste en el proyecto de Ley de presupuestos, remisión 

del proyecto a las cámaras, debate en el Congreso y el Senado... y 
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todo ello bajo el principio de máxima publicidad y transparencia- 

Pero como la legitimación por el procedimiento y la publicidad no 

es plena, en el sentido de que el fondo del asunto continúa siendo 

que dinero del presupuesto se destina a un obsequio personal, D. 

Federico Trillo expuso, una vez más con toda claridad, que los 

regalos eran costumbre muy anterior a su etapa de Presidente del 

Congreso (coincide en ello con Corcuera ) y  se hacían conforme a 

una larga  tradición, asumida por todos, que privaba al acto de 

cualquier  reproche ético-social. Los importantes matices y 

distinciones entre los regalos en las Cámaras y los de Corcuera son 

evidentes ahora, pero quizá no entonces para él: Sus cenas tenían la 

publicidad inherente a la reunión de un gran grupo de personas; un 

obsequio por Navidad es tradicional; conocido el hecho por todo el 

mundo, desde el primer año, nadie le reprochó nada ni le advirtió de  

ilegalidad; la compras se hacían a la luz del día, luego de acercarse  

el joyero al Ministerio, y se pagaban, contra factura, que incluía el 

impuesto sobre el valor añadido. No es de extrañar que Corcuera 

pensara que era correcto lo que hacía. Error de prohibición que de 

ser invencible, como parece, excluye la responsabilidad criminal 

(art. 14 del Código Penal) y, de ser vencible, excluiría, si no el dolo, 

lo que depende de la concepción doctrinal que se asuma, sí, al 

menos, el injusto ánimo de lucro, incorporado expresamente  al tipo 

en el vigente Código Penal. Con ello, Corcuera, respecto del que ya 

se dijo que procedía dictar sentencia absolutoria por consentir la 

sustracción de caudales públicos, debe ser absuelto también de esta 

acusación de sustracción.  

 

VIGESIMOCUARTO.- A la hora de calificar el resto de los 

hechos ha de observarse que existen dos líneas principales de 
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sustracción de fondos protagonizadas respectivamente por quienes 

ostentaron el cargo de Director de Seguridad del Estado o 

Secretario de Estado para la Seguridad; esto es Rafael Vera 

Fernández-Huidobro y Julián Sancristóbal  Iguarán. Ellos sustraían 

el dinero para si y todos los demás recibían dinero bien de 

Sancristóbal (Roldán) bien de Vera (Roldán, Rodríguez Colorado, 

López, Álvarez y el propio Sancristóbal). Las sustracciones 

cometidas por ambos unas veces se integran en un plan 

preconcebido y otras aprovechan simplemente la permanente 

ocasión de sustraer que nacía de sus cargos y de la inexistencia de 

control real sobre sus acciones, lo que da lugar a la figura del delito 

continuado, -de dos delitos continuados-, protagonizados 

respectivamente por Julián Sancristóbal y Rafael Vera y con 

participación del resto de acusados que se lucraron. 

Los delitos son de malversación de caudales públicos. Este 

delito exige tradicionalmente la concurrencia de cuatro requisitos: 

Cualidad de autoridad o funcionario; capacidad de decidir sobre el 

destino de los bienes sea en virtud del cargo sea en virtud de la 

función desempeñada, entendiendo la capacidad de disposición no 

en el sentido jurídico de habilitación legal para disponer sino en el 

sentido material de posibilidad real de hacerlo; ha de tratarse de 

caudales o efectos públicos; y en fin ha de existir sustracción esto 

apropiación sin ánimo de reintegro (o consentimiento, en su caso, 

de una sustracción de tales características). Todos estos elementos 

subsisten en el Código Penal vigente que ha añadido otro más, el 

ánimo de lucro, usualmente concebido como la vocación de obtener 

con la acción algún aprovechamiento, ventaja o ganancia para  si o 

para otros. 
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En el presente caso concurren todos los elementos para la 

existencia del delito: 

- Los acusados son Autoridades y funcionarios públicos sin 

que sea necesario recurrir a la interpretación amplia y auténtica que 

de estos conceptos hace el artículo 24 del Código Penal. 

- Tanto Rafael Vera como Julián Sancristóbal tenían a su 

cargo los caudales depositados en la cuenta 25-012128-6 del Banco 

de España. Sobre la actuación de los demás se hablará al razonar 

sobre la participación. 

- Hubo apropiación definitiva de los bienes sustraídos y plena 

disposición sobre ellos. La devolución parcial o total años después 

no puede afectar a la tipificación ni a la consumación del delito. 

- Los acusados buscaban una ganancia o aprovechamiento y 

lo obtuvieron . 

- En fin se trata de caudales públicos. 

Todo ello parece incontestable. Sin embargo se ha negado 

por algunas defensas, en base a dos argumentos. 

El primero, que el concepto de caudales o efectos públicos es 

equívoco y dudosamente predicable de los fondos destinados a 

gastos reservados . 

El segundo, es que no cabe hablar de sustracción o 

apropiación de unos fondos cuyo uso  es absolutamente 

discrecional. 

El dinero destinado a gastos reservados forma parte del 

capítulo de gastos de los presupuestos del Estado no desde ahora 

sino desde siempre como demuestra el breve recorrido histórico que 

se hace a continuación. 

Hasta la entrada en vigor de la Ley 11/95 de 11 de Marzo 

reguladora de la utilización y control de los créditos destinados a 
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gastos reservados, esa regulación era principalmente la que 

aportaba la circular 3/66 de ocho de Febrero de la Intervención 

General del Estado; norma del mínimo rango reglamentario interno 

y de estilo desaliñado, que en su artículo primero recogía los 

criterios esenciales para libranza y justificación de una serie de 

gastos, entre los que se encontraban los gastos reservados, y que en 

lo esencial decía así: 

“Trámites necesarios para librar y justificar los gastos 

aplicables a los créditos que, bajo la denominación de “ Para gastos 

de solemnidades, atenciones y otros de carácter social o reservado a 

disponer discrecionalmente por el Ministro...” 

“Dado el Carácter social o reservado de estos créditos y la 

discrecionalidad con la que puedan disponer de los mismos los 

ministros respectivos, los mandamientos de pago se expedirán 

manualmente por dozavas partes”. 

“ En cuanto a su justificación bastará que por el titular del 

Departamento se acredite que las correspondientes cantidades han 

sido destinadas a los fines para lo que figuran consignados en el 

presupuesto de gastos”. 

Aunque la circular se refería a gastos sociales y reservados 

indistintamente, lo cierto es que poco a poco las normas tributarias 

fueron diferenciando ambos conceptos y en ese proceso tienen 

relevancia la aparición de los códigos que iban a definir rúbricas de 

la estructura económica de los Presupuestos y que se inicia con la 

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 1 de Marzo de 

1985 y la resolución de 15 de marzo de 1985 de la Dirección 

General de Presupuestos conforme a las cuales “la estructura 

económica del Estado y sus Organismos Autónomos... se 

especificará de acuerdo con el código que se inserta a 
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continuación:” y en ella se incluye el subconcepto 8 –“Gastos 

reservados a disposición del Ministro del Departamento”, dentro del 

concepto 226 –“gastos diversos” del artículo 22 “ Material, 

suministro y otros” dentro del capítulo 2 “gastos de bienes y 

servicios”. En ese subconcepto 8 se definían los gastos reservados 

como “gastos que tengan reconocida esa naturaleza y cuyo régimen 

justificativo sea el previsto en la circular de la Intervención General 

de la Administración del Estado de 8 de febrero de 1966”. Por eso 

ese subconcepto 226-08 aparece desde 1986 al denominar la 

correspondientes partidas presupuestarias. La de fondos reservados 

de la Guardia Civil se corresponde con la aplicación presupuestaria 

16-07-22-A-226-08; la correspondiente a la Dirección de la 

Seguridad del Estado –Secretaria de Estado para la Seguridad 

(cuenta corriente 25-012128-6) se corresponde en la aplicación 

presupuestaria 16-05-221-A-226-08; la gestionada directamente por 

el Ministerio del interior (cuenta 24-000164-1) en la aplicación 16-

01-22-A-226-08. (No se ha incluido cada código completo  en el 

relato de hechos probados porque ese relato comprende hechos 

anteriores a 1985). 

Es de destacar también que en la Resolución de la Dirección 

General de Presupuestos de 6 de Abril de 1989, que desarrolla la 

Orden de 3 de Febrero de igual año, el subconcepto 226-08 “gastos 

reservados” incluye una definición diferente a la de 1985 y se 

refiere a ellos como “gastos necesarios para la defensa y seguridad 

del estado, y cuya diferencia fundamental, respecto del resto de los 

gastos públicos es la relativa a su publicidad y justificación”. 

También debe resaltarse que en esta resolución se incluían en el 

concepto 226- como subconcepto 01- las atenciones protocolarias y 

representativas a cuyo  subconcepto deben imputarse los gastos de 
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protocolo y representación de las Autoridades siempre que 

redunden en beneficio y utilidad de la Administración y quedan 

excluidos los que de algún modo representen retribuciones al 

personal en metálico o en especie (a ello se ha aludido en el 

fundamento anterior). Pese al mínimo rango de estas normas, las 

sucesivas leyes de presupuestos respetaron la técnica introducida 

por estos Códigos. 

No sólo las leyes de presupuesto anuales incluían en sus 

correspondientes capítulos con arreglo a los códigos establecidos el 

dinero destinado a gastos reservados. Desde 1977 estaba vigente la 

Ley 4/1977 General Presupuestaria, cuyas modificaciones 

posteriores aconsejaron la refundición que tuvo lugar, sobre la base 

de la Ley citada, mediante el texto refundido aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1091/88 de 23 de septiembre. 

El artículo 51 de la Ley General Presupuestaria establece que 

los presupuestos generales del Estado contendrán:  

“a) Los estados de gastos en los que se incluirán con la 

debida especificación los créditos necesarios para atender al 

cumplimiento de las obligaciones... El artículo 59-3 de dicha Ley se 

refiere expresamente a estos gastos y a los créditos necesarios para 

atenderlos cuando afirma que “tendrán carácter vinculante los 

créditos destinados a ...” 

b)...Gastos reservados”. 

En fin el artículo 101 de la misma ley establece que 

“constituyen el Tesoro Público todos los recursos financieros, sean 

dinero, valores o créditos, de la Administración del Estado”. 

Podrá  dudarse de cual sea el linde del concepto de caudales 

públicos. Habrá casos dudosos. Pero cuando ni una sola norma  de 

las que a lo largo del tiempo se refieren a los gastos reservados 
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pone en duda que se atiendan con cargo al presupuesto de la Nación 

y cuando todos los recurso financieros (incluido el dinero y los 

créditos) de la Administración Pública se integran en el Tesoro 

Público, es clarísimo que el dinero destinado a esos gastos entra de 

lleno, sin dudas, sin necesidad de otra interpretación que la literal, 

dentro del concepto de “caudales públicos”. 

Es verdad que la circular 3/66 ya citada se refería 

expresamente a la discrecionalidad con que se podía disponer de 

estos créditos. En este punto el Tribunal quiere ser breve y 

contundente. La discrecionalidad supone una capacidad de decisión 

legítima entre alternativas jurídicamente indiferentes. La 

discrecionalidad, incluso en los actos administrativos acordes a 

Derecho, exige el respeto a la zona o base reglada de la resolución y 

que ésta se acomode al fin de la norma jurídica, sin que quepa la 

derogabilidad singular de ésta ni la validez de los actos contrarios a 

ella. Es absurdo pensar que si el presupuesto aplica los ingresos 

públicos a fines públicos, se respete la norma apropiándose el 

dinero, es absurdo pensar que el uso discrecional de dinero público 

incluye su apropiación y es absurdo pensar que es jurídicamente 

indiferente destinar el dinero a la seguridad y la defensa de la 

nación o al lucro personal. 

Por tanto existen los dos delitos continuados de malversación 

del art. 432-1-2 del Código Penal si bien sobre este punto el 

Tribunal quiere hacer alguna precisión: 

1º) Existe continuidad delictiva porque hubo una pluralidad 

de sustracciones, unas claramente situables en el tiempo y otras no, 

a veces respondiendo a un plan previamente trazado y siempre 

aprovechando idéntica ocasión. 
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2º) El tipo agravado de malversación exige que ésta revista 

especial gravedad, para lo que ha de atenderse al valor de las 

cantidades sustraídas y al daño o entorpecimiento al servicio 

público. Las cantidades sustraídas son evidentemente importantes 

tanto por Sancristóbal como por Vera y el daño al servicio público 

existió no sólo porque las sustracciones fueron un factor adicional 

de la necesidad de ampliar las partidas presupuestarias sino  porque, 

como ha declarado el propio Rodríguez Colorado y ha reconocido 

Vera que le comentó algún General de la Guardia Civil, siempre 

hace falta más dinero para destinarlo a la  genuina finalidad 

investigadora, de adquisición de información etc. 

3º) Aunque exista una pluralidad de infracciones susceptibles 

en abstracto de tipificación separada, que  técnicamente dan lugar a 

un delito continuado, no debe olvidarse que es precisamente la 

suma de las cantidades defraudadas y no cada una de ellas 

considerada individualmente –no hay datos de sustracciones 

singulares superiores a diez millones de pesetas– lo que permite 

calificar los hechos conforme al párrafo segundo del artículo 432 

del Código Penal, por lo que no cabe la doble eficacia de la 

continuidad delictiva en el orden penológico, una vez para dar lugar 

al tipo agravado y otra para, dentro del tipo agravado, imponer la 

pena en su mitad superior conforme al artículo 74-1 del Código 

Penal, debiendo aplicarse la regla del artículo 74-2 inciso inicial, es 

decir, tener en cuenta una sola vez el perjuicio causado, ya que el 

tipo agravado agota la totalidad del injusto. 

4º) Ello no impide que la estructura del delito siga siendo la 

del delito continuado integrado por plurales infracciones que, por si 

solas, serían susceptibles de tipificación separada por lo que, a 

efectos de participación, cada partícipe responde de aquella 
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infracción o grupo de infracciones en el que haya tomado parte y su 

conducta es susceptible de calificación autónoma, pues la unidad 

jurídica del delito continuado a efectos punitivos no impide la 

diversidad  ontológica de cada una de las infracciones, lo que hace 

posible participaciones separadas en cada una de ellas. 

5º) En este sentido, pese a su condición de partícipes mas que 

de autores, es predicable de José María Rodríguez Colorado la 

comisión de las infracciones en que se lucró, que por su cuantía – 

89 millones de pesetas de hace 10  y más años- debe calificarse 

conforme al artículo 432-1 y 2 del Código Penal. La 

responsabilidad de José Ignacio López y Francisco Álvarez también 

se limita a sus respectivas infracciones que consistieron en 

apoderarse de 7 y 15 millones de pesetas por lo que su conducta 

debe calificarse conforme al tipo básico de malversación del 

artículo 431-1 del Código Penal. 

6º) En fin debe rechazarse la calificación de la Asociación de 

Estudios Penales. Esta parte, en un escrito casi ininteligible de 

conclusiones provisionales, califica los hechos como constitutivos 

de once delitos de malversación de los que imputa a los que 

considera autores cuatro delitos (sin razonar que ha sido de los otros 

siete). Y en conclusiones definitivas mantuvo su calificación que, 

en lo que ahora interesa, atribuía a Julián Sancristóbal Iguarán dos 

delitos continuados de malversación, uno en su tipo agravado y otro 

en su tipo básico, ambos por sustracción de caudales públicos. Poco 

estudio penal hay en tan curiosa calificación, por lo que bastará 

decir que en una pluralidad continuada de sustracciones el tipo 

básico queda absorbido por el agravado conforme al principio de 

consunción. Quizá pudiera sostenerse no lo que dice esta 

Asociación sino que Julián Sancristóbal es autor de las 
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sustracciones que realizó y partícipe en las que recibió el dinero que 

no sustrajo, pero ello sería  olvidar que en el delito continuado la 

forma de participación es irrelevante y, al tiempo, tornar de peor 

condición al partícipe que al autor, por el solo hecho de ser 

partícipe y no autor, es inaceptable conforme al principio de 

accesoriedad que considera conducta principal  la del autor. 

 

VIGESIMOQUINTO.-  Es claro que conforme al número 1º 

del art. 28 del Código Penal Julián Sancristóbal y Rafael Vera son 

autores, cada uno, del delito continuado de malversación que se les 

imputa pues realizaron materialmente la conducta típica de 

sustracción fuera en beneficio propio, fuera en beneficio de otros y 

tenían a su disposición los caudales depositados en la cuenta 25-

012128-6 del Banco de España. 

José María Rodríguez Colorado y José Ignacio López pueden 

igualmente reputarse autores, pues, aunque sin poder inmediato de 

disposición sobre los fondos de la cuenta, es lo cierto que eran 

funcionarios públicos y que tenían poder de hecho de disposición 

sobre los fondos reservados, como demostró Ferrán Cardenal 

cuando le llegó un cheque millonario, teóricamente para su lucro, y 

ordenó ingresarlo en la Caja de la Guardia Civil. 

Sin embargo quizá sea más correcto considerarlos partícipes 

por cuanto que la anterior concepción resulta  un tanto artificiosa, 

supondría de hecho hablar de una nueva sustracción y un nuevo 

delito, y no es aplicable a Francisco Álvarez, ya en excedencia o 

fuera de servicio cuando recibió el dinero de que se apropió, y cuya 

conducta es básicamente idéntica a la de los otros dos acusados. 

Por ello es más correcto reputarlos partícipes equiparados 

penalmente al autor, porque, si bien es cierto que su actuación 
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aparentemente se produce sólo después de la sustracción lo que 

impediría hablar de cooperación necesaria para ejecutar el delito, no 

lo es menos que la apropiación del dinero se produce luego, no sólo 

de conocerse su disponibilidad a recibirlo, sino del acuerdo con el 

sustractor, quien realiza la acción precisa y exclusivamente en 

virtud de ese acuerdo. Esa conspiración, luego absorbida en la 

ejecución, es la que explica la conducta de los autores, lo que 

permite afirmar que, sin ella, no hubiera tenido lugar la sustracción. 

Hay pues una cooperación que incluye formas inductivas evidentes, 

lo que ni es infrecuente ni extraño en estos delitos en los que, como 

quizá en todos, la inducción aparece como una especie del género 

cooperación, (lo que explica, que pese a ser anterior a la ejecución, 

al modo como el encubrimiento es posterior, no se tipifique y pene 

separadamente como éste y que ese talante de conducta 

cooperadora facilite la punición de conductas como la inducción a 

inducir o la inducción en cadena). No se trata de resucitar la teoría 

del acuerdo previo como fundamento de la autoría sino de señalar 

que ese acuerdo, a iniciativa de los beneficiados, es causa 

determinante de las sustracciones encaminadas a ejecutarlo. 

Por otra parte, la jurisprudencia más reciente no ha vacilado 

en reputar estas conductas como de cooperación necesaria en el 

delito especial impropio negándose a calificarlas conforme al tipo 

común –de hurto o apropiación indebida por ejemplo-. Así pueden 

citarse las sentencias del Tribunal Supremo de 29 de julio de 1998 y 

11 de octubre y 21 de diciembre de 1999 que han incluido este tipo 

de conductas en el artículo 28 –b del  Código Penal.  

 

VIGESIMOSEXTO.- Los acusados Julián Sancristóbal, 

Francisco Álvarez y José Ignacio López han devuelto el dinero 
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sustraído, los dos últimos en su totalidad y el primero sólo en parte. 

El hecho de que, posteriormente en juicio, hayan afirmado que lo 

hicieron por consejo de sus abogados y hayan intentado defender, 

con distintos argumentos, la atipicidad de su conducta no priva de 

valor su acción que es reconocida como atenuante por el artículo 21 

nº 5º del Código Penal, atenuante distinta de la confesión prevista 

en el artículo 21-4º, aunque, muchas veces, esa confesión está 

implícita en el hecho de la devolución, si bien se disimula bajo 

tácticas defensivas lícitas. Debe apreciarse la atenuante como muy 

cualificada para Francisco Álvarez y José Ignacio López, y como 

atenuante simple para Julián Sancristóbal, con las distintas  

consecuencias que, en cuanto a la pena, establecen las  reglas cuarta 

y segunda del  art. 66 del Código Penal, por las siguientes razones: 

 - En el caso de José Ignacio López y Francisco Álvarez: 

porque la devolución es del total de lo sustraído; porque ello facilita 

enormemente la ejecución de la sentencia, al coincidir lo devuelto 

con lo exigido como responsabilidad civil por las acusaciones, 

cuando es conocida la especial dificultad de recuperar el dinero en 

casos como éste;  por el mérito singular de que la devolución  la 

protagonizan personajes relativamente secundarios en el desvío de 

fondos públicos que se enjuicia y respecto de los que el 

procedimiento se inició casi en el linde de la prescripción de sus 

delitos, cometidos siete y ocho años antes; y, en fin, porque, 

reconociendo la magnífica labor del Abogado del Estado, el 

Tribunal considera absolutamente excepcional endurecer la 

calificación del Ministerio Fiscal o imponer penas superiores a su 

pretensiones punitivas. 

 En el caso de Julián Sancristóbal, pese a la última razón antes 

invocada, no puede considerarse su atenuante como muy 
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cualificada:  la devolución que ha hecho  es parcial, apenas de la 

mitad de lo que, apurando al máximo cuanto favorece al reo, puede 

considerarse que sustrajo. El relato de la mecánica de los cobros 

que hizo, sólo en los primeros de ellos coincide con datos externos 

que lo corroboren. En los demás casos – cobro de los 20 millones a 

razón de 10 anuales, cobro de los 25 en el momento de su cese, 

recepción de, al menos, ciento treinta millones de pesetas de “los 

carniceros de Ermua” – su declaración ha carecido de credibilidad o 

simplemente se ha revelado falsa, lo que ha incidido en la casi 

completa inutilidad de sus manifestaciones para esclarecer los 

hechos. En definitiva una devolución parcial, que no viene 

complementada por ningún otro dato favorable a entender 

disminuida la culpabilidad, no puede originar una atenuación 

extraordinaria.  

 No puede apreciarse la atenuante analógica  de dilación 

indebida del proceso. Las censuradas Jueces de Instrucción se han 

enfrentado a la enorme dificultad de investigar hechos respecto de 

los que la prueba directa es limitadísima y, por lo común, poco 

fiable, cometidos  por personas que disponían de resortes eficaces 

para ocultarlos; y, pese a todo, no han cesado en ningún momento 

de hacer avanzar el procedimiento mediante actos   de impulso 

procesal . El Tribunal  encuentra su esfuerzo absolutamente loable, 

y quiere dejar constancia de ello. Que una investigación tan penosa 

proyectada sobre una pluralidad de personas- los acusados y 

bastantes más algunos de los cuales puede sentirse feliz de no 

acompañarlos- dure cinco  años no es sino la consecuencia natural 

de la complejidad y dificultad de la misma; y no puede basarse la 

dilación en que, de los distintos juzgados que inician la 

investigación, alguno la haya tenido paralizada, aunque luego por 
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razones de reparto, haya tornado a él la instrucción, pues esa 

paralización de las actuaciones en un Juzgado se debía a que, en ese 

lapso de tiempo, era otro, con igual competencia territorial y 

funcional, quien dirigía la investigación, jamás paralizada, y con los 

incidentes propios de toda instrucción incluidos los legítimos y 

plurales  recursos de reforma y apelación que han existido. 

 

 VIGESIMOSÉPTIMO.- Respecto de las penas, el Tribunal, 

conforme a la calificación de los hechos y las circunstancias 

concurrentes, impondrá a  López y Álvarez las solicitadas por el 

Ministerio Fiscal, única parte acusatoria esencial en todo proceso y 

que, conforme se ha dicho, ha actuado ceñido a la legalidad: Así 

pues las penas serán de   10 meses de prisión e inhabilitación 

absoluta por dos años para José Ignacio López Rodríguez y de   11 

meses de prisión e inhabilitación absoluta durante dos años para 

Francisco Álvarez. 

 En cuanto a José María Rodríguez Colorado, la cantidad 

defraudada que es, como mínimo, 89 millones de pesetas, es 

importante. No concurre en él circunstancia alguna que modifique 

la responsabilidad criminal. Ciertamente alguna sentencia del 

Tribunal Supremo ha reconocido la posibilidad de apreciar una 

atenuante analógica en el partícipe “extraneus”. Pero cuando ese 

partícipe es Autoridad, dirige un cuerpo de Seguridad del Estado 

destinado a prevenir y descubrir los delitos, y su participación 

consiste en inspirar primero la malversación y lucrarse después de 

ella, tal atenuante analógica, que no ha sido invocada en coherencia 

con la petición de absolución, no es apreciable. El Tribunal estima 

que la pena justa privativa de libertad es la de seis años de prisión, 

en el límite  de las dos mitades de la pena, y coincidente con el 
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límite máximo del tipo básico del delito de malversación 

(continuado o no). En cuanto a la pena de inhabilitación, y por 

iguales razones, se impondrá en la extensión de quince años. 

   Al decidir sobre la pena a imponer a Sancristóbal se tendrá 

en cuenta la atenuante apreciada. Como ya se ha dicho, el tipo 

agravado del delito de malversación agota la totalidad del injusto 

del delito continuado en este caso, con lo que no es preciso imponer 

la pena correspondiente a ese tipo agravado en su mitad superior, 

por lo que las penas imponibles tienen como límites mínimos los de 

cuatro años de prisión y diez de inhabilitación absoluta, que serán 

las penas que imponga el Tribunal, para  lo cual atenderá también a 

una razón adicional, común a este acusado y a Rafael Vera,  que 

expone al motivar la individualización de la pena a imponer a este 

último.  

  Un problema delicado surge al decidir la pena que 

corresponde  imponer a Rafael Vera. Se ha lucrado personalmente 

en cantidades importantísimas y ha sustraído mucho dinero más a 

favor de otros, hasta una cifra global que supera, de lejos, los 

seiscientos millones de pesetas. Las penas que merece, a juicio del 

Tribunal, son las más elevadas: ocho años de prisión y veinte años 

de inhabilitación absoluta. 

 Sin embargo, hay un dato a tener en cuenta. Su defensa ha 

invocado cosa juzgada a propósito de la sentencia 2/98 del Tribunal 

Supremo que condenaba a este acusado como autor de un delito de 

detención ilegal, en concurso ideal con delito de malversación, a las 

penas de 10 años de prisión e inhabilitación absoluta durante 12 

años. La defensa de Vera ha alegado cosa juzgada y el Tribunal ha 

rechazado la excepción porque lo que se juzgaba allí –“el caso  

Marey”- era la sustracción de una cantidad equivalente a un millón 
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de francos para financiar aquel secuestro y es evidente que en este 

proceso se  enjuician hechos distintos. Ahora bien, la cosa juzgada 

y el “bis in idem” son conceptos distintos, que a veces, coinciden y, 

a veces, no, pues, siempre que hay cosa juzgada, una nueva sanción 

supondría el “bis in idem” pero puede haber casos de “bis in idem” 

sin cosa juzgada. Un ejemplo (y es el caso) sería el supuesto en que 

una pluralidad de infracciones susceptibles de calificarse todas ellas 

como delito continuado, por las más diversas razones (conexión de 

delitos, distinto momento de averiguación etc.) se enjuiciaran, unas 

separadamente, y otras en bloque, y como tal delito continuado, 

pues en tal caso, de imponerse la pena máxima por el delito 

continuado, la sanción legalmente prevista como límite superior del 

mismo sería rebasada por la adición a aquella  pena máxima de las 

penas impuestas por las infracciones que, de hecho, se juzgan por 

separado, aunque, de Derecho, pudieran ser una más de las que 

integran el delito continuado. Curiosamente el Código Penal, que 

prevé límites legales en la punición del concurso real de delitos con 

independencia de los avatares procesales (art. 76), no prevé cual sea 

el límite legal en estos casos, pero ha de entenderse que todas las 

infracciones susceptibles de integrar un delito continuado deben 

tener como límite máximo de condena el de tal delito continuado, 

pues resulta absurdo lo contrario, esto es que lo igual como unidad 

penal se castigue de forma desigual y más grave por la pluralidad 

procesal, según la suerte, la perspicacia en la investigación o la 

conexión de delitos. Pues bien, de no ser por la conexión con el 

delito de detención ilegal y por la mayor facilidad ( relativa al 

menos) de investigar un suceso tan detonante, el acto de  

disposición de Rafael Vera sobre el dinero que se destinó a 

financiar el secuestro de Segundo Marey podía haber sido traído a 
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este proceso. Ese acto tiene lugar en noviembre o diciembre de 

1983, cuando ya  Rafael Vera había entregado dinero a Sancristóbal 

(por lo menos) y la sustracción se hace valiéndose de que dispone 

sin control, del dinero asignado a la cuenta de gastos reservados de 

la Dirección de la Seguridad del Estado. Es decir, es una 

malversación que, pese a su singular y específica motivación, se 

cometió en conexión temporal  con las aquí enjuiciadas y 

aprovechando idéntica ocasión, que no se juzga aquí porque ya ha 

sido juzgada, que ha sido penada y cuya acumulación de pena a la 

impuesta en esta causa podría dar lugar a “bis in idem” si la suma 

de sanciones rebasara la cifra de ocho años. 

 El problema está en que, al penarse aquella malversación en 

concurso ideal medial con el delito de secuestro cometido por 

funcionarios públicos, no es dable saber con exactitud que parte de 

la pena de 10 años de prisión corresponde al delito de malversación. 

Sin embargo del detenido estudio de esa sentencia del Tribunal 

Supremo (muy aleccionadora y esclarecedora y de la que esta 

resolución toma muchas ideas) y en particular de su fundamento 

jurídico vigesimoséptimo se desprende lo siguiente : 

- Que, naturalmente, se tuvo en cuenta la existencia del concurso 

medial al imponer la pena y que se consideró más beneficioso, 

como evidentemente lo era, imponer la pena correspondiente al 

delito más grave  en su mitad superior que penar las infracciones 

por separado. 

- Que, como quiera que la pena correspondiente al secuestro 

condicional cometido por funcionario público era de ocho a diez 

años de prisión (mitad superior de la de seis a diez años de 

prisión prevista en el artículo 164 por aplicación de lo dispuesto 

en el artículo 167 del Código Penal ), la mitad superior de esa 
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pena de ocho a diez  años, al aplicar la regla del artículo 77, 

resultaba la de prisión de 9 a 10 años (igual límite máximo y 

límite mínimo  un año más elevado que los correspondientes al 

delito contra la libertad considerado aisladamente). 

- Que el Tribunal Supremo no consideró justo imponer las mismas 

penas a todos los autores de estos delitos y puso el acento, para 

diferenciar a unos de otros, en la mayor gravedad de la conducta 

de los responsables políticos respecto de sus subordinados (10 

años de prisión a los primeros y nueve años y seis meses de 

prisión a los segundos). 

- Que refirió esas diferencias de pena esencialmente a la 

responsabilidad en el delito más grave, esto es, el de detención 

ilegal (véase el folio 108 de la sentencia). 

- Que no consideró justas las penas mínimas (por ejemplo 9 años 

de prisión a los subordinados y 9 años y seis meses a los 

responsables políticos). 

De todo esto se deduce, dicho sea con prudencia y con el 

especial respeto al Tribunal Supremo que ha de ponerse en estas 

reflexiones, que, de haber sancionado en exclusiva o separadamente 

el delito de detención ilegal, el Tribunal Supremo: 

- No hubiera impuesto las penas mínimas, por ejemplo ocho años 

a los subordinados y ocho años y seis meses a los responsables 

políticos.  

- Que también hubiera seguido diferenciando y castigando con 

más pena a estos últimos; por ejemplo con penas de 8 años y seis 

meses a los subordinados y nueve años de prisión a su superiores 

o, incluso, con pena de 9 años a los subordinados y nueve años y 

seis meses a sus superiores y hasta, quizá, hubiera considerado 
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que sólo la detención ilegal merecería de por si las penas 

impuestas.  

- Pues bien, para que no quepa ni aún la sospecha de un eventual 

“bis in idem”, el Tribunal tendrá por buena la más favorable de 

las hipótesis posibles, entenderá que era dable que el Tribunal 

Supremo no hubiera rebasado los nueve años de prisión, de no 

juzgar el delito de malversación conjuntamente con el de 

detención ilegal, y reducirá en un año –de ocho a siete- el tiempo   

de prisión con que sancionará a Rafael Vera. 

   Los anteriores argumentos son una explicación adicional, antes 

anunciada, a la imposición de las penas en su límite mínimo  a 

Julián Sancristóbal, también  condenado en aquella causa por delito 

de malversación en circunstancias de tiempo, de entrega del dinero 

por razón del cargo que ocupaba (Gobernador Civil), cualquiera que 

fuera su ilícito fin, que permiten afirmar que, de no mediar la 

conexión con el delito de detención ilegal, aquella infracción 

pudiera incluirse en la continuidad delictiva aquí enjuiciada . 

 Más difícil es extender este beneficio a Álvarez, en el que no 

concurren ni la conexión temporal ni la condición en que recibe el 

dinero y, en todo caso, este acusado ya ha sido beneficiado con la 

rebaja de la pena en dos grados, de suerte que la doble sanción no 

puede en modo alguno estar implícita en su actual condena. 

 

VIGESIMOCTAVO.- En cuanto  a la responsabilidad civil, sin 

perjuicio de la responsabilidad contable que puede extenderse a 

conceptos distintos de los que aquí se enjuician, e incluso, a las 

personas que resultan absueltas, debe ser establecida en esta 

sentencia porque así lo exigen los artículos 142-4º y 742 de la L.E. 

Crim. que obligan  al juzgador a fundamentar fáctica y 



112 

jurídicamente el nacimiento de la responsabilidad civil y a resolver 

en sentencia todas las cuestiones referentes a la misma. 

 Conforme a los artículos 109 y siguientes, en relación con el 

116 y siguientes del Código Penal, toda persona criminalmente 

responsable lo es también civilmente, si ha causado perjuicio o 

daño, y está obligado a la restitución o reparación. En el presente 

caso, es evidente que quienes se  han apropiado del dinero, aunque 

no lo hayan sustraído, son reputados o considerados autores del 

delito y responderán solidariamente en la forma que se dirá de la 

restitución de aquellas cantidades. Debe entenderse que, regida la 

responsabilidad civil por el principio de rogación, no se declarará 

por encima de lo solicitado por las acusaciones ni se declarará la 

solidaridad más allá de la interesada por éstas. 

1) Julián Sancristóbal Iguarán deberá restituir 130 millones 

de pesetas, de los que falta la entrega de 64 millones de 

pesetas –384.647,75 Euros- luego de aplicar al pago de 

aquella cantidad los 66 millones consignados. No se 

declara la responsabilidad solidaria de Rafael Vera, hasta 

21 millones, por no haber sido solicitada. 

      No se declara la responsabilidad de Sancristóbal por el 

dinero entregado a Luis Roldán (14 millones), por igual 

razón.  

2) Rafael Vera Fernández-Huidobro deberá restituir las            

siguientes cantidades: 

A.- 141 millones de pesetas por el dinero que sustrajo para 

si (equivalentes a 847.427,07 Euros) 

B.- 393 millones de pesetas -equivalentes a 2.361.977, 57 

Euros- por el dinero entregado a Roldán, que responderá 

solidariamente con Vera hasta el límite fijado como 
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responsabilidad civil, en razón de estos hechos en la 

Sentencia firme que le condenó.  

C.- 89 millones de pesetas, equivalentes a 534.900,77 

Euros, por el dinero que entregó a Rodríguez Colorado, 

que responderá solidariamente con Rafael Vera hasta esa 

cantidad. 

D.- 15 millones de pesetas, equivalentes a 90.151,82 

Euros, por el dinero que entregó a Francisco Álvarez y 

solidariamente con éste a cuyo pago se aplicará la 

cantidad igual ya entregada por Álvarez. 

E.- 7 millones de pesetas equivalentes a 42.070,85 Euros, 

por el dinero entregado a Juan Ignacio López y 

solidariamente con éste, a cuyo pago se aplicará dicha 

cantidad ya entregada por López. 

 Dada la solidaridad de la obligación nacida del hecho 

delictivo no es preciso reiterar la responsabilidad civil de José 

María Rodríguez Colorado, Juan Ignacio López y Francisco 

Álvarez. 

 

 VIGESIMONOVENO.-  En cuanto al comiso de las fincas 

sitas en “La Berzosilla” y la denominada “El Relumbrar”, en el 

término municipal de Alpera, es evidente que son efectos del delito. 

El artículo 127 del Código Penal  prevé que toda condena por delito 

doloso llevará consigo la perdida de los objetos que de él 

provengan, cualesquiera que sean las transformaciones que hayan 

podido experimentar, que tales objetos serán decomisados y su 

producto se aplicará, previa venta de los mismos,  al pago de las 

responsabilidades civiles del penado. Por tanto, hay que acordar el 

comiso de tales bienes por mandato expreso de la ley. 
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 Las alegaciones de la defensa de Rafael Vera sobre el 

régimen de gananciales del Sr. Esquiva y sobre el “bis in idem” que 

sufre éste tras ser sancionado por el Fisco  carecen de relevancia en 

este juicio:  en cuanto al “bis in idem”, si su tarifa fiscal resultó más 

elevada, o su cuota fiscal más alta, por declarar como propios 

bienes ajenos, ello se debe a sus propios actos, y, en todo caso es un 

problema que debe solucionar  el Sr. Esquiva o sus representantes 

con la Administración Tributaria; y en cuanto a la eventual 

indefensión, lo cierto es que el Sr. Esquiva está enfermo pero 

representado por sus hijos a los que se ofreció ser parte en el 

proceso (véanse los folios 181 y 203 del rollo de Sala).Y, 

principalmente el enfoque del problema es otro. No hay sanción 

alguna al Sr. Esquiva, ni indefensión para nadie porque a nadie   se 

le priva de nada suyo. Lo que hace la sentencia, después de analizar 

con minuciosidad la prueba practicada en juicio, es declarar que las 

fincas decomisadas son de Rafael Vera, pese a la apariencia 

contraria. El Sr. Esquiva, dicho sea a los solos efectos de esta  

Sentencia, pues no ha sido juzgado, es objetivamente  un encubridor 

(quizá también subjetivamente), en cuanto que ha ocultado y 

alterado los efectos del delito (Art. 451-2 del Código Penal) y, 

quizá, ha auxiliado al autor a que se beneficie del producto del 

delito (Art. 451-1) por lo que es dudoso que, de entender que tenía 

conocimiento de la ejecución del delito, y de haber sido juzgado, 

hubiera podido invocar la  excusa absolutoria del artículo 454 del 

Código Penal (o del antiguo artículo 18). 

 El hecho de que, bien por entender que estaba amparado por 

esa excusa, bien por su avanzada edad y delicada salud psíquica, 

bien por la duda sobre su pleno conocimiento del origen ilícito del 

dinero, no haya sido juzgado no le priva de su cualidad objetiva 
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(aún sin culpa) de encubridor, “hombre de paja” o testaferro. Y, 

declarada tal condición, tras el análisis de la prueba, ni Enrique 

Esquiva ni su esposa son terceros que han adquirido el bien 

legalmente en una ulterior transmisión, por ejemplo, sino figurante 

el uno y consorte la otra del figurante, en nombre o sustitución de 

un primero: Rafael Vera. Lo esencial es que Esquiva es un 

mandatario (típico o atípico penalmente), que adquiere el bien para 

el mandante y eso está acreditado. Que, para dificultar más la 

“contemplatio domini”, aparezcan los bienes adquiridos para su 

sociedad de gananciales, carece de significado, cuando se descubre 

el velo que encubría la titularidad dominical de Rafael Vera. Sería 

un escarnio que la posibilidad de decomisar los efectos del delito 

dependiera del estado civil y régimen patrimonial del encubridor o 

mandatario.  Como es un escarnio que cobre carta de naturaleza la 

imposibilidad de recuperar lo sustraído  por la delincuencia de 

cuello blanco y que pueda extenderse la idea de que, en el peor de 

los casos, se disfrutará igualmente de los bienes delictivamente 

adquiridos, tras un paso por prisión lo más breve y cómodo posible. 

 

 TRIGÉSIMO.- Absueltos los Sres. Barrionuevo y Corcuera 

deberán declararse de oficio tres novenas partes de las costas del 

juicio, correspondientes al delito imputado al primero y los dos 

delitos imputados al segundo, conforme al art. 123 “contrario 

sensu” del Código Penal. 

 Cada uno de los demás acusados deberá satisfacer un noveno 

de las costas del juicio, incluidas las de la acusación particular, por 

la relevante contribución de la Abogacía del Estado al 

esclarecimiento de los hechos durante el juicio y la coincidencia del 
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Tribunal con muchas de sus tesis acusatorias. Todo ello conforme al 

art. 123 del Código Penal antes citado. 

 Las costas de las acusaciones populares no se impondrán a 

los condenados pues, de una parte, el ejercicio de la acción popular, 

aun cuando sea un derecho constitucional de los ciudadanos (Art. 

125 de la C.E. ) no tiene por qué ser una carga adicional para los 

enjuiciados; y, de otra, la labor de estas acusaciones ha sido 

entorpecedora, empeñada la una en convertir el juicio en una causa 

general contra los Gobiernos socialistas; y actuando la otra, en una  

sedicente posición acusatoria, que se dirigía contra dos de los 

acusados y en vacua defensa de los restantes; todo ello rematado 

por sendos informes finales de los que fue imposible extraer una 

sola idea, como hechos por Letrados que, sólo por excepción, 

asistieron a las sesiones del juicio. 

  

 TRIGESIMOPRIMERO.- En cuanto a la deducción de 

testimonios contra Don Felipe González, Doña Pilar Navarro, Don 

José Antonio Sáenz de Santamaría y Don Enrique Esquiva, 

solicitadas por el letrado Don Marcos García Montes, en defensa de 

los intereses de Don José María Ruiz Mateos, y en uno de los pocos 

días en que tuvo a bien estar presente en el juicio , debe rechazarse 

por las siguientes razones: 

 A) Sorprende la audacia de instrumentalizar los Tribunales o 

pretender hacerlo mediante lo que se ha dado en llamar solicitud de 

deducción de testimonios  y que, en este caso significa respecto de 

Don Felipe González, Doña Pilar Navarro y Don José Antonio 

Sáenz de Santamaría que la parte pretendiente insta a que sea el 

Tribunal quien asuma una acusación sobre no se sabe qué y no se 

sabe por qué, aparte de que las declaraciones de esos testigos no 
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han satisfecho a dicha parte (y tampoco consta en qué). Asuma la 

defensa del Sr. Ruiz Mateos el riesgo de acusar, con el fundamento 

para hacerlo que esa Acusación, y no el Tribunal, encuentra. Si 

mañana se dice que su acusación o su denuncia son falsas o, al 

menos, infundadas o insostenibles, dígase de esa parte y no de este 

Tribunal. 

 En cuanto al Sr. Esquiva: 

A) Pudo ser acusado antes de ahora. Su actuación resulta de 

datos e informes tomados en buena parte del sumario. No 

se hizo. 

B) Es dudoso que su conducta sea punible según, en 

hipótesis, y supuesto el dolo, se calificase, conforme a los 

artículos 451-1º -favorecimiento al autor- o 451-2º -

ocultación de efectos- en relación con la excusa 

absolutoria del artículo 454 del Código penal (probable 

razón de que, hasta ahora, ninguna acusación haya 

pretendido su imputación y condena). 

C) Es dudoso, en virtud del grave deterioro mental que 

padece, que pueda ser parte procesal con un mínimo de 

garantías de enjuiciamiento. 

D) Su acción delictiva finalizó en 1989 hace 12 años (salvo 

que se pretenda que un hipotético encubrimiento por 

ocultación del efecto del delito o favorecimiento del autor, 

es permanente y se prolonga por encima de la autoría). En 

consecuencia, de ser típico, habría  prescrito conforme a 

lo prevenido en los artículos 451 y 131 del Código Penal. 

El plazo de prescripción se cumplió en 1994. 
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FALLO 
 

 En atención a todo lo expuesto este Tribunal HA 
DECIDIDO: 
 
 1.- Absolver al acusado DON JOSÉ BARRIONUEVO PEÑA 

del delito de malversación de caudales públicos de que venía 

acusado y declarar de oficio un noveno de las costas del juicio. 

 

 2.- Absolver al acusado DON JOSÉ LUIS CORCUERA 

CUESTA de los dos delitos de malversación de caudales públicos 

de que venía acusado y declarar de oficio dos novenos de las costas 

del juicio. 

 

 3.- Condenar al acusado DON RAFAEL VERA 

FERNÁNDEZ-HUIDOBRO, como autor del delito continuado de 

malversación de caudales públicos ya calificado, a las penas de 

siete años de prisión con la accesoria de inhabilitación absoluta por 

tiempo de 18 años e imponerle el pago de una novena parte de las 

costas del juicio. 

 

 4. A- Condenar al acusado DON JULIÁN SANCRISTÓBAL 

IGUARÁN, como autor del calificado delito continuado de 

malversación de caudales públicos, con la concurrencia de la 

circunstancia atenuante apreciada, a la pena de cuatro años de 

prisión e inhabilitación absoluta por tiempo de diez años y al pago 

de un noveno de las costas del juicio.  

B- Absolver a este acusado del segundo delito de 

malversación que le imputaba una de las acusaciones populares y 

declarar de oficio otra novena parte de las costas. 
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 5.- Condenar al acusado DON JOSÉ MARIA RODRÍGUEZ 

COLORADO, como autor del  calificado delito continuado de 

malversación, a la pena de seis años de prisión e inhabilitación 

absoluta por tiempo de 15 años y al pago de un noveno de las costas 

del juicio.  

 

 6.- Condenar al acusado  DON JUAN IGNACIO LÓPEZ 

RODRÍGUEZ, como autor del calificado delito de malversación, a 

la  pena de 10 meses de prisión y dos años de inhabilitación 

absoluta e imponerle el pago de la novena parte de las costas del 

juicio.  

 

 7.-  Condenar al acusado DON FRANCISCO ÁLVAREZ 

SÁNCHEZ, como autor del calificado delito de malversación, a la 

pena de 11 meses de prisión e inhabilitación absoluta por tiempo de 

dos años y al pago de la novena parte de las costas del juicio.  

 

 Las costas incluirán, en todo caso, las de la acusación de la 

Administración del Estado, pero no las de las acusaciones que 

ejercitaron la acción popular.  

 

 Condenar igualmente, en concepto de responsabilidad civil a 

restituir  a la Administración del Estado  las siguientes cantidades: 

 

 1.- DON JULIÁN SANCRISTÓBAL IGUARÁN: 130 

millones de pesetas equivalentes a 781.315,75 Euros, de los que, 

descontados los 66 millones devueltos, quedan 64.000.000 pesetas 

o 384.647, 75 Euros. 
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 2.- DON RAFAEL VERA FERNANDEZ-HUIDOBRO :  

A.-  141 millones de pesetas, equivalentes a 

847.427,07 Euros, por el dinero que sustrajo para sí. 

B.-  393 millones de pesetas - 2.361.977,57 Euros- por 

el dinero que entregó a Roldán, quien responderá 

solidariamente  con aquél,  hasta el  límite en que fue 

declarado responsable por estos hechos, en la 

Sentencia firme que le condenó. 

C.- 89 millones de pesetas,  534.900,77 Euros, por el 

dinero que entregó a José María Rodríguez Colorado, 

quien responderá solidariamente con Vera por el total 

de esa cantidad. 

D.- 15 millones de pesetas, ó 90.151,82 Euros, por el 

dinero que entregó a Francisco Álvarez, que 

responderá solidariamente con Vera por esta cantidad, 

a cuyo pago se aplicará la cantidad ya restituida. 

E.- 7 millones de pesetas –42.070,85 Euros- por el 

dinero entregado a Juan Ignacio López, quien 

responderá solidariamente con Vera por esta cantidad, 

a cuyo pago se aplicará la cantidad ya consignada. 

 

         3.- D. JOSÉ MARÍA RODRÍGUEZ COLORADO, DON 

FRANCISCO ÁLVAREZ Y DON JUAN IGNACIO LÓPEZ: las 

cantidades de las que son declarados responsables solidarios en el 

número anterior, con aplicación al pago de lo ya restituido por los 

dos últimos. 

 

 Acordar el comiso de las fincas sitas en “La Berzosilla” 

(Torrelodones) y la denominada “El Relumbrar”, al término de 
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Alpera,  ya descritas en el relato de hechos de esta sentencia, así 

como su venta y aplicación del precio al pago de las  

responsabilidades civiles de DON RAFAEL VERA. 

  

 No ha lugar a deducir testimonios de particulares contra Don 

Felipe González Márquez, Don José Antonio Sáenz de Santamaría, 

Doña Pilar Navarro y Don Enrique Esquiva González. 

  

   
 
 Así, por esta sentencia, de la que se llevará certificación al 

Rollo de la Sala y se anotará en los Registros correspondientes, lo 

pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 
 
 
 
PUBLICACION.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 

por al Ilmo. Sr. Magistrado Ponente estando celebrando audiencia 

pública en la Sección V en el día de su fecha. Certifico. Dª ELENA 

DE ARCE MILLA. Secretaria. Rubricado.- 


